








































































supuesto conflicto entre ambas disposiciones, prevalecerá la primera si se
acepta la tesis de que la paz internacional es mas importante para la
humanidad que la defensa de los derechos humanos localizados en un país.
Ahora bien, ¿Cómo determinar esa importancia? La respuesta no es fáciL
Algunos opinarán que la paz es mas valiosa que los derechos humanos,
otros lo contrario. En caso de formularse una respuesta, ella debe tomar en
cuenta el principio del mal menor y aplicarlo a la situación que se discute.
La violación de los derechos humanos en una determinada nación es un mal
menor que el de la ruptura de la paz o estado de guerra entre algunas o
muchas naciones. La guerra, el peor de los males, multiplica la violación de
los derechos humanos no ya solo en una nación sino en algunas o muchas,
aparte de otras horribles calamidades. Esto parece mas evidente en nuestra
época debido al formidable desarrollo de la tecnologia en la fabricación de
armamentos, inclusive los atómicos. El descubrimiento de la bomba
atómica, además de haber cambiado el curso de la Historia, constituye una
suprema advertencia para la humanidad y mas concretamente para las
personas que rigcn los destinos de los pueblos. Ese descubrimiento es
quizás el mayor reto que la Historia le ha lanzado al hombre, y su respuesta
110 puede ser otra que la paz. Responderle con la guerra podría conducir a la
catástrofe final y al término de la Historia. De consiguiente, los derechos
humanos de una minoría victimada por un determinado gobierno, deben ser
sacrificados, por doloroso que ello sea, a los intereses universales de la paz.
Supóngase, por ejemplo, que un Estado poderoso A acusa a otro Estado
poderoso B ante el Consejo de Seguridad de la ONU del cual ambos son
miembros, por haber cometido genocidios, o asesinatos o torturas contra
ciudadanos suyos residenciados o de tránsito en B, y exige indemnizaciones
y sanciones penales contra los gobernantes de B, usándose la fuerza si B se
niega a reparar los daños cometidos. Se recuerda que el Consejo de
Seguridad esta compuesto de cinco miembros fijos que representan a las
mayores potencias y que en seno las decisiones se toman por unaniInidad y
110 por mayoria de votos, de acuerdo con la Carta. Supóngase, finalmente,
que cuatro de los cinco miembros apoyen la exigencia de A sobre sanciones
y uso de la fuerza contra B, y que el quinto miembro, o sea B, se oponga a
la acusación de A mediante el uso del derecho del voto, previsto en la Carta.
Aunque parezca raro, el veto de B prevalece sobre los cuatro votos en
contra porque en el seno de dicho Consejo, sabiamente, las resoluciones se
toman por unanimidad para que sean validas y no por mayoría de votos, ya
que si se aplicara en este caso el principio de la mayoria se comprometería
gravemente la paz mundial de la cual es guardián y garante el mismo
Consejo de Seguridad.

No se piense por esto, sin embargo, en un abandono o marginalización
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de los derechos humanos por parte de la ONU. Al contrario, ésta dispone de
otros recursos muy efectivos para protegerlos, entre ellos la denuncia
sistemática y constante, la critica sostenida, etc., los que por su carácter
estigmatizante, desacreditan a los Estados que los infringen.

Por otra parte, el principio de la soberanía suele ser reconocido por los
Estados mismos en sus relaciones recíprocas. Recíentemente, unjuez penal
de un país A pidíó a las autoridades competentes de otro país B la
extradición de un ex-dictador, ya anciano, quien se hallaba en el país B en
tratamiento médico.La solicitud de extradición se fundaba en violaciones de
los derechos humanos, como desapariciones de opositores políticos a la
dictadura y otras. Dicbas violaciones habían sido denunciadas ante el
tribunal del mencionado juez por parientes de las víctimas. Las autoridades
del país B tan pronto recibíeron la solicitud del Juez de A, iniciaron la
tramitación del asunto empezando por la citación del mismo ex-dictador.
Poco despues, las autoridades respectivas de otro país C, al conocer eljuicio
que se estaba tramitando contra el ex-dictador, quien era ciudadano de
dicho pais e, intervinieron en el proceso y solicitaron a las autoridades de
B, la extradición, a su vez, del ex-dictador, invocando el principio de
soberania porque los presuntos delitos de que se le acusaba habían sido
perpetrados en su territorio y le correspondía a las autoridades de e, por tal
motivo, la jurisdicción en el asunto. En vista de esto, las autoridades del
país B, después de las verificaciones del caso, accedieron a la solicitud del
país e adonde extraditaron al procesado en virtud del principio de soberanía
que acabó por prevalecer sobre el de los derechos hmnaiios, cuyas
violacíones, por parte del ex- dictador, llegaron al extremo de derrocar a un
gobierno legalmente electo por la nación. En este caso, el país B al
extraditar al procesado a su país natal C, optó por el principio de soberanía,
esto es, por el mantenimiento de la paz entre las dos naciones, a 10 que se
añadió la consideración de un derecho humano como el de la ancianidad y
el delicado estado de salud del procesado. Se observa que el gobierno del
país A, el del juez interventor, declaró oficialmente que no intervendría en
el juicio de extradición.

Los dos casos que acaban de exponerse, el primero supuesto y el
segundo real, demuestran que las posibilidades de una intervención exitosa
del Derecho Penal Internacional en la defensa de los derechos humanos y en
la aplicación de sanciones a los Estados que los infringen son muy
reducidos si éstos invocan el principio de soberanía. No obstante, hay otros
recursos, de naturaleza preventiva, que cumplen un rol muy efectivo en la
defensa de esos derechos, como la crítíca y denuncia constante a las
violaciones (Amnistía Internacional, la Comisión de los Derechos Humanos
de la ONU, la Comisióu respectiva de la Organización de Estados
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Americanos (OEA), la Comisión Europea de Derechos Humanos, la Corte
Europea de Derechos Humanos, la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos, la Comisión Africana de Derechos Humanos y otras); la
formación de una conciencia entre niños y jóvenes acerca de esos derechos
y, sobre todo, la educación para la democracia, esto es, para la libertad, para
la igualdad (justicia social) y para la fraternidad (solidaridad), juntas, no
separadas, como las concibió la Revo!ución Francesa,

SUMMARY

This study enquires whether there is any real ineompatibility between
the principie ofsovereignty, whieh is reeognised in Article 2 ofthe United
Nations Charter, and a State's violation ofhuman rights within its own
borders, an issue whieh is alsoforeseen in the Charter. In the latter case,
should UNO intervene and apply sanetions against the State in question, an
aet whieh might represent a threat to peaee, or should it aet in aeeordanee
withArticle 1 ofthe Charter, whosefundamental ob}eet is the maintenanee
of peaee between nations? Before addressing this question, the author
defines the principies ofsovereignty, ofthe State, ofhuman rights and of
government and differentiates how this last differsfrom the definition ofthe
State. One contrast Jies in the faet that the State is permanent, while any
governmenl is transitory; also, the Slate is a}uridieal and politieal genus,
whereas each government has its ownform and species. Next, he identifies
three calegories ofgovernment; tyrannical, dictatorial and demoeratie and
glanees baek at thefirst two ofthese in Latin Ameriea and Europe in the
eourse ofthe 21/' century. Next, he examines more closely the appropriate
role lar UNO in the rea/m ofhuman rights violations and concludes tha!
this is reslrieted and reduced, sinee 1, on the one hand UNO recognises the
fundamental importance ofhuman rights, it is prevented on the other hand
fi'om exertingforce lo slop the violations, given that its overriding ob}ective
has lo be ¡he maintenance ofpeaee. The Author therefore concludes that
Article 2, which recognises the principIe o[sovereignty is subordinate to
Article J which proclaims that peaee is UNO'sfundamental ob}ective, and
that, when a State violates human rights, UNO must, with very few
exceptions, abide by Article J ofthe Charter, concerning maintenance of
peaee, which is ils primary ob}ective. Finally, mention is made ofother
measures available to UNO and lO a number ofcompetent institutions in
the proteetion of human rights and the prevention of their violation,
identifying the democratie system ofgovernment as the mos! suitablefor the
development and well-being offuture generations.
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RÉSUMÉ

Dans cette étude l'Auteur s'interroga s'il existe une opposition réelle
entre le principe de souveraineté reconnu par l'ONU a l'artiele 2 de sa
Charte et la violation loeale des droits de I'homme par un Etat, violation
également prévue par la Charte. Dans ce demier cas, l'ONU doit-elle
intervenir et appliquer des sanctions contre l'Etat commettant cette
infraction, ce qui serait une menace contre la paix, ou doit-elle se comporter
conformément al'artiele 1 de la Charte dont I'objectif fondamental est de
maintenir la paix entre les nations?

Avant de répondre a cette question, l'anteur définit ce que sont le
principe de souveraineté, l'Etat, les droits de l'homme, le gouvernement. Il
indique en quoi se différencie celui de l'Etat. Une des différences consiste
dans le fait que I'Etat est permanent alors que le gouvernement est
transiloire. Autre différence, l'Elat est un genre juridique el politique alors
que le gouvemement représente une espéce ouune forme du gouvernement.
De plus, il elasse les gouvemements en trois ealégories - gouvernements
tyranniques, gouvemements diclaloriaux et gouvemements démocratiques ­
non sans jeter un coup d'ceil historique sur les deux premíers dans le
XXéme siéele en Amérique Latine et en Europe. Par la suite, le rapport
détennine de plus pn\s le role qui incombe al'ONU en matiére de violation
des droits de I'homme et en arrive ala conclusion que ce role est limité,
paree que si d'une part les Nations Unies reconnaissent l'importance
fondamentale de ces droits, de rautre, elles sont empechées d'intervenir par
la force sans les trahir du fait que leur objectifprimordial est le maintien de
la paix. Il en découle que I'article 2, qui reconnaít le principe de
souveraineté est subordonné al'article l qni déclare la paix comme étant
Pobjectíf fondameníal de l'üNU et également, quIen cas de violation des
droits de l'homme par un Etat, sauf de rares exceptions, il faut s'en tenir á
Particle 1 de la Charte concernant le maintien de la paix qui reste son
objectif primordial.

Enfin, i1 est fait mention d'antres ressources dont disposent rONU et un
certain nombre d'institutions qualifiées dans la défense des droits de
l'homme et dans la prévention de ses violations ainsi que du systéme
démocratique de gouvemement comme étant le plus approprié pour le
développement et pour le bien-etre des générations futures.
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La tbérapie génique a l'aune européenne'

par

MYRIAM BLUMBERG-MOKRI
Docteur en Droit

Avocat ala Cour d'Appel de Paris (France)

A la suite de la tres récente - mais encore incomplete - publication
de la carte du génome humain,' il faut s'attendre dans les trente
prochaines années il un véritable emballement de la recherche
scientifique re!ayé par un développement exponentiel de nouveaux
traitements fondés sur les données du génie génétique et de la thérapie

" ,ge111que.-
Dans un contexte global de développement du marché de la santé il

I'échelle planétaire, il est intéressant de noter qu'au niveau régional de
l'Europe une réfiexion juridique sur les conséquences du développement
du génie génétique avait été entamée des les années 1970. C'est ainsi
que la démarche normative en la matiere a été inaugurée en 1978 par
l'Assemblée Parlementaire du Conseil de l'Europe il travers une
Proposition de Recommandation portant sur la manipulation génétique.3

Mais müourd'hlli, en raison de la nature meme des qllestionnements
liés il la mise en place des thérapies géniqlles il propos desqllelles se
croisent impératifs de politique inciustrielle et exigence éthique, le débat
normatif concerne aussi bien l'ElIrope dll Marché commun et de I'Union
européenne que le Conseil de l'Europe. De "1'Europe des A1archands a
celle des droits de l'homme", les altentes comme les inquiétndes
apparaissent en ce d01naine tres proches.4

Cet article a fait ¡'objet d'uoe précédente publication dans la revue Europe, No. 6,
juin 2001, Editions Juris-ClasseuL
Science magazfne, vol. 291, No_ 5507,16 fév. 2001; Nature, No. 409, 15 fév. 2001.
C. TACONNET, Avec le génome, le public prend sa revanche, L'Usine Nouvelle, No.
2766,15/21 fév. 2001, pp.40/41.
Rec. relative aux recherches sur les ADN hybrides (manipulation des genes),
présentée par M. HUGOSSON, 28 avr. 1978, Doc. 4173.
M. DELMAS-MARTY, (1992), Europe du marché, Europe des droits de l'homme, in
"Vers un anti-destin? Patrimoine génétique et droits de l'humanité", dir. F.GROS,
G.HUBER, Parls, éd. üJAcoB, pp. 4l4-415.
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Prélim;na;res

Un gene se compose d'une séquence déterminée d'unités d'ADN
(aclde désoxyribonucléique), chacune de ses séquences codant pour la
production des nombreuses protéines essentielles it la vie, mais
également it eelles liées it une maladie. Les genes bumains sont portés
par 23 paires de chromosomes présents dans chaque cellule somatique
de I'espece humaine. En revanche dans une cellule germinale ­
spermatozoIde et ovocyte - chaque chromosome est présent en un senl
exemplaire. Ainsi, des la fécondation d'un embryon humain, les jeux de
chromosomes du pere et de la mere se combineront pour former it
nouveau les paires chromosomiques constitutives du noyau de chaque
cellule d'un individu et assurant la contribution au capital génétique de
la génération suivante. L'ADN combiné de chacun d'entre nous
comporte des lors des mutations, signe de notre unicité, mais
responsable, le cas échéant, d'une perturbation de l'activité biologique
nonnale, autrement dit d'une maladie génétique. D'ou la recherche d'une
correction génique appropriée activement explorée par d'importants
laboratoires pharmaceutiques.

Techniquement, la thérapie génique consiste en l'introduction d'un
gene sain dans le génome humain il l'aide d'un vecteur viral dans le but
d'llne prise en charge des fonctions non assumées par le gene déficient et
il traiter. Celte nouvelle forme de thérapie par le gime peut s'exercer
schématiquement de deux fayons.

Soit elle n'affecte que les seules cellllles corporelles d'un individu - a
I'exception des cellules servant il transmettre la vie - on parlera dans ce
cas de "thérapie génique somatique". Des lors, les modifications
génétíques qui s'ensuivront ne devront concemer que ce seul patien!.
Trols voles permettent d'aboutir ill'introduction du "gene-médicament"
dans la cellule-cible. Il s'agit d'abord de la "thérapie géniqlle ex vivo" par
lnjection du vecteur viral sur une cellule prélevée sur le patient puis
réintroduite. Il s'agit ensuite de la "thérapie génique in si/u" dont l'objet
est de placer directement le vecteur dans le tlssu cible. Il s'agit enfin de
la llthérapie génique in vivon c'est-a-dire par ü-uection du vecteur dans le
sang puis atteinte des cellules cibles.'

Soit, elle suppose un traitement plus "conquérant" lui-meme lié il
deux techniques différentes, l'une supposant l'lntervention sur le génome

F. SERUSCLAT, Génomique et informatique: l'impact sur les thérapies el sur
¡'industrie pharmaceutique, Rapp. Office Parlementaire d'Evaluation des Choix
Scientifiques et Technologiques, Ass. Nat. No. 1871, Sénat No. 20,15 oct. 1999,
pp.S6-S7.
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au niveau des gametes humains en maturation, spermatozolde ou
ovocyte,6 l'autre il uu stade tres précoce du développement d'un embryon
humain, avant la premiere division cellulaire.7 Il s'agit cette fois de la
"thérapie génique germinale ". La premiere méthode de thérapie génique
germinale entmine une transmission de la modification des genes qu'elle
a opérée de génération en génération, tandis que par la seconde, le gene
étranger intégré se retrouvera dans toutes ¡es ceHuies du futur individu,
y compris dans ses cellules reproductives.
Appréhendant les différents traitements par le gene, les instances
européennes en ont appelé il la mise en ceuvre d'une thérapie génique
sous condition lorsqu'elle est somatique (1) et sous restríction lorsqu'elle
est germinale (lI).

1 - La thérapie génique somatique sous coudition

Pour les instances européennes, il est clair que si la médecíne de
demain se doit d'intégrer la génomique, elle ne peut le faire qu'il
certaines conditions. En tant que nouvelle forme de traitemenl
lhérapeutique elle doit elre encadrée en vertu des prescriptions du
Conseil de l'Europe (A). En tant que formidable promesse de croissance
et de compélitivité communautaires, elle n'en reste pas moins sous
surveillance (B).

A) Le Canseil de l'Europe: vers un encodrement de ['utilisation de la
thérapie génique somatique par le biais de l'établissement d'une
liste des pathologies eoncernées et ['exigenee du consentement des
patients.

Dans la perspective de limiler les recours inconsidérés il cette forme
de lhérapie des cellules humaines, les Membres de l'Assemblée
Parlementaire du Conseil de l'Europe - donl la mission esl consultalive
- ont recommandé en 1982 au Comité des Ministres européens de
prévoir I'élablissemenl d'une lisIe des maladíes graves entranl dans les
'J~--.l;~~ ...;~.~,.., d" +""~+ol~e· ... t n<>r thÁrani"" rlp>:, gp.np>:, g1 lUl\,.Ql.lVU.:') U uan H HL p LH,,", P"" _ .

L. M. HOUDEBINE, (1996), Le génie génétique de I'animal a I'homme, París,
Flammarion, col!. Dominas, p.61 .
.r. F. MATTEI, (1992), Ethique et génétique médicale, in "Vers un anti-destin?
Patrimoine génétique et droits de l'humanité", dir. F.GROS, G.HUBER, Paris, O.
.1 ACOB. p.84.
Conseil de ['Europe, Ass. Parl., Rec. 934 (1982) relative al'ingénierie génétique, 26
.ianv. 1982, pt 4.ív; pt 7.c ..
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Si la prudence parlementaire est it saluer, il n'en reste pas moins
qu'une teJle nomenelature des pathologies pourrait donner lieu it
I'adoption d'un "profil génétique" coutraignant un individu atteint - ou
dont la disposition et la susceptibilité génétiques seraient reconnues et...
divulguées - it se soumettre it la thérapie génique somatique sous peine
d'éventueJles discriminations, uotamment it l'occasion de contrats de
travail OH d1assurance.

En ce sens, la Convention sur les droits de l'homme et !a
biomédecine d'Oviedo du 4 avril 1997 - dont la signature engage les
Etats Parties - a expressément affirmé d'une part que toute personne a
droit au respect de sa vie privée s'agissant des informations relatives it sa
santé (art. la CDHB) et d'autre part que toute discrimination it l'encontre
d'une personne en raison de son patrimoine génétique était interdite (art.
11 CDHB - Pour tenter de verrouiller tout mésusage lié aux tests
génétiques, il est encore prévu de n'y recourir qu'a des fins médicales ou
de recherche médicale et sous réserve d'un conseil génétique approprié
(art. 12 CDHB)). Des lors, un refus d'emploi pour cause de données
génétiques insatisfaisantes serait susceptible de soumission it la Cour
européenne des droits de I'homme sur le foudement combiné des artieles
10 et 11 de la Convention sur les droits de l'homme et la biomédecine
d'une part et du droit au respect de la vie privée énoncé par I'artiele 8
alinéa 1er de la Convention européenne des droits de l'homme et de la
jouissance - garantie par sou artiele 14 - des droits fondamentaux sans
aucune distinction fondée sur le sexe; la raee, la couleur~ la naissance OH

autre situation. La CEDH a eu l'occasion d'affirmer son attachement au
respect du caractere contidentiel des informations sur la santé. Il
constitue non seulement un principe essentiel du systeme juridique de
toutes les parties contractuelles a la CESDH, mais iI es! également
capital pour protéger la vie privée des malades et pour préserver leur
confiance dans le corps médieal et les services de santé en général
(CEDH af]: Z el Finlande, 25 janv. 1997).

De son cóté, le Comité des Ministres du Conseil de l'Europe - dont
les Recommandations ont valeur purement incitative - a insisté, des le
début des années 1990, sur l'importanee d'un conseii génétique médicaí
non direetif qui privilégierait le consentement libre et éelairé aux soins.
Dans celle perspective, I'instanee intergouvernementale du Conseil de
I'Europe a affirmé qu'en matiere de tests génétiques effectués it des fins
médicales - ces tests visant it diagnostiquer et classer les maladies
génétiques, identifier les porteurs sains d'un gene défectueux afin de les
avertir du risque de transmission it leur enfant, ou encore détecter une
maladie génétique avant constatation elinique des symptómes - aucune
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condition ne devait etre liée it l'acceptation on it la soumission it ceux-ci
en particulier aucune condition préalable concemant d'éventuels choix
personnels (Rec. n.R(92)3 du Comité des Ministres a:ux Etats membres
sur les tests et le dépistage génétiques a des fins médicales, 10 fév.
1992). Le Comité des Ministres a conclu it la nécessité de garantir des
législations nationales et des pratiques administratives ne contraignant
ni a accepter ni a refuser les dépistages génétiques. A ce titre, les
gouvernements des Etats membres du Conseil de l'Europe devront
s'assurer non seulement qu'ancune prestation d'assurance médicale ni
qu'aucune prestation sociale ne soit assortie it une quelconque obligation
de se soumettre a des tests génétiques (Rec. n. R(90) 16 du Comité des
j\1inistres aux Etats membres sur le dépistage génétique anténatal, le
diagnostic génétique anténatal et le conseil génétique y relatif, 21 juin
1990) mais encore qn'aucune condition discriminatoire concernant les
patients - selon qu'ils sont demandeurs ou non demandeurs de tests
génétiques - ne soit imposée. 11 convient de noter que dans la mesure ou
de son c6té I'Dnion européenne respecte les droits de l'homme et les
libertés fondarnentales (art. 6 DE), la CJCE a été amenée it se prononcer
sur la protection de la vie privée garantie par l'article 8 CESDH : le refus
d'un candidat au recrutement de se soumettre it un test - en I'espece it un
test de dépistage de la maladie du sida - doit étre respecté dans sa
totalité sans qu'il soit permis par ailleurs de procéder it un test pouvant
aboutir au soup90n ou it la constatation de l'existence de la maladie dont
il ne voulait pas qu'elle soit connue.'

Sur ce point, il faut également rappeler que la Convention sur les
droits de I'hornrne et la biornédecine dn Conseil de l'Europe a entendu
garantir le droit d'une personne it connaitre toute infonnation recueillie
sur sa santé rnais égalernent le respect de sa volonté de ne pas en etre
informée (art.1O).

B) L 'Union européenne: la thérapie génique somatique pen;ue comme
un traitement prometteur... asurveiller

La thérapie génique a été identifiée par les autorités de I'Union
européenne comme 1m des poles d!activité partlculierernent prometteur
al! sein des biotechnologies, eiles-rnémes reconnues comrne
technologie-c1é de la compétitivité en matiere de Recherche &
Développernent et de déploiement de l'lndustrie au sein de l'Union. 1O

10
c.rCE, x c. Com, 5 oc1. 1994, aff. C-404/92, Rec. p.I-4737, §23.
Commission, La biotechnologie et le Livre blanc sur la croissance, la compétitivité
el l'empioi, Communication au Conseil, au PE et au CES, 1994.
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Le Traité institllant la Communauté européenne prévoit qu'en matiere
de santé humaine, la politique communautaire se doit d'assurer un
niveau élevé de protection en tenant compte de tonte nouvelle évolution
basée sur des faits scientifiques (art.95 § 3 et 152 C.E.). Pour les
instances communantaires, le développement responsable et durable des
applications liées aux nouvelles techniques de traitement par thérapie
génique suppose de tenir compte des questionnements d'ordre éthique. n
est done nécessaire de renforcer la protection des droits fondamentaux a
la Inmiere des développements scientifiques et technologiquesI1

DlI point de vlle des experts du Groupe de Conseillers pour l'Ethique
de la Biotechnologie de la Commission européenne, le GCEB, (dont le
mondat étant arrivé a échéance le 31 déc. 1997 avait laissé place au
Groupe Européen d'Ethique des Sciences et des Nouvelles Technologies
(GEE)), la thérapie génique somatique semble représenter une voie
prometteuse pour soulager et guérir non seulement les maladies connues
eomme étant d'origine génétique, mais également le cancer ou le sida.
Mais compte tenu des incerlitudes liées aux traitements actuels, les
experls ont propasé de limiter le traitement génique aux maladies les
plus graves et seulernent si aucune autre voie thérapeutique n'est
possible. 12

De leur coté, si les Députés européens ont vu assez tot dans le
transfert d'un gene vers une cellule somatique une forme de thérapie
parfaitement défendable, l3 ils ont toutefois préconisé le consentement
libre et éc1airé du patien!. La récente Charle des Droits fondamentaux de
rl.Jnjon européenne est venue consacrer ce souhait en prévoyant, au titre
du droit a l'intégrité de la personne, le respect du consentement libre,
éclairé du patient selon les modalités légales (art.3).

Cette Résolution parlementaire de 1989 suggere l'adoption d'un
catalogue tres précis - soumis il réglementation juridique - de maladies
mais faut en évitant que de simples "déviations par rapport aune norme
génétique" soient médicalement répertoriées comme pathologiques. En
ce sens, une Commission du Parlement européen avait émis l'idée
d'inscrire dans la Convention du Conseil de l'Europe sur les droits de
Phomme et la biomédeeine du 4 avril 1997 une disposition invitant les
lois nationales il interdire tout test génétique présenté comme permettant

"
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de prévoir des caractéristiques comportementales telles que...
I'intelligence, I'orientation sexuelle ou des tendances criminelles. 14

II - La thérapie géniqne germinale sons restriction

Si la thérapie génique germinale n'en est encore réellement qu'a ses
balhutiements, les prises de positíon juridique a I'échelle enropéenne ont
d'ores et déja balisé son expansiono Pour le Conseil de rEurope, le
développement de cette biotechnologie trés poussée doit etre limité par
le risque d'atteinte a l'intégrité de I'espece humaine (A). Pour l'Europe du
Marché Unique, I'altératíon héréditaire du génome bumain, consécutive
a la modification germinale, est a proscrire de la recherche comme du
brevet (B).

A) Le canseil de l'Eurape: le drait al'intégrité du patrimaine génétique
de l'humanité camme limite ala thérapie génique germinale
Dans le cadre du Conseil de rEurope, les conséquences liées a la

mise au point de la thérapie génique germinale ont SUltOUt été examinées
atravers la question de la transmission des modifications dn patrimoine
génétíque de génératíon en génération. Alertée, l'Assemblée
Parlementaire du Conseil de l'Europe, tout en affirmant que le droit a
I'intégrité du patrimoine génétique ne devait nullement s'opposer a la
mise en place d'applications thérapeutiques issues de ringénierie
génétique, avait proposé d1inscrire dans la Convention Européenne des
droits de I'homllle le droit d'hériter des caractéristiques génétiques
n'ayant subi aueune lllanipulation. 15 JI reste a déplorer que cette
proposition n'ait pas été retenue, ce qui aurait eu pour avantage d'attraire
ee droit fondamental dans le champs des dispositions dont la violation
est soumise au controle de la Cour européenne des droits de l'homme de
Strasbourg.

Toujours a régard de la thérapie génique genninale, les instances du
Conseii de l'Europe ont bien évidemment été alllenées a poser la
question de l'adhésion du patient al'aete thérapeutique germinaL Car} en
effet, si le principe de la dignité de rbomme rend la personne inviolable,
le principe du consentelllent libre et éclairé aux soins révele bien cette
inviolabilité. 16 Cest la raison pour laquelle, I'artiele 5 de la Convention

i5

Rapport, Commission juridique et des droits des citoyens, 7 juin 1996, Rapp. SErpa
PELTTARI, Doc. A-4~O190/96/partie A-PE215.245/déf/A (proposition non retenue).
Ree. 934 (1982), préc..
M.T. MEULDERS~KLEfN, Biomédecine, famille & droits de I'hornme: une méme
éthique pour tous ? RTDH, 1 juill. 2000, No.43, p.433.
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sur les droits de l'homme et la hiomédecine du avril énonce qu'en
matiere de santé nne intervention ne sanrait avoir lieu sans le
consentement libre et éclairé de la personne concernée. Or, dans le cas
d'une thérapie germinale exercée au stade embryonnaire, voire méme a
celui des gametes servant aféconder l'ceuf humain, la question reste tres
problématique. Par définition, l'individu génétiquement traité n'aura pas
été en mesure d'y apporter son consentement pas plus que les individus
ayant acquis par transmission génétique la modification engendrée par le
traitell1ent initial.

La Convention d'Oviedo retient qu'une intervention ayant pour objet
de 1I10difier le génome humain ne peut étre entreprise que pour des
raisons préventives, diagnostiques ou thérapeutiqnes et seulement si elle
n'a pas pour but d'introduire une modification dans le génome de la
descendance (ayt.13 CDHB). 11 semble que par ces termes, la
Convention interdise les modifications génétiques de gametes humains
destinés a la fécondation sans neutraliser pour autant la recherche
effectuée in vitro sur des sperll1atozoIdes et ovules non destinés a la
reproduction. Tout en affinnant le principe de la liberté de la recherche,
le "législateur" européen a voulu éviter que les modifications du génome
humain n'ahoutissent a produire des individus ou des groupes dotés de
caractéristiques particulieres et de qualités souhaitées." Mais, dans certe
hypothese, la distance serait alors abolie entre thérapie et lI1anipulation
génétiques.

B) L'Union européenne: de la recherche au brevet, des tentatives pour
maítriser les efiets secondaires de la thérapie génique germinale

En I'état actuel des connaissm1ces concernm1t I'intrusion technique
dans le génome hUll1ain et la trm1sll1ission des 1I10difications par celle
des caracteres acquis, l'inquiétnde porte sur les conséquences réelles ou
supposées de 1I10dification de I'hérédité génétique.

Le Parlement européen et le Conseil de l'Union européenne ont opté
pour des Prograll1me-cadre de Recherche & Développement excluant les
activités de recherche destinées a modifier le patrimoine génétique
dletres humains par altération des ceHules germinales Ol! au stade
ell1bryonnaire et qui tendraient a une altération héréditaire du matériau
génétique hurnail1. J8

18
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II revient, en ee sens, a la Commission européenne d'appréeier
annueIlement la eonfonnité au respeet des principes éthiques
fondamentaux des reeherehes finaneées par ¡'Union européenne et
menées au titre du Seme Programme-eadre (1998-2002).

La reeherehe en thérapie génique doit pouvoir conduire aen protéger
le produit au moyen de brevets. En effet, le brevet est un stimulant de la
recherche médicale et pharmaceutique en ce quIn pennet une
compensation des efforts' et des investissements {ourni~.19 Mais la
brevetabi lité du génome humain ne va pas de soi. Cetre question fait
I'objet, au niveau communautaire, de la Directive 98/44/CE du 6 juillet
1998 relative a la protection juridique des inventions
biotechnologiques.20 Pour I'heure, et en dépit de son délai de
transposition au 30 juillet 2000, cetre Directive n'a toujours pas été
intégrée au droit national. Ce dé1ai de transposition par les Etats
Membres étant obJigatoire, son inobservation pourrait donner lieu a la
"procédure en manquement ll soit a I'initiative de la Commission
européenne (arl.226 C.E.) soit a eelle d'un autre Etat Membre (arl.227
CE). En otltre, le droit communautaire ayant un effet direct en droit
interne, un "particulier'\ et sous certaines conditions, pourrait se
prévaloir des dispositions communautaires devant le jnge national.'1

Sous I'empire de la Convention de Munich du S octobre 1973, les
théories scientifiques, les présentations d'informations ainsi que les
procédés de traitement thérapeutique du corps humain sont exclus de la
brevetabilité car non susceptibles d'application industrielle. La
brevetabilité ne peut davantage concerner la découverte de séquences
génétiques en tant que telles. Elle peut seulement porter sur les
applications pratiqlles de cetre découverte, autrement dit, sur une
invention, comprise comme la valeur ajoutée au matériau génétique par
I'intervention technique humaine. Néanmoins en 1994, l'Omee
Européen des Brevets a maintenu un brevet portant sur l'isolement et la
caractérisation d'un fragment d'ADN codant pour une protéine humaine
(la Relaxine H2)22

A rissue d'uD parcours législatií de dix années, ia Directive du ó
juillet 1998 affirme toujours dans le meme esprit que la simple
décollverte d'un des éléments du corps humain y compris la séquenee ­
[(¡t-elle partielle - d'un gene ne peut donner Jieu á brevet en ce qu'elle ne

20
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GCEB, Avis No. 8 sur les aspects éthiques de la brevetabilité des inventions portant
sur des éJéments d'origine humaine, 25 sept 1996, Rapp. G.HOTTOIS, D.MIETH.
.roCE. No. 1.213, 30juill. 1998. p.l3.
CJCE. BECKER, 19janv 1982, aff8/81. Ree. p.S3.
OEB, Divisíon de I'opposition, 8 décembre 1994, J.C.GALLOUX, n. s/arrét, DALLOZ,
(1996). J. p. 44.
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constitue pas une "invention brevetable" (art.5§1). Reste qu'un "élément
isolé du corps humain ou autrement produit par un procédé technique, y
compris la séquence ou la séquence partielle d'un gime peut constituer
une invention brevetable, meme si la structure de cet élément est
identique a celle d'un élément naturel" (art.5§2).

La Directive 98/44/CE a cependant apporté une restriction a la
brevetabilité sous la forme d'une exigence éthique c1airement exprimée.
Cette derniere est transcrite par les termes de son artic1e 6 qui énonce
que les inventions dont I'exploitation commerciale serait contraire a
l'ordre public et aux bonnes mceurs sont exc1ues de la brevetabilité. Si
cette restriction reste somme toute c1assique en matiere de brevetabilité,
l'originalité tient dans la précision apportée. En effet, il est expressément
énoncé qu'a ce titre les procédés de modification de I'identité génétique
germinale de I'etre humain ne peuvent faire I'objet d'une exploitation
commerciale (art.6§2b).

Les retombées de ce texte communautaire - non transposé en droit
national malgré la date butoir du 30 juillet 2000 - devront a l'avenir
retenir toute l'attention, si, comme on peut certainement le souhaiter, les
genes deviennent la voie royale pour découvrir des médicaments.23 n
convient en ce sens d'observer les regles du jeu de la génomique et de
ses applications industrielles, en gardant a I'esprit, qu'en dépit des
espoirs énormes nés de la thérapie génique, cette forme de traitement ne
doit etre victime ni d'espoirs excessifs, ni de craintes injustifiées.24

SUMMARY

lntraduction: The gename is nowadays subject ta several therapeutic
app/ieatians known as gene therapy whieh is traditional/y divided into
somatie gene therapy (eoneerns only human body cel/s exeept
reproduetive eel/s) and germ /ine gene therapy. Germ /ine therapy
eomprises two proeesses: applying the genetie correction to a
fecundated egg (modification ofal/ the individual's cel/s) and modifYing
gene information contained in human gametes so that there will be
footprints o[ gene modification in fol/owing generations. Therefore it
raises ethical issues regarding human dignity.

Gene therapy is also at the heart of the production of
biotechnologies and biotechnological products. lt is therefore the

23

24

50

SYNTHELABO, "Une nouvelle stratégie de recherche", Rapport parlementaire, F.
SERUSCLAT; préc..
GCEB, A vis No. 4 sur les aspects éthiques de la thérapie génique, préc., §1.8.



« interface)} malter between economie strategy and Human Rights
which are the roots of the Council ofEurope accomplishments. The EU
was original/y built on single market integration but has also
progressively incorporated fundamental rights as stated in the Human
Rights convention, in its case-law, treaties and recently in the Charter
ol Fundamental rights of Deeember 2000. Whereas European
legislators provide safeguards 10 the use of germ /ine gene therapy
because of the risks ol tran~formation of the human genome (Jl),
somatie gene therapy raises different ethieal issues (l).
J- The ethical aspects ofthe app/ication ofsomatic gene therapy

Consideration of the economic implications of somatic gene
therapy: As it is one of the most promising way to cure or prevent a
growing number ofgenetie and acquired diseases, it represents both a
huge opportunity and a huge progress in the Health field 25 However, it
is a malter that has to be carejUl/y monitored

The proposal jor a restricted list ofdiseases by the EU Parliamenr6

tends to avoid the risk ofextended use of the somatic gene therapy, the
Par/iament and the Commission have also emphasised the principie of
non discriminatían andprivacy.

The requirement for a free and informed consent is stated in the
Convention on Human Rights (Oviedo, 4 April1997), the Commiltee of
Ministers of the Council al Europe, the resolution of 1989 of the
European Union, and the Charter of Fundamental Rights of the
European Union ofDecember 2000.
JJ- The ethical aspects olthe application ofgerm /ine gene therapy
Both the Council of Europe and the EU condemn the modlfication
process: the Parliamentary Assembly of the Council of Europe had
suggested to insert in the European Convention of Human Rights the
right to inherit non manipulated genetie characteristics. The Convention
on Human Rights and Biomedecine states the right to modify the human
genome only for therapeutic purposes. Jt also states the principIe of
freedom of research but it is framed by the guaranty of dignity and
identity al the human beings. EU Law prohibits any modiJ1cation of the
genome by germ fine therapy. TIle European Commission excludes non
ethieal research from its fundings and Directive 98/44 states that patent
law must respect the dignity and integrity of human beings.
J\ifodijications of the germ line identity are considered contrary to the
"Ordre Public". The Group ofAdvisers on the Ethical Applications of

25
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For instance, the Directive 98/44 of 6 July 1998 stresses the increasing importance
oí genetic engineering in Research Industry.
Recommendation ethicaJ andjuridical issues about genetic manipulation of 1989.
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Biotechnology to the European Commission agrees on the patentability
of inventions on living malters but refuses it for non-therapeutic
purposes. As regard to the sanetions, EU Law is strieter than the
Europe ofHuman Rights proposing criminal sanetions.

RESUMEN

Introducción: El genoma se emplea hoy en dia en varias prácticas
terapéuticas denominadas terapias génicas qne tradicionalmente
comprenden tanto la terapia génica somática (se lleva a cabo en células
humanas excepto células reproductoras) como la terapia génica en
células de la línea germinaL La terapia en células de la línea germinal
abarca dos procesos: la corrección génica de un huevo fecundado
(modificación de todas las células del individuo) y la modificación de la
información génica contenida en los gametos humanos de forma que
queden las huellas de la modificación génica en las generaciones
posteriores. Por consiguiente se plantean problemas éticos con respecto
a la dignidad humana.

La terapia génica es también el elemento fundamental para la
producción de biotecnologias y prodnctos biotecnológicos. Es por
consiguiente la "interfaz" entre la estrategia económica y los Derechos
Humanos que son la base de las actuaciones y logros del Consejo de
Europa. La Unión Europea, en su origen, se constituyó para la creación
del mercado único pero paulatinamente fue incorporando los derechos
fundamentales como consignados en la Convención sobre Derechos
Humanos, en sus precedentes, en los tratados y recientemente en la
Carta de los Derechos Fundamentales de Diciembre de 2000. Mientras
los legisladores europeos estipulan normas de salvaguardia sobre el uso
de la terapia génica germinal debido a los riesgos de transformación del
genoma humano (H), la terapia génica somática plantea otros problemas
éticos distintos (1).
1- Aspectos eticos de la practica de la terapia genica somatica

Hay que tomar en cuenta las consecuencias económicas de la terapia
génica somática. Puesto que es una de las prácticas más prometedoras
para curar o prevenir un numero cada vez mayor de enfermedades
genéticas o adquirirlas, es a ia vez una oportunidad y un enonne avance
en el ámbito de la Salud.27 Sin embargo, es un tema que se debe vigilar
con atención.

27

52

Por ejemplo, la Directiva 98/44 de 6 de julio de 1998 destaca la importancia cada
vez mayor de la ingenieria genética para la Industria de la Investigación.



La propuesta de una lista restringida de enfermedades del
Parlamento Europeo" tiene como objetivo evitar el riesgo que se
extienda el uso de la terapia génica somática; además el Parlamento y la
Comisión han puesto de relieve el principio de la no discriminación y
de la confidencialidad.

Se ha establecido la necesidad de un consentimiento libre e
informado en la Convención sobre Derechos Humanos (Oviedo, 4 de
Abril de 1997), en el Consejo de Ministros del Consejo de Europa, eu la
resolución de 1989 de la Unión Europea y en la Carta de los Derechos
Fundamentales de la Unión Europea de Diciembre de 2000.
U-Los aspectos éticos de la práctica de la terapia génica germinal

El Consejo de Europa y la Unión Europea condenan los procesos de
modificación. La Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa
sugirió introducir en la Convención Europea de los Derechos Humanos,
el derecho a heredar características genéticas no modificadas. La
Convención sobre Derechos Humanos y Biomedicina estipula el
derecho a modificar el genoma humano sólo por razones terapéuticas.
Afirma el principio a la libertad de investigar pero lo enmarca en el
ámbito del respeto a la dignidad e identidad de los seres humanos. El
derecho comunitario prohibe toda modificación del genoma con terapia
génica germinal. La Comisión Europea no financia las investigaciones
no éticas y la Directiva 98/44 establece que la ley sobre patentes debe
respetar la dignidad e integridad de los seres humanos. Las
modificaciones de la ideutidad de la células de la línea germinal se
consideran en contra del "Orden Público". El grupo de Asesores sobre
las Prácticas Eticas Biotecnológicas de la Comisión Europea estableció
que se pueden patentar los inventos con substancias vivas pero
solamcnte los que ticnen finalidades éticas. Con respecto a las
sanciones, el Derecho Comunitario es más estricto que la Europa de los
Derechos Humanos puesto que propone sanciones penales.

Recomendación sobre los aspectos éticos y jurídicos de las modificaciones
genéticas de J989.
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Un nouvel ordre du droit

par
JOSEPH M. HAUSSLING
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membre du Canseil de directión de la SrDS

Le droit reflete la vie d'une époque. Il inspire les activités de ses
acteurs et leurs structures.

L'Europe moderne en est un exemple. Car deux aspects nouveaux ont
un impacte décisif sur le monde juridique d'aujourd'hui: au plan
politique, la naissance de l'Etat national et sa souveraineté et, pour
I'économie, le marché libre, inauguré par les navigations maritimes.

Deux ouvrages ont inspiré l'Etat moderne et ses actes, ainsi que la
nouvelIe réalité économique d'un commerce libre au niveau mondial.
Cest d'abord l'ouvrage de Jean Bodin Les six livres de la République
(París, 1583), pour tout ce qui concerne le concept de la souveraineté
des Etats; et plus tard le De Mare Libero de Hugo Grotius (1606, mais
tOttiours cité, a partir de l'édition de 1609, satis le nom de lvfare
Liberum), qui fonde la liberté de la navigation commerciale sur toutes
les mers.

Ces deux ouvrages décisifs ant inspiré les acteurs nouveaux quí out
marqué le nouvel ordre du Droit. Celui-ci s'exprime en particulier dans
tous les traités "de paix" qui marqueut la fin des différentes guerres, et
surtout de celIe des Trente Ans quí s'acheve avec les accords signés a
Münstcr et a Osnabrück en 1648. Le Mare Liberum et les réflexions
juridiques de Hugo Grotius découlent d'un arbitrage devant le Tribunal
de ia Prise (GU Captaíion) des Bateaux a Amsterda..-rn sur le cas de la
Santa Catariua, bartant pavilIon portugais, et capturé par les HolIandais.
Le meme Hugo Grotius integre ses conclusions juridiques sur le Mare
Liberum et sur le r61e des Etats dans I'ouvrage, qui accompagne par son
títre déja les activités des Etats belIigérants: De Jure Belli ac Pacis, libri

L'Auteur dédie le texte de cette Conférence, quí s'est tenue aj'occasion du 350 eme
anniversaire du Traité de Westphalie, a la chere mémoire de ADOLFO BERtA DI
ARGENTfNE.
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tres, in quibus jus naturae et gentium item juris publici praecipua
expliquantur (1625)1 Le reglement juridique des conflits entre les Etas
par les traités de paix constitue la matiere principale des rappocts
nouveaux entre les Etats et marque la fin d'une époque européenne
dominée par une "histoire de salut" vécue dans le Saint Empire Romain
Germanique. Nous trouvons encore, cote a cote, dans cet ouvrage de
Grotius le "jus naturaen

, le "jus gentium!! (Oil pIut6t "jus inter gentes")
et ces praecipua juris publici. Mais en approfondisant leur signification
dans les réflexions de Grotius et ses contemporains nous constatons
I'orientation vers une structure nouvelle du Droit public (ce qui devient
plus tard dans la tradition fran9aise le "Droit International Public")2

Grotius, qui reprend une tradition romaine pour son "jus gentium",
est encore peu clair dans sa distinction entre son "jus gentium" et le ''jus
naturae". Car, comme on lit dans les institutions de Gaius (1,1) "quod
vero naturalis ratio inter omnes homines constituit id apud omnes
populos peraeque custoditur vocaturque jus gentium, quasi quo jure
omnes gentes utuntur". Grotius retrouve chez tous les peuples
communélnent ce tlnaturalis ralio n pour fonder mieux "son" droit pour
la guerre et la paix. Le ''jus gentium" de la tradition romaine ne voyait
pas encare ce rapport interétatique en termes de droit, qui est pour nous
a l'origine de nos réflexions sur la codification juridique des rappocts
entre Etats nationaux. La souveraineté a fait de ceux-ci des "personnes
morales", pouvant agir comme telles. Et surtout, dans tous leurs actes
"juridiques" la souveraineté, selon Bodin, est une puissance absolue, et
ene est al'origine des lois de ces Etats souverains.3

Ces réflexions de Grotius sur le "droit des gens" sont
complémentaires de celles qui concernent le ''jus naturale". Le
"dictamen rectae rationis'" est pour lui la base indispensable pour son
''jus natura/e". Son 'Jus gentium'l est "quod gentium omnium aut

Lib. lIt cap. 6: § 16-19 du De Jure Be/li ac Pacis reprennent les pages 148-149 du
Mare Liberum de 1609.
Nous n'avons pas l'ambition de décrire ¡el le développement de ce "droit des gens",
devenu le Droit International Public pour mieux répondre au caractere normatif du
Droit. Mais notre interrogation sur les 16eme et 17eme siecles a pour objectif d'y
retrouver les racines de ce nouvel ordre, qu'il est impossible de séparer de la
complexité de la codification juridique des rapports entre les Etats nationaux; ces
Etats étaient devenus "souverains" pour tous leurs actes, surtout législatifs.
"Le point principal de majesté souveraine est puissance absolue", Badin,
RépubLique, 1, p. 142; plus clair encare "Sous cette méme puissance de donner et de
casser la lai sont compris tous les autres droits et marques de souverainetés" (1, 10,
p.223).
Grotius, De Jure Belli ac Pacis, pral. 1.
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multarum voluntate vim obligandi accepit". 5 On constate chez Grotius
une certaine indépendance du "jus gentium" par rapport au "jus
naturale"; car il suit ici les observations des Espagnols Francisco de
Vitoria et Fernando Vasquez. Deux aspects marquent it ses yeux la
différence entre le "jus naturale" et le "jus gentium": iI distingue ainsi
un 1)7..18 natura/e!! et un IJUS voluntarium" pour mieux signifier la vis
obligandi de ce deuxieme aspect d'un )us naturale" devenu "jus
gentium ll

• Cette llvis obligandj" se retrouve-t-eIle mieux dans le
"dictamen rationis'\ Oil clans un )us gentium voluntarium,,?6 Pour
passer it une "codification juridique des actes des belligérants", y
compris des activités des pouvoirs politiques, nous revendiquons
I'influence de ce "dictamen rationis", dont par1ait Grotius. II écrivait son
livre au milieu d'une guerre, dont il ne devait pas vivre la fin. Mais nous
avons sous les yeux les traités de Münster et d'Osnabrück, qui ont jeté
les bases fragiles d'un "dictamen rationis" pour la paix entre tous les
Etats belligérants, devenus des acteurs souverains! La paix dépendait
uniquement des contractants, de leur volonté de faire la paix en en fixant
les c1auses juridiques, de conserver la paix par un arbitrage prévu par
ces traités en cas de conflit et de la soumettre aux "normes
humanitaires'l dans le cas dlune future guerreo Ce "dictamen rationis"
inspire-t-il suffisamment I'ordre nouveau au Droit, sous la forme d'un
''jus gentium" devenu "Droit international public? La volonté étatique ne
devient-elle pas la source d'un nouvel ordre du Droit?"

Pour en revenir au moment historique qui s'organise autour de Jean
Bodin et d'Hugo Grotius, quelques observations peuvent aider a voir
plus c1air dans le droit de l'époque moderne, et it élre plus précis quant
au ''jus gentium" et it la complexité des Etats "souverains" devenus
créateurs de ce nouvel ordre juridique. Car Grotius connaissait les
réflexions de ses précurseurs en Espagne, surtout la réaction de
Francisco de Vitoria (1486 - 1546)7 it la découverte de l'Amérique par
Christophe Colombe et á ses conséquences juridiques pour l'Espagne.
Ses analyses sur les causes Gustes) d'une guerre juste préparaient sa
position sur le "jus gentium" et son rapport avec le ')us naturale". "Ex
jüre gentium quod vel est jus naturale ve! derivatur ex jure naturalill

•

explique Vitoria pour ajouter que ce ''jus gentiumn dérive sa lIforce
d'obliger" les Etats de leur intégration normale dans la "naturalis

Grotius, ibidem, 1,1,14, p. 7.
Grotius, ibidem, 1,1,14, p. 7. 2
FRANCISCO DE VITORIA, De lndis recenter inventis et de jure Hispanorum in
Barharos, refectiones 3 7 (I 539).
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societas el communicatio omnium hominum !l.8 Il ajoute que ce "jus
gentiuml! doit d'étre en vigueur au "consensus maioris partis totius
orbisl! ,9

Vitoria s'approche ainsi d'un "jus gentium" comme droit singulier
réglant les rapports entre des unités politiques: ses idées sont reprises
par Fernando Vasquez, qui distingue un ''jus gentium natura/e" d'un ''jus
gentium!! orienté vers un drolt positif. De ce droit positif dérive un 'Jus
gentium secundarium!1 pour "onmis principatus, regnum, imperium
jurisdictio" W Le troisiéme des penseurs espagnols qui a inf1uencé Hugo
Grotius dans certe question d'une conception nouvelle du Droit, est
Francisco Suarez. Celui-ci distingue strictement le ''jus natura/e" d'un
lljus gentium simpliciter ... humanum ac positivuni'"II Dlici al'idée d'un
"jus gentium voluntarium", ce que Gratius a com;u, est le pas décisif gui
permet de conduire a son terme cette évolution juridique dans le
domaine du ''jus gentium", pour définir les rapports réciproques des
Etats en Droit. La citation définitive devient alors: Le droit "inter
popu/os pIures aut popu/orum rectores", est le droit "sive moribus et
pacto tacito introductum" ,12

Gratius définit ce "jus gentium" en tant que ciroit "inter civitates aut
omnes aut p/erasque" pour préciser ensuite: ''jus gentium, id est quod
gentium omnium aut mu/tarum vo/untate vim obligandi accepit"13

Le "jus naturale" se sépare d'un "jus gentium volwttarium". elest
¡'origine d'un ordre nouveau du Droit, car les rapports des Etats entre
eux s'inscrivent dans ce ''jus gentium vo/untarium". Ces grands moments
de ¡rEurape des traités manifestent cet ordre nouveau du Droit. 14 La
définition que I'on trouve dans les lnstitutions de Gaius, qui parle de la
"naturalis ratio" qui !linter omnes homines constituit, id apud omnes
popu/os peraeque custoditur vocaturque jus gentium, quasi quo jure
omnes gentes utuntur!!15 est tres éloignée du "jus voluntarium'l qui est a

V1TORIA, ReLectiones 3,1, p. 97.
VITORIA, ibidem, 3, 4, p. 98. Albericus Gentilis, De iure Belli. 1, 1. 1598, opte
encare pour ¡'identité du "jus natúrale" et du "jus gentium".

III FERNANDO VASQUEZ, Contraversam iLLustrum libr¡ sex 2, 89. § 24f (Ed. Frankfurt.
1606),902.

11 FRANCISCO SUAImz, De legibus 2. 19,3 (1612).
12. Grotius, Dejure belli ac pacis, pro!.!.
13 Grotlus, ibidem, 1,1. 14, p. 7.
14 eL ABBE GABRIEL BONNO DE MABLY, Le Drait Public de l'Eurape fondé sur les

Traités, 1. Edition Geneve. 1 748. Scheuner, Ulrich, «Die groBen Friedensschlüsse
als Grundlage der europaischen Staatenordnung zwischen 1648 und 1815», in
Festschrift Max Braubach, 1964. S. 220f.

15 Grotius, ibidem, 1, 1
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I'origine des Etats souverains et de leurs traités réciproques. 16 Ce droit
des gens, le ''jus gentium", a accompagné tout au long de l'évolution
juridique de l'Europe l'émancipation des Etats modernes. II refiNe
toujours le risque d'une réduction de l'infiuence du Droit sur l'Etat, si un
ensemble intégré et intégrateur - l'Europe - ne devient pas une réalité
majeure et le dénominateur commun.

16 Münster et Osnabrück, 1648. Nimwegen 1678, Rikswik 1697, Utrecht et Rastatt
1713!J4. Aachen 1748, Hubertusburg 1763. Tes'chen 1779.
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l.lntroduction

The limils of logical proof in complicated phenomena are not always
discernible.' The unforeseen usually dominates, without having positive
characteristics so lhat its prediclion could be made2 The search of the
inilial cause ar believing in lhe saying "each happening has its reasan"
does not exclude the existence af 'abscnre', strange procednres3 (infinite
variatians wilhin a finite space).

No science can define Ol1r becoming anymore, that is lhe
reversibility4, non-reversibility, irreversibility, the probabilities, lhe
consislence itself of a syslem" Order, slability and certainties are
replaced by possibilities,6 and those in their turn by "distribution of
probability,,7

The speculation of a procednre in an indefinite future, in an
improbable wodd8 where infinite factors/ parameters enter secretly, is
nol an easy matter. Alternative solutions and possibilities, new

See E, MORfN (1982). Science avec Conscience, ed. Fayard, p. 310.
Scc 1. L LE MOlGNE, "L' ¡ntelligence de la Complexité", Université des N.U.,
Colloque 1984, Montpellier, La Documentation Franc;aise, 1986, p. 49.
See PAUL DAV1ES (1988), God and Modern Physics, (in Greek), ed. Catoptro, p. 81.
See B. GEKA (1999), "Social Order and Chaos", special ed. in Utopia Magazine, (in
Greek). vol. 33, p. 25.
See ILy A PRIGOGINE ~ lSABELLE STENGERS (1992), Entre fe temps et l' Eternité, ed.

Flarnmarion, p. 12.

See ILyAPRIGOGTNE (1996), La fin des certitudes - Temps¡ Chaos et fes Lois de fa
Nature, ed. Odilc Jacob, Paris, p. 13.
Op. cit., p. 37
See PRIGOGfNE STENGERS, Entre fe temps .... , op. cit., p. 29.
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connections between luck and necessity9 confute the old confidence
towards natural philosophers, who believed that "nothing occurs out of
11ICk, but everything happens out of necessity".lO The basic laws of
nature (and natural philosophy) failed to predict and analyze the
powerful interaction of complicated systems.', The world now acts with
lIncertainty and probability and therefore has become particularly
IIdangerous".J2

!lLaws", however, exist even beyond contingent behaviors. 13 Non­
balance leads to a new order. 14 Controlled instability and disorder can
produce positive results" by 'absorbing' ordemess from the
environluent. 16

The ostensibly contingent can (also) be deterministic.17 Complication
expresses a deceptive disorder, which hides an unknown to us al1d
codified aspect of order. 18 Continuity and non-continuity, luck and
organisation with the contrarieties and antagonisms they contain and the
(infinite?) elements which transmute and correlate oblige us to seek new
principIes for the engagement/ analysis of phenomena, based on the
principIe of complicated causality (with its reactions, complicity and its
d .. ) 19eVlatlons .

n. Chaos and Theory of Chaos

Cbaos2o describes a condition which, in its initial circumstances,
"instabilit,/' glided in, which in its turn increases tIle uncertainties of a

10

11

12

"
15

16

17

IS

20
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See EDWARD GRANT (1994), Natural Sciences ofthe Middle Ages, translation Z.
SARIKA, (in Greek), lntrod., KALFA~ P. DITSA, University ed. Crete, Herak.1io, p.
131.
Op. cit., p. 43.
See L. JIVLACHOU, "Why nature is complicated", (in Greek), To Vima, 23.1.2000.
See ILYA PRIGOGINE, "The arrow oftime", (in Greek), To Vima, 23.1.2000.
See AN. BOUNDI, "Complexity", (in Greek), Yo Vima, 8.12.1996.
See interview ILYAPRIGOGINE(to ALKIGALDADA), (in Greek), To Vima, 8.12.1996.
See V. PERISTERA, Complexity, Chaos and Adminisiration, in "Administration
Updating", (in Greek), vol. 16, January 2000, p. 23.
See P. DAVIES, op. cit., p. 127.

See E. BITSAKI, "Chaos, destructions and fractals: in a research on deterministic
reJation", speciaJ ed. Utopia Magazine, (in Greek), op. cit, p. 65.
See G. CHATZIKONSTANTINOU, In the bondage 01 an enmythed economic example,
ed. Hellenika Grammata, (in Greek), 1998, p. 141.
Op. cit., p. 146.
About Chaos in genera! see CHR. DOKOU, Signs and wonders in mythological
chaos, Ar. PANAGI, "The meaning ofChaos to William B1ake", specia1 ed. Diavazo,
vol. 409, July-August 2000, p. 1105., 1155. About medicaJlgenetic applications see



prediction.21 Since all systems are consisted of smaller systems that are
found in constant motion of "undulation", instability is always
powerful.21 On the other hand expectation, as a difference between
present and past, is impossible not to be taken into consideration23

Therefore, the withdrawal of the "general application" theories was
accompanied by the idea of self-organisation, where specific and
heterogeneous have a dominating position (replacing general and
homogeneous).24

In the absence of stabílity the principIes of minimal cease to exist
and fluctuations can lead to new aspects of orga.nisation.25 Order is
found in self-organisation and not in main mechanisms26 Dynamics of
connections/ correlations is expressed in terms of probability27 Prom
instability we go over to probability and from this to "irreversible", that
means the change/reversal ofthe terms of dynamics28

Although we don't aH see things the same way -- consequently to
lIsually consider ourselves logical and others illogical (or ambulant in
other scales of logic)29 - the theory of Chaos and CompIexity30 copes
with structure and behavior as products of interactive dynamics 31

Organised chaos, chaos of filling, has a dialectical connection with
order, it produces order because it includes structures of order32

23

24

25

16

27

18

19

30

31

N. KOUFALIOTI, The theory ol Chaos in living systems and Medicine; CHR.
G1APITZAKI, "Life development: Genetics meets the theory of Chaos", in Diavazo
Mag., op. cit., p. 120s., 1245. For the applications in the 3rt fieldsee EMM.
ARETOULAKI, The literary kind 01 ji-actais; E. CHATZIARGIRIOU, Accamplished
future; Or. ZOUNI, Order and Chaos, K. TRIANDAFILOU, e + "Chaos, The lioe of
¡¡ghtning", in Diavazo mag., (in Greek), op. cit., p. BIs., 135s., 1385., 1405.
See "The dangerous fluttering af the butterfly", To Vima, Le Monde, 10.9.2000. ­
Comp. ROB. LITTLE(1999), Siberia's butterjIy, (in Greek), ed. A1exandria.
See G. VOKOU, "A world without a center", (in Greek), To Vima, 8.12.1998.
See lLYA PRIGOG!NE. "Time and laws of the Cosmos", (in Greek), To Vima,
8.2.1998.
See 1. TSOUKALA, "Nature and Life", (in Greek), ro Vima, 8.2.1998.
See lOANNI ADONIOU, Presentation of llya Prigogine' s book, "The end of
cert::lÍnty"_, (in Greek), ro Vima, 7.2.1998.
See ILYA PRIGOGlNE, Lojin... , op. cit., p. 83.
Op. cit.• p. 93, 122.
Comp. ILYA PRIGOGINE (1993), Le Lois du Chaos, éd. Flammarion, p. 19.
See Russ MARiON (1999), The Edge of Organisation - Chaos and Complexity
Theories offormal Social Systems, ed. Sage, p. 221.
See more in IVAR EKELAND'S (l996), Chaos, (Greek translation) ed. Dominas,
Athens. JAMES GLEICK (1990), Chaos - A new science (Greek translation), ed.
Catoptro.
See Russ MARION, op. cit., pg. 310.
See V. GEKA (1995), Social arder and Chaos, (in Greek), ed. Stahi, p. 30.
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Random behavior is not completely random.33 Unsteadiness,
difficulty to distinguish between cause and result, and unexpected
movement lead to an impossibility of predictionJ4 each time several
crucial parameters exceed sorne limit. Therefore, chaos and order
transform one another.35

Fractal, as a morsel or fragment, as a broken shape or fractional
separation,36 is the smal! cause that we overlook and provokes the
ltcontingent". Is it an intrinsic contingel1cy37 tbat probab!y determines
the order of events?38 Or are we dominated by an indistinct logic (fuzzy
logic) and have missed out on the 'edge' of interpretation of phenomena?

III. Chaos and Freedom of Choices

Just as philosophy is obliged to teach people how to live without
certainty (but without becoming helpless and inactive)/' that is how
Sociology concludes that "the complicated element of a system is the
fact that entirety means more than the total of days,,40 We don't possess
the whole when we just know its pieees4

! Structure and dependency
recommend the most eonveniel1t solutiol1.

Postmodern analysis of the theory of Chaos aims to acknowledge
crucial factors which lead the system to (greater) uncertainty and defines
which of the parameters of instability are aeceptable by the specific
society in its total.42 Absurdity of preferential instabilities, non­
conserved systems (dissipative), which sitnultaneously l1distribute and
emerge", are interweaved in such a way that they create a new reality,43
which has to be analyzed with contemporary seientific appliances.

34

35

38

39

40

"
42

43
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Op. cit, p.20.
Op. cit, p. 28.
Op. cit, p. 12.194.
See V. GEKA, Utopta Magazine, Dp. cit., p. 61.
See STEPHEN HAWKING, ROGER Pm·moSE (1996), Nature 01 Place and Time, (in
Greek), ed. Govotsi, p. 8 (Preface N. TAMBAKI).
See V. PERISTERA, op. cit., p. 26.
See presentation THAN GILAKETSJ. Russel: Philosophy as a subject 01 uncertainfy,
(in Greek) Eleftherotipia - Library, 16.6.2000.
See EDGAR MaRIN'S interview "Fear af contradiction", (in Greek), To Vima,
6.8.2000.
Op. cit.
See DRAGA.N MILOVANOVIC, lntroduction in "Chaos, Criminology and Social
Justice, The New orderly (dis)order", (ed. Dr. MILOVANOVIC), Praeger, 1997, p. ix.
Op. cit., P 6.



The consequence of the aboye is that the roles; of persons who take
effect should constantly change. People don't simply undertake roles
their fate is to create roles.44 The destabilized subject is constantly "in
process" without feeling tbat it has inner unity ayailable.45 There is
el1dogenous freedom everywhere, which doesn't contradict itself with
the existence of causes.46 Many independent factors interact in various
vvays and contribute to the adjustment in new circumstances.

Wil!iam James' "dilemma of detenninism,,47 is connected with the
substantial freedom of choice that a person has available. Even if we
kl10w the "initial causes and circumstances" welI,48 it is not possible to
predict the final choice.49

The connection of mechanical causation and logic with freedom and
life is not so self-eyident50 Disorder causes fears, but it also dissuades
the absolute power oyer "the certain world" 51 The end of certainty does
110t restrict, but 011 the contrary it strengthens free choice52

Deterministic chaos excludes predictability and therefore, a person's
free will once more take the place that helongs to it in the formalization
of history and life.53 The abilíty of readjustment in new surroundings
depends on the person's freedom, and not on the systems that can no
longer predic!. Free action can be unpredictable, but when it is
performed it is retroactively self-confinned (retrodictable), since it
"makes sense".54

IV. Chaos and Crime

The predictable or the unpredictable, the defining or contingent of a
person's behavior and especialIy criminal behayior, badgers

47

48

Op CIt.. P 8.
Op cit. p. 10.
Comp. E. BITSAKl. "The arrow oftime", (in Greek), Ta Nea, 9.6.2000.
See 11. PRIGOGlNE, Lafin O" op. cit., p. 9.
See differences in Y. Pld'lüUSS!S (2000), Fundamenta! matters 01 Crimino!ogy, (in
Greek), 2nd ed., A Sakkoula, p. 39.
See 11. PRIGOGlNE, Lafin. .. , oIJ. cit., p. 81.
See 11. PRIGOGINE, ISAB, STENGERS, Entre la temps... , p. 38.

See JI. PRIGOGll'lE, "The arrow oftime", (in Greek), ro Virna, 9.1.2000.
See JI. PRIGOGINE 's Interview, "NOllS sommes les enfants du temps", L'fIumanité,
25.1.I996.
See N. FOKA (1996), Can we indeed predict it?Review ol Social Researches, (in
Greek), vol. 89-90 A' -B', p. 135-137.
See RAYMOND EVE, SARA HORSFALL, MARY LEE (eds.), "Chaos, Complexity and
Socio[ogy - Myths, Models and Theories", ed. Sage, 1997, p. xiv.
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criminologists and as a result new one-way theories (which are
contradicted by the immediate foilowing ones) are constantly stated."
The game of crime (just Iike the ones of Nature and Life) is played
"somewhere between luck and certainty just like a game of chess"
(where the rules are simple and familiar, but the movements/
combinations are many ).56

Fractals,57 as comp!icated fonns in a place, might reveal
characteristics of self-resemblance with the change of scale,58 but the
person-criminal does not resemble to anyone (superhuman or
subhuman).59 The fragmentation of the "whole" into pieces does not
offer criminological knowledge.

We study the life of a criminal from the "end" (acting out) and not
from the "beginning" (reasons and circumstances).60 The "arrow of
time" plays its own part in the dynamics of the connections that are
created by collisions61 The increase of a personal disorder is an example
of what is called "arrow of time" (which distinguishes between the
direction towards the future and the direction towards the past)."

In the theory of chaos, crime is revealed as one of the many actions
of a person's adjustment in the changes of dynamics in the
environment63 The drifting from one way ofbehavior to another (far ex.
from a calm life to violence) can be interpreted even by a simple
increase of a one and only parameter of regularity (far ex.
unemployment or taxation), which in the end caused instability [by
means of a confused attractor (fnzzy attractor)]64 "Laws of saturation"
or even anomia65 have given, by many, their OWl1 explanations.
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See Y. PANOUSSIS (1998), "The cycle of the lost Criminological theories", in
Phi!osophy, Sciences and Politics Can honor towards E. BITSAKV, (in Greek), ed.
Tipothito, p. 3055.
See AN. BOUNDr, "Luck or certainty? Dialectics afthe theory of Chaos", special ed.
Utopia lvfagazine, op. cit. p. 28.
See D. SKOUFI, "Fractals: the geometry ofnature", (in Greek), Diavazo Mag., op.
cit.• p. 1285.
See AN. BOUNDI, op. cit., p. 32.
See y. PPú"JOUSSIS, Physiognomics - A Contemporary Criminological Approach,
(in Greek), 2nd ed" A, SAKKOULA. 200, p. 51 s.
Comp. Il. PRIGOGINE - ISAB. STENGERS, Entre le temps... , p. 91.
Op. cit., p. 183.
Comp. SI. W. HAWKING (1989), The chronicLe ofTime, (in Greek), ed. Katoptro,
2nd ed., p. 217.
See T. R. YOUNG, Challenges: For a Postmodern Criminology, in "Chaos,
Criminology... ," ap. cit., p.29.
Op. cit., p. 33-34. 40.
See St. ALEXIADI (1989), Criminolagy, (in Greek), 3rd ed, Thessaloniki, p. 136,
162.



The search, however, of those "attractors" that destabilize the system,
can he made even in an ultra-stability level, in which order and variety
coexist.'6 Instability and absolute order usually produce the same
results. We shouldn't forget that parameters, initial circumstances or
rcasons themselves cause different crimes.67 This eventual bisection
(bifnrcation) of a criminal's psychological make-up, which although it
has the same sociaiization formaiízed in the SaIne circmnstances it is
sometimes Jed to a social and sorne other times to an antisocial
behavior, recommends the standard example of the power in the theory
of chaos in the criminogenesis.68 Therefore, a prostitute can, even on the
same day, act as a dealer or steal and at the same time look afier her
children69 whereas a decent gentleman can work legally in the moming
and trade guns at night70

Theory of crime, at the same time, consists of a theory of
interchanges in the transforming mixtnre of order and disorder.71 Al! the
theoretical confonnations (of a biological, psychological or sociological
commencement) may concern each kind of behavior (legal or illegal).
Scientists' contradictory discoveries prove that the same causality can
lead to different results72 The issue is how many instabilities a specific
person can endnre each time and can handle without breaking the Jaw.
There are no mechan(ist)ical "passages from one crime to another".73
Freedom is adviscd exactly on the amount of choices of movement that
we have available at the critical "chaotic" moment.74

Each "Iogical action" is surrounded by illogical elements and vice­
versa.75 Prediction of a crime based on the initial circumstance (for ex.
unemployed, uneducated, poor) seems more like an incorrect
idealization76 Full cause and entire result are not easily focused in
human relationships and behaviours77 Besides, it is known that even a

. . 1'8ITImar rcasan can cause a maJor resu 1.
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See T. R. YOUNG, op. cit., p. 35.
Op_ ell, p.3?
Off cit., p. 39.
Op. cit., p. 40.
For doubie roles, see Y. PANOUSSIS, Fundamenta! malters, op. cit., 21 Os.
See 1. R. YOUNG, op. cit., p. 44.
Op. cit.• p. 44-45.
Op. cit., p. 48.
See ALLlSON FORKER, "Chaos and Modeling Crime: Quinney' s Class, State and
Crime", in Chaos, Criminology... , op. cit., p. 57.
Comp. 11. PRIGOGINE - ISAB, STENGERS, Entre ie temps.. ., op. cit., p. 96.

Op cil.. p. 96.
Op. cit.. p. t 07
According to Poincaré's saying.
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A crimina]'s "chaotic" reaction is not regarded as same with disorder
and contllsion, it simply acts by its own law (which we are not íamiliar
with or don't understand).79 Since it's certain that in each person's
(criminal or not) personality stable and unstable elements coexist,'O the
sudden rupture or psychological balance can simply be analyzed based
on the law of probabilities (of internal 01' cxternal texture) or on a non­
preservative structure.8l Laws of chaos interfere between being law­
abiding and becoming a criminal."

Afier the acting out presumptions for a new order are created,'J
without it, however, being possible to retnrn to the moment of
rupture/cleavage of the system in order for damages to be corrected:4

Even the criminal-person is structured, de-structured and re-structured
in the various/different circumstances which by chance or intentionally,
the criminal-person is found in and functions with confused limits
(fuzzy limits), but also with personal indeterminacy.85

The more complexity increases, the more difficult the social
inspection becomes," since order and collision coexist in the same
phenomenon 01' in the same procednre, and the "right movement" is an
interplay between the different powers.87 A relevant example is the
interpretation, the contents and the handling of "dangerousness" in
Criminology.

In "Criminology of Chaos" signs (moments?) are replaced by areas
(conditions?)88 and certainty (ofwhich we are ignorant) by estimation of
risk. Risk theory, that is the charting of dangers by gathering
information for anti-action, recommel1ds cOl1sistency of the aboye

. 89conceptlon.
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Comp. G. LIACHA, "Anti-criticism" on {he book "Nature in Ecology" Politis, (in
Greek), vol. 74 March 2000, p. 50-51. See also SP. EVANGELOU, "Chaos and
Ü"actals in Quantics", Utopia Magazine, op. cit., p. 41.
Comp. Il. PRIGOGINE, Les Lois du Chaos, op. cit., p. 10, 62.
Op. cit., p. 62.
Op. cit.. p. 19.
See 1". R. YOlJNG, "Chaos Theory and Human Agency: Humanistic Sociology in
Postmodcrnist Era", in Humanity and Society, 16(4), 1992, p. 441-459.
See AH. FORKER, op. cit., p. 70.
See Dr. MILOVANOVIC, Visions 01 lhe Emerging Orderly (Dis) Order, in "Chaos,
Criminology... ", op. cit., p. 199,
See T. R. YOUNG, "The ABCs of crime: Attractors, Bifurcations, and Chaotic
Dynamics", in Chaos, Criminology... , op. cit, p. 94.
See GLENNA SrMONS ~ WILLlAM STROUP 1I, "Law and Social Change", in Chaos,
CriminoLogy... , op. cit, p. 114-117.
Comp. CHR. PROUKAKI, The end al certainty ... , (in Greek), E1eftherotipia,
2.12.1996.
See JOHN PAPADIMITRlOU, ZlS1 PAPADIMITRIOU, GEORGE CHATZIKONSTA.!"'I"TINOU



We shouldn't forget, on the other hand, that just like a risk society is
determined by the division not ofthe "goods" but the "bad things";O that
is how Criminology of Chaos will be distinguished by proper prevention
of "bad effects".

In our days, since social organisation has become incalculable,
uncompensatable, unlimited and unaccountable,91 and social
po!arization leads to anomic situations;92 the theory of Chaos is useful to
liS as never before. The sudden and unpredictable leaps from one
situation to another, which is a characteristic of "disasters",'3 the hidden
order of a many times unjust Law,94 the insecurity of civilians,95 the
judges' hesitation towards modemisms,96 the conservativeness and the
circumspections of a Criminal !egislator (who acts antisociaHy and
chaotically as far as impunity and striet punishment is concemed),97 give
Criminology a new chance to obtain a "kingdom". The use ofthe theory
of Chaos in criminologica! statistics may create many problems to the
handlers of the elements (since they prefer the certainty of simple
mathematics)." The Criminological computer may continue to examine
the detenninism of an "average person's" behavior. The theories of
Chaos may contribute to the increase in irrationalism99 Chaos itself,
according to many, may be regarded the same as the dramatization of
Man's fate. loo But aH ofthe aboye set-up the contemporary provocation
of Criminology.

Only if it combines the knowledge that comes from completely
different origins,101 wiH Criminology be ab!e to escape from the deadly
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(J 995), Dialectic approach ofdangers, (in Greek), Thessaloniki, typed, p. 3-5.
See SCOTT LASH - JOHN URRY (1994), Economies 01 signs and space, ed. Sage, p.
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Complexity and Public Policy", in Chaos, Complexity... , op. cit, p. 725.
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100 See MAN. ARErOULAK1, "Chaotic theories, fractal and human behavior", (in Greek),
KathimerinL 20.8.2000.
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formalistic and assumptive embrace of the Criminal Law and respond to
the new demandso

V. Moral

The world's understanding doesn't coincide with its conformationso102
We won't find the graunding of our basic moral values in automatic
natureIOJ Neither are the "memories ofthe future"l04 recommended as a
tool of analysis of the present

The new "example of confusion and uncertainty"l05 can allow us to
handle the constant evolving combination of science, practice and
human conscience, better. 106

We must put determinism near undeterminism in a combining way,
to understand the "evolving pracedure"I07 Nothing is absolutely stable
and everything develops "in a complicated way" o108

Besides, a fuIl, single theory for the Cosmos, that doesn't develop
incidentally but evolves according to prearranged laws,109 would
directly affect human actions too (since they would also have to be
defined)o

However, the "anthropic principIe", that the Cosmos is what it is
because we humans are what we are, 'lO does not only contra-distinguish
the human being fram the cosmic being,"1 but also contributes to our
believing that the entirety ofthe world is found inside USo"2

The theory of Chaos (or according to others, the "transformation
theory,,)'1J coexists with the "postmodern" social behavior1l4

Utopia Magazine, (in Greek), 0,0. cit., p_ 51.
102 See 11. PRIGOGINE, ISAn. STENGERS, Entre de temps. ., 0,0. cit., p. 51.

103 See n. PRIGOGINE, Les Lois... , op. cit., p. 98.
104 Comp. O. PRIGOGIN"E, ISABELLE STENGERS (1986), La nouvelle allianee, ed. Folio, p.

16,19,350
105 See G. CHATZIKONSTANTINOU, [n {he bondage. 0.,0,0. cit, p. 134.

106 0,0. cit, p. 136.
107 0,0. ci!, p. 139 ~ Avoiding the excommunications of the press "fatal1y predisposed

to crime", See Y. PANOUSSIS, "Criminological approaches", (in Greek) Crim. Lcrw,
2/2000, p. 182s. See also Y. PANOUSSIS, "The DNA of criminal responsibility", (in
Greek), Ta Nea, 3Ll020000

108 Scc G. CHATZIKONSTANTINOU, op. cil, p. BIs.
109 See STo W HAWKING, The chronicfe o/time, op. cil, p. 38.
110 Op. cit., P 189.
11I See THEOOORE SCHWENK (2000), The sensitive Chaos, preface JACQUES YVES

COUSTEAU, (in Greek), ed Throisma, p. 156-157.
112 See interview of EOGAR MORINo op. cil.
113 See STUART HENRY and DRAGAN MILOVANOV¡C (1994), Constitutive Criminology-
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Complicated and powerful inter-actions are never linearll5 and even
when there is a dependence (but not a "guidance") on lhe initial
circumstances, the borders of a person's freedom are not abolished."6
Therefore, "criminological" causality is explained by means of the
theories of Chaos, fractal geometry, indefinite factors and attractors.1l7

The connection among determinism, undeterminism and predictability
in Criminology was always approached in connection with lhe
"assumptions of the former, which are based on the assumptions of the
¡alter".118 It's time, however, for us to free the person-criminal from the
boxes of general criminological lheories.

"Luck" and "opportunity" certainly play their own part in "the
criminogenesis"119 (although the theory of games doesn't express a
specific behavior, but a standard against which we can "comlt" lhe

'fi ~ ) 120 B'd . 1. . J?1 h . 1specl le lacts . eSl es, reciproca mteractlOns - ave a eruela power
over Iimitary situations122

lf nature, however, puts the energy and society checks the motor of
movement,123 then man as an active device - with arrow of time
sometimes his enemy and other times his ally - is obliged to try aud
establish propitious for his future, bisections which go beyond
determinism. 124

Since self-predictability is excluded,l25 what is left is for man to feel
free - not only the law-abiding but also the violator - to choose his

. d f'l'f' 1'6actlons an way o 1 .e. -
"God doesn't play dice", exclaimed Einstein, but crime probably goes

after the saying of St. W. Hawkins: "Not only does he play, bnt be also
throws them where we can1t see thern H

•
127
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115 Op. cfl,p 167.
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120 See KURTBACK. "Chaos and Complexity", in Chaos, Complexity... , op.cit, p. 47.
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temps ... , op. cit., p. 100.
123 Op. cit, p. 121,177,178,309,345.
124 See "Uncertain New World", NPQ, vol. 15, summer 2000, p 35s.,in which

Prigogine's views are stated.
125 See P. DAVIES, op. cit., p. 230.
126 See AN. MARINOU, op. cU.. , p. 253.

71



A criminal, as the hero of an action (bnt many times as the
bystander),'28 will face the final defeat as well, ifwe let him feellike a
lldicel!.

RÉSUMÉ

Le crime, en tant que systeme complexe formé d'interconnexions et
de rapprochements spatio-temporels peut etre étudié sous divers
aspeets, puisque les sources d'informations ne se limitent pas a l'unité
Le sujet, l'objet, les circonstances du crime constituent certaines des
sources d'un phénomene multi:factoriel (et pas strictement causal ou
légal) aux caractéristiques bio-sociales, A la naissance du crime, tous
les éléments sont a la fois positifs et négatifs (ou mieux, peuvent
fonctionner d'une maniere positive ou négative) puisque les parametres
importants demeurent la situation, les circonstances, les inter-réactions,
c'est-a-dire des composantes psychiques non-prévisibles (vécues).

Lafabrication de modetes chaotiques, la Théorie des catastrophes de
René Thom, mais aussi la société universelle du risque misent « sur leur
bonne chance ) afin de contróler l'insécurité et l'incertitude.

RESUMEN

Ei crilnen como sistema complejo formado por interconexiones y
aproximaciones espacio-temporales puede estudiarse bajo múltiples
aspectos, ya que las fuentes de información no se limitan a una sola. El
sujeto, el objeto y las circunstancias del crimen constituyen algunas de
las fuentes de un fenómeno multifactorial (y no estrictamente cansal o

127 Reponed by P. DAVIES, op. cit., p. 81.
128 Comp. P. DAVIES, op. cit., p. 140: "Much has been written about the connection

between free wil1 and the mattcr of responsibility in criminal actions. If free will is
a de1usion, why are people blamed for their actions? .A-nd if everything is
predetermined, thcn we aH inevitably carry out, a course of actions which have been
decíded in advance, maybe even before we were born. In Everett's multiple
Cosmos, conldo't the accused claim that at least in one part of his many "egos", he
was forced by the laws of the Quantic theory to commit the ofrence? We should,
therefore, move away from the mine field and look for a place for God in a
deterministic Cosmos. When, however, we place Ood in that picture, we
immediately face a deluge of puzzIes. Can God act in free will and make decisions?
If man has free wiJI, ¡s it certain that Ood has, too? In this case, many ofthe aboye
problems, which are connected to the idea of freedom, would be problems [or God,
too."
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legal) con características biosociales. En el origen del crimen, todos los
elementos son positivos y negativos al mismo tiempo (o, mejor dicho,
pueden actuar de forma positiva o negativa), puesto que los parámetros
importantes siguen siendo la situación, las circunstancias y las
interreacciones, es decir, los componentes psíquicos imprevisibles
(vividos).

La elaboración de modelos caóticos, la Teoria de las catástrofes, de
René Thom, pero también la sociedad universal del riesgo, se
encomiendan "a la buena suerte" para controlar la inseguridad y la
incertidumbre.
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Tres características del Tribunal de la Ex-Yugoslavia *

por

PEDRO R. DAVID
Juez de la Cámara Nacional de Casación Penal de la República Argentina y Miembro del Grupo de
cinco Expertos, designado por el Secretario General de la ONU para evaluar el funcionamiento y

operatividad de los Tribunales Penales Internacionales para la Ex-Yugoslavia y Rwanda
ISSD Regional Secretary~Genera¡

l.

Creo que atento el tema que preside este panel, será de importancia
ver, en la práctica, luego de establecido el Estatuto y las normas
procesales de los Tribunales Internacionales para la Ex-Yugoslavia y
Rwanda, señalar alguno de los problemas fundamentales y el modo que
encontraron de solucionarlos

No obstante diferencias no pocas entre el mandato y las
circunstancias históricas de esos Tribunales y la nueva Corte Penal
Internacional, es evidente lo que el Juez Claude Jorda dijo al respecto,
en ocasión de presentar un plan de acción para el futuro de esos
Tribunales:

"No hay duda que lo que se haya hecho en la Haya y en Arusha
servirá como ejemplo para tener en cuenta, o en sus errores, como
contra-ejemplo, respecto del derecho penal humanitario, en vista de la
creación de la Corte Penal Internacional".

Fue precisamente un Juez de ese Tribunal, cuando le entrevistamos
en La Haya, en Noviembre de 1999, los cinco miembros del grupo de
expertos, nombrados por el Secretario General de la ONU, para evaluar
el funcionamiento y operaciones de ambos Tribunales Penales
Internacionales, que nos dijo: "Este Tribunal, el de la Ex-Yugoslavia,
tiene tres caracteristicas que lo distinguen de todo otro tribllnal
internacional en el pasado, y de la experiencia de los tribunales
nacionales. "No hay condenados. no hay víctimas y no hayjueces".

Se trata de la lndroducción a una ponencia para el XIVo Congreso internacional de
defensa social.
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Ese fue el comentario más incisivo que debemos tomar en cuenta
sobre los problemas a resolver.

Por último agregó: De los acusados importantes casi no hay ninguno,
por ahora!

A) No Hay Condenados

En primer término, los acuerdos de implementación no fueron parte
de los estatutos del tribunal, como en su oportunidad lo había sugerido
Cherif Bassiouni. A raíz de ello, la extradición de un acusado tnvo que
esperar la reforma de la Constitución Alemana. El caso Tadic fue la
única condena hasta comienzos del aüo 2000 y había comenzado en
1995. Por otra parte no había igual celo por parte de las fuerzas de los
grupos militares de la NATO en el territorio de la ex-Yugoslavia para
cumplimentar las órdenes de detención y/o de arresto. Esto motivó, a
que la actual Procuradora General Carla del Ponte, hubiera de hacer
presentaciones no solamente al Consejo de Seguridad, sino a los
Ministros de Defensa de algunos países europeos apenas asumido su
cargo.

La situación motivó que una de las recomendaciones del grnpo de
expertos incluyen un cambio de dirección en la prosecución de las
"smal! fish" (pescadito), conceutrándose eu los "pescados grandes".

Esta situación fue diferente en Arusha donde, desde el primer
momento, los grandes culpables fueron detenidos. También hoy en los
Tribunales de La Haya con ia detención de Milosevic se ha revertido el
proceso.

Desde luego, esta cuestión de la integración procesal y la ayuda
judicial han tomado prioridad en las negociaciones por la Corte Penal
Internacional, que atento el Tratado de Roma tiene una estructnra, en
este aspecto diferente de la de los Tribunales Penales Internacionales de
los Ex-Yugoslavia y de Rwanda.

B) No Hay Víctímas

Aludía de esta forma el Juez, a que en el Estatuto y normas de
procedimieuto de ambos Tribunales Penales Internacionales el papel de
las víctimas en materia procesal se encontraba restricta frente a la
paliicipación que les otorgaban en muchas legislaciones europeas y a las
normas del Estatuto de la Corte Penal Internacional. A mayor
abundamiento las indemnizaciones de las víctimas debían demandarse
ante los Tribunales nacionales. Desde luego, bueno es advertir que la
proteccíón de las víctimas y su comparencia ante los Tribunales
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posibilitó a que la Secretaria General creara una oficina donde eficientes
y múltiples servicios les fueron y son ofrecidos.

C) No Hay Jueces

De esta forma, el Juez ponía el acento en la prevalente orientación de
un proceso acusatorio al estiio del Common Law inglés;; donde el juez
aparecía como el árbitro de una contienda entre el fiscal y la defensa
basado en el principio de la igualdad de armas. En el caso del General
Blaskic, pasaron dos años sin que se le pudiera preguntar si él había
cometido el hecho, de acuerdo a un sistema acusatorio pleno.

También al hecho de que por el Proceso de contaminación prevalente
en las normas de procedimiento de ambos Tribunales, el Juez que
firmaba el auto de acusación no podía participar luego en la etapa de
investigación y juicio, complicación está agravada por la circunstancia
de no existir separación entre jueces del juicio y la Cámara acusatoria o
de juicio.

Esto implicó grandes demoras en el procedimiento por falta de jueces
para conocer válidamente los casos en litigio.

Hasta comienzos del año 2000, se había dictado condena en un solo
caso.

Frente a esa situación en el grupo de expertos recomendamos
modificar la norma de disqualificación o contaminación y aumentar el
número de jueces con jueces ad-litem (recomendaciones 2 y 21 del
informe). Los tribunales aceptaron, a comienzos del año 2000, esas
recomendaciones y el día 13 de junio de este año, la Asamblea General
adoptó la incorporación de 27 jueces ad-litem.
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Recent Problems ofExtradition in Japan

by
TADASHI MORISHITA

Professor Emeritus ofHiroshima University
ISSD Regional Secretary-General for Asia (Japan)

l. lntroduction

The Extradition of Fugilive Offenders Acl of Japan (Aet No. 68 of
1953, as amended in 1954, 1964 and 1978) (hereafter: Extradition Act
1953) adopts several fundamental principies which are traditionally
relaled to extradition in the early years of the 20th Century. 'Ihis is due
lo lhe adoption ofthe civil law system since 1868, when Japan began to
quicken its pace of development toward a modern democratie State.

In lhe Extradition Act 1953, such traditional principles of extradition
are adopted as those of double criminality, reciprocity, non-extradition
of nationals, ne bis in idem, except political offences, etc. As the Act
contains only the minimum necessary provisions as to passive
exlradition, it is needed to have inlroduced in il some flexible and
modernized provisions in arder lo advance international criminal
cooperation in accordance with lhe recent tendency of globalization.

Japan does not make extradition conditional on the existence of a
treaty. 11 may be said that Japan adopts the rule of non-preposition of
treaty. 'Ihen, fugitive offenders may be exlradited, in cases where lhe
guarantee of reciprocity exisls, between Japan and foreign countries,
even when a treaty is not concluded.

H. Bilateral treaty betwecn Japan and thc USA

Nowadays Japan has only one bilateral treaty on extradition with the
USA, which was concluded on 3 March 1978 (entered into force on 26
March 1980) as the new lreaty substituting the former treaties of l886
and 1906. 'Ihis may be due lo lhe fact lhal Japan has nol taken a posilive
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attitude toward concluding treaties in the domain of international
criminal cooperation.

There are sorne propositions, in the Japan-U'lA Extradition Treaty,
which harmonize two different legal systems, namely, the civil law
system and the common law system. For example, Art. 5 of the Treaty
provides as follows:

Art.5 The requested Party shall not be bound to extradite its own
nationals, but it shall have the power to extradite them in its
discretion.

In order to correspond to this, Art. 2 of the Extradition Act 1953
(Restrictions on extradition) adopts the system of discretionary
extradition of nationals, and accordingly a fugitive who is a Japanese
national may be extradited when the treaty of extradition so provides
specifically.

In practice, each nation's own nationals are extradited reciprocally
between Japan and the USA.

nI. Statistics on extradition

According to the official statistics reported by the Ministry of Justice
of Japan, the cases of extradition exercised in the perlod of ten years
from 1991 to 2000 are as fo!Iows:

from foreign countries to Japan 6 persons;
from Japan to foreign countries 15 persons.

It seelns that the cases of extradition are too scarce. In my apinion,
the main reasons for such a smal! number of cases may be found as
follows:

a) As Japan is an island country sitnatcd in Far East Asia, Japan has
stayed behind in study and practice concerning intemational criminal
cooperation.

However, as a result of the steadily increasing globalization in recent
years, the number of offences committed in Japan by foreigners
continue to increase. lt is necessary, therefore, for Japan to promote lhe
conclusion of extradition treaties and other kinds of treaties in the field
of international criminal cooperation.

Nowadays there is a programme underway to conclude an extradition
treaty between Japan and Korea. This treaty will be concluded and
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ratified before the opening of the world cup of soccer which will be held
in 2002 in Japan and Korea.

b) Japan ofien exercises the method of so-called administrative
surrender based on the exile decision of a foreign country where the
fugitives are found. When the administrative aulbority decides to exile a
fugitive who is found in lbe territory, the fugitive will be surrendered to
Japanese poiicemen in a Japanese aircraft staying in the airport of the
foreign country. In this case, the Japanese policemen execute a writ of
arrest, issued by a Japanese judge, at the time when lbe aircraft passes
over the frontier of the foreign country.

This type of surrender may be said to be one of disguised extradition.
The statistics of this type of surrender are not reported.

IV. Difficulties for Japan in concluding an extradition treaty

a) Death penalty
The death penalty exists in Japan and there are, as an average, ahout

two executions a year. In practice, the dealb penalty is passed as a
sentencc only in extremely restricted cases in which more than two
persons were killed by means ofvery atrocious methods.

It is ordinary that a requested State, which has no dealb penalty,
demands of a requesting State, where the death penalty exists, sufficient
guarantees according to which the death penalty shall not be sentenced
or executed. However, it is impossible for the Minister of Justice of
Japan to give such a guarantee because lbe independency of lbe
Judiciary is expressly guaranteed by the Constitution of 1946.

b) Variety of legal systerns among Asian countries
Because of the historical fact that many Asian countries were the

colonies of European countries and the USA, there are nowadays some
countries of common law, civil law, Islamic law and mixed law systems
of the above-mentioned, and it is sometimes difficult to condude a
bilateral treaty or regional convention among the Astan countries in the
domain of international criminal cooperation.

V. New movement, the initiative of which is taken by ACPF

ACPF (Asia Crime Prevention Foundation), one of the
Non-Governmental-Organisations in consultative status with the United
Nations, continues since its foundation in 1982 to promote regional
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criminal cooperation in !he Asian and Pacific Region. ACPF has already
adopted the general recommendations on extradition on the occasion of
the 5th ACPF World Conference, held in Seoul in 1996, and then the
special recommendation, which is called the Shizuoka Deelaration, on
the simplified extradition procedures on the occasion of the 6th World
Conference, which was held in Shizuoka City aud Tokyo in 1997.

In the recommendations, some new movements are introduced in
arder to promote a flexible and practical approach to comply with
extradition requests, in spite of difierences in legal systems, by reducing
formalities without diminishing the rights of the person sought to be
extradited.

Jt is expected that regional criminal cooperation among Asian
countries will be increased in 21 st Century under stimulation of the
recommendation of ACPF, overcoming many difficulties and
differences.

RÉsuMÉ

La loi sur l'extradition de 1953 adopte plusieurs principes
fondamentaux qui se rattachaient a l'extradition des premieres années
du XXe sieele.

Le Japon ne conditionne pas 1'extradition a l'existence d'un traité.
Jusqu'a présent, le Japon a passé un seul traité bilatéral sur

i'extradition avec les Etats-Unis, signé le 3 mai 1978.
Conformément aux statistiques officielles tenues par le Ministere de

la Justice, il y a eu, sur une dizaine d'années et plus exactement entre
1991 et 2000, 6 cas seulement d'extradition active et 15 cas
d'extradition passive.

Le Japon exerce souvent la méthode dite de la reddition
administrative basée sur la décision d'exiler unfugitifdu pays étranger
oil il se trouve.

RESUMEN

El Acta de Extradición de 1953 adopta varios principios del siglo XX,
estaban tradicionalmente relacionados con la extradición.

Japón no supedita la extradición a la existencia de un tratado.
Hoy en dia, Japón no tiene más que un tratado de extradición

bilateral con EE.UU., firmado e13 de marzo de 1978.
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Según las estadisticas oficiales publicadas por el Ministerio de
Justicia, los casos de extradiciones concedidas en un plazo de 10 años,
de 1991 a 2000, afectaron únicamente a 6 personas en caso de
extradición pasiva.

Japón aplica a menudo el método denominado de la entrega
administrativa, basado en la expulsión decidida por el pais extranjero en
el que se ha capturado a íos fugitivos.
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Le principe d'opportunité dans le droit argentin

par
CARLOS A. MAHIQUES

Professeur titulaire de la chaire de droit pénal
Universidad Católica de Buenos Aires, Argentina

Juez del Tribunal de Casación penal de la Provincia de Buenos Aires

1. Introduction

Du point de vue théoriqne on trauve deux possibilités a ce sujet. Soit
que la réaction de I'Etat eherehant a justifier le fait pour le punir, doít
étre toujours présente dans I'hypothese du délit, sans exeeptions et avee
la méme énergie; soit qu'on puisse choisir a travers les organismes de
I'Etat, en quels eas va se produire eette aetivité, et dansquels eas elle ne
va pas se praduire, selon des raisons diverses. La premiere e'est la
légalité; la deuxieme, la disponibilité ou opportunité (méme si, en
réalité, les criteres d'opportunité ce sont les raisons de la disponibilité).

Le principe de légalité est lié a la vision du délit en tant que
contravention (qui a besoin du eontróle eoereitif direet de I'Etat) et aux
théories absolues sur la peine (rétribution, oeil pour oeil, dent pour
dent). Celui d'opportunité, avec la vision du délit en tant que conflit et
avec les théories relatives sur la peine (elest outil ades fins déterminés ­
la prévention générale ou spéciale), et qui donne lieu en méme temps a
des différentes possibilités vis-a-vis de la peine, donnant la priorité ala
solution réelle ~ pas seulement symbolique ~ du eonflit. Quoiqu'on
puisse les prendre comme opposés (surtout si en les considere des
positions absolues), il est possible d'essayer un rapport intégrateur avec
un sens complérnentaire.

1 1. Le principe de légalité

On a défini la légalité eomme la réaction de I'Etat, automatique et
inévitable, á travers des organismes avec une telle prédisposition (en
général la Poliee ou le Parquet) que dans l'hypothese d'un fait délietif
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(d' action publique)se présente devant les organismes de la juridiction,
demandant l'enquéte, le jugement et, s'il y a lieu, la punition du délit
déja constaté.

Cette réaction officielle, qui met en évidence la volonté de punition
de l'Etat, est connue comme 1'action pénale au sens substantiel (ce que
les spécia!istes de la procédure appellent la prétention pénale). On
l'appelle sonvent acte de procédure car on peut la présenter devant les
organisllles de la juridiction qui vant statuer si les conditions existentes
permettent 1'application de la peine. Mais ces deux catégories théoriques
deviennent une seule expression dans la réalité: la prétention pénale et
l'acte de procédure ont un rappor! de contenu a contenen!. Il n'y a pas
d'action sans prétention, ni prétention sans action (ou mieux encore, en
dehors d'elle). On 1'énonce d'nne maniere tres simple en disant que
"n'importe quel délit d'action publiqne doit étre nécessairement enquété,
jugé et puni (s'ille faut, évidemment)" et avec le méme engagement des
efforts de la part de 1'Eta!. On remarque son influence an début de
I'action pénale et a posteriori de son exercice.

1.2. Le caractere d'inévitable

Au début il se présente avec le caraetere d'inévitable. Cela signifie
que dans 1'hypothese d'un délit, il faut nécessairement mettre en marche
le mécanisme de 1'Etat pour l'enquéte, le jugement et la punition
(préparation de 1'action), sans qu'on puisse éviter que ce soit ainsi.

1.3. Le caractere d'irrévocable

Une fois 1'action pénale exécutée, le principe de léga!ité manifeste
son caractere d'irrévocable: I'action pénale commencée, la poursuite
pénale de rEtat mise en marche, on ne peut pas l'interrompre, ni la
suspendre, ni 1'arréter jusqu'a 1'épuisement de la peine imposée au
moyen d1une sentence.

2. La législation argentine

Dans notre pays il n'y a pas de normes constitutionnelles imposant le
principe de légalité ou celui d'opportunité. Par contre, il y en a dans le
Code Pénal.
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2.1. La Constitution Nationale et le Code pénal

A l'exception de certains délits qu'on pourrait appeler
"constitutionnels", comme celui de la trahison, la Constitution se limite
a meltre des conditions pour I'exercice du ponvoir pénal de I'Etat:
"Personne ne peut etre jugé sans jugement préalable fondé en loi
antérieure au fait de la procédure... '1 Mais eHe ne dit nuBe part que
choque jois qn'un fait typifié par la loi précédente est commis, il faut
imposer une peine ou initier une procédure. En outre, meme si elle
reconnait de maniere explicite le besoin d'accusation en tant que
présupposé du jugement ("accusation, jugement et punition", c'est la
séquence prévue par I'article 60 de la Conslitution Nationale), elle
n'ordonne pos gu'il se produise.

Le Code Pénal, an contraire, fait une option la-dessus, et établit le
principe de légalité comme regle générale.

D'une part, I'article 7! dispose que toutes les actions pénales devront
s'initier d'office. Comme I'initiation d'office n'est conyue qu'au moyen
de la participation des organes de I'Etat (il n'y a que eux pouvant agir
d'office), cela fait référence a toutes les actions et on utilise devront au
sens d'obligation, alors on comprend bien que cette nOTIlle impose le
principe de légalité. Cette meme norme fait exception ponr les actions
dépendant de I'instance privée et des actions privées.

D'autre part, de maniere corrélative, I'articlc 274 réprime la conduite
des fonctionnaires publics qui - obligés de poursuivre et de punir les
délinquants - omettent de le ¡aire, ce qui donne un contenu détenníné
au principe de légalité. Ce principe pourrait s'exprimer de la fayon
suivante: toutes les actions pénales... devront s'initier d'office afin de
poursuivre et de punir les délinquants, sans qu'on puisse l'éviter sous
peine d'encourir dans un délit, sauf les exceptions prévues par la 10L

Cependant cette idée pourrait nous faire penser que si le délit existe
(conyu comme une action typique, antijuridique et fautive) il faudra y
appliquer une peine. Mais ceci comporte toute une série d'exceptions
(qui n'expriment pas toujours des criteres d'opportunité, mais qu'on va
revoir acause des similitudes concernant les conséquences pratiques: iI
n'y a pas de peine).

2.2. Justification et critique au prineipe de légalité

2.2.1. On considere comme d'habitnde que pour réeupérer I'ordre
juridique pénal atteint par le délit, il taut imposer la sanction considérée
par la loi comme conséquence de la fante; ce n'est qne de cette maniere
qu'on pourra affinner que le droit est en vigueur.
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On conteste eet argument en disant gue e'est une expression
autoritaire du systeme pénal, OÚ on ne fait pas attention a la proteetion
du bien juridigue lésé par le délit (défini en tant gue eatégorie générale)
et oú on met I'aeeent sur l'aspeet de la désobéissanee (mettant en valeur
le prineipe d'autorité au moyen de la punition de la désobéissanee). Et
eeei se met en evidenee dans la presgne nulle attention gu'on porte aux
intérets de la vietime. Celle·ei souffre les eonséguenees de I'illieite dans
!e conflit pénal et on lui nie toute possibilité d'éviter ou d'adoucir le
prineipe de légalité, meme si ce n'est gue pour protéger ses droits
atteints par le délít (sauf guelgues exeeptions gu'on peut !rouver dans
I'instanee privée).

2.2.2. Il Ya aussi des arguments en faveur de ce prineipe dans le sens
gue ce n'est gu'a travers lui gu'on peut vraiment réussir a aeeomplír les
finalítés de la peine. Par eontre, on peut signaler gu'elle n'a gu'un aspect
de rétribution et gue dans la plupart des cas, on peut atteindre les
finalités de prévention générale et en particulier celles de prévention
spéciale, sans besoin d'imposer une sanction. On pense aujourd'hui gue
le róle du Droit Pénal dans la société ne se limite pas a I'idée de peine,
mais il y ajoute aussi son aptitude pour offrir de nouveiles possibilítés
dans la définition du contlit pénal.

En outre, on admet gue "l'illusion panjudiciaire" (N. de T.)! et
I'intlation de la procédure pénale, sont issues de la conception du droit et
de la procédure pénale comme solution exclusive et exhaustive de
n'importe qllel1e infraction de l'ordre social, face a l'inefficacité des
controles et des sanctions non pénales.

2.2.3. Un autre argument en faveur du principe de légalité est celui
qui joue en faveur de I'indépendance entre les pouvoirs de I'Etat, gui
bénéficie aussi du principe de légalité, parce que si la volonté du
pouvoir législatif a été celle de sanctionner une attitude délíctuelle, ui
l'organe exen;ant I'action pénale (dépendant dans certains systemes du
pouvoir exécutif) ni celui qui doit appliquer la sanction (le pouvoir
judiciaire) peuvent éviter ces activités sans affecter les attributions
constitutionnelles de ces deux pouvoirs (le pouvoir judiciaire ne réprime
pas ce que le pouvoir législatif ordonne de réprimer; le pouvoir
judiciaire est emp6ché d'applíqner la peine par décision négative de
I'accusateur qui dépend dn pouvoir exécutif).

Cet argument s'affaiblit face au besoin de contróle entre les pouvoirs,
qui au-desslls de leur indépendance visent a un équilibre réciproque
(déclaration d'inconstitutionnalíté des lois ou arretés de la par! des juges;
loi d'amnistie; décret de grace); et a I'existence des cas oú, par de

N. de T.: L'auteur utilise ce tefme dans le sens de "illusion judiciaire totaJe".
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différentes circonstances, l'un des pouvoirs peut accomplir des fonctions
propres a l'autre pouvoir (comme c'est le cas, par exemple, des décrets
de nécessité et urgence, des actes dn ponvoir exécutif de nature
législative réglés par la sanction de la Constitution Nationale de 1994,
arl. 99).

2.2.4 On dit aussi que la légalité est la forme la plus parfaite de
préserver le prineipe d'égalité devant la loi.

Par contre, on peut dire que I'application générale de la loi pénale est
inégale, parce qu'elle intéresse surtout les secteurs dépourvus de la
société, et ensuite ceux qui ont une meilleure situation économique et
sociale (meme s'il y a une certaine inégalité dans la pratique). Par
ailleurs, on dit qu'il y a de I'égalité s'il s'agit de ceux qui se trouvent dans
les memes circonstances. On ne peut pas du tout comparer I'hypothese
d'un conducteur de voiture alcoolisé qui renverse un piéton en lui
provoquant la mort avec la sitnation du pere dc famille qui provoque la
mort de son fils dans un accident automobile parce qu'il est
occasionnellement distrail.

11 y aurait homicide fautif dans les deux hypotheses, mais sans aucun
dOllte, vis-a-vis de la société et de la justice, les appréciations de ces
dellx cas dont on vient de parler sont différentes d'apres les différentes
conséquences subies par les auteurs, et le degré d'attention portée tantot
a la situation, tantot a la solution, ne touche pas a I'égalité.

2.3. L'ense;gnement de la réalifé

Malgré que I'on critique fortement I'application pratique du principe
de légalité, on voit que, en laissant de coté ce que la loi détermine, en
réalité il n/est pas en vigueur.

La réalité dit qu'il n'y a pas de systeme judiciaire dans le monde ne
pouvant pas traiter tous les délits commis, melne pas ceux qui entrent
dans sa jnridiction.

La procédure pénale se présente "du point de vue de la criminologie
comme un processus de sélection II .
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délits qu'on ne connaít pas. Et pourquoi on ne le connaít pas? Parce que
la souree d'information, la plus courante et celle de déposer une plainte
ou bien le résultat du travail de prévention direct de la police (ou des
agents de sécurité) qui les met en contact avec les illicites en rapport a
ce qu'on appelle tila süreté du citoyen".

Qu'est-ce qu'on peut faire faee a ee chiffre no;r? n faudrait élargir le
controle direct de I'Etat vers d'autres domaines, mais on risquerait de
passer d'un Etat de droit a un Etat gendarme (incompatible avec celui-
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lá). le ne crois pas non plus qu'ou puisse obliger les citoyens á déposer
plainte tace á n'importe quel délit, ni autoriser l'action popnlaire (meme
si j'aime bien cette action). Il serait peut-étre plus utile d'essayer une
coordination dans l'échange des informations entre les organes destinés
á I'enquete du délit, avec tous les organismes de prévention de l'Etat
dans les différentes juridictions (nationale, provínciale, municipale),
avec les agences de l'Etat qui contrólent ces aspects de l'activité privée
oll on puisse commettre des délits (activité sanitaire, économique,
fiscale, etc.) et avec les secteurs qui contrólent la légalité du
fonctionnement de l'administration publique (Audit Général de la
Nation, Cour des Comptes, etc.). L'échange de données, orienté dans ce
sens, peut diminuer le chiffre noir (avec un bénéfice qualitatif), mais
cela n'empéche pas que ce soit l'exception pratique la plus importante au
principe de légalité.

2.3.2. On peut parler aussi d'un chiffre doré, constitué par ces délits
connus de I'autorité, mais qui ne font pas partie du systeme judiciaire
pour des raisons de vénalité dans la fonction, prébendes économiques,
influences politiques, ou syndicales, etc. (Ce sont ces délits qui
lls'arrangent", dtapres le jargon); Oil bien s'ils sont pris par le systeme, ils
reyoivent un traitement spécial qui détermine l'absence de requete, par
des décisions explicites (archives des plaintes), ou bien comme simple
résultat de l'arret intentionnel de la démarche (prescription).

L'outil de travail contre cette corruption est, sans aucun doute, la
1110ralisation des cadres policiers et judiciaires, leur indépendance réelle
et un systclne de controles internes et externes bien adaptés.

2.3.3. On peut parler aussi de tolérance dans la société pour certains
délits, ce qui détermine l'augmentation du chiffre noir ou du chiffre
doré. Par exemple, la proportion du délit d'avortement (articles 85 á 88
du Code Pénal) est tres peu connue de la part des organes de la poursuite
pénale, d'apres les données des organisations qui s'occupent de ce sujet
du point de vue de la santé (elles affirment que dans notre pays il y a
environ 300.000 á 500.000 avortements par an).

Et si 011 fait une analyse plus approfondie de ce phénomene, on se
rend compte que le systeme ne considere 1'avortement que s'i! entraine
de graves séquelles pour la santé. Ou s'il entraíne le déces de la femme
comme eonséquence d'une septícémie qui provoque par la suite
l'intervention des hópitaux publics dont les médecins le dénoncent
devant la justice, meme si parfois ils violent leur secret professionnel.
Cec; confirme ce qu'on vient de dire: les femmes provenant des secteurs
les plus dépourvus de la société, obligées de faire recours á nne sage
femme aboutissent á un hópital public, représentant la clientele presque
exclusive du traitement pénal de l'avortement.
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2.3.4. La défaite pratique du prinelpe de légalíté, est issue de
l'impossibilité matérlelle de I'appareil judieiaire d'aborder tous les délits,
et c'est le résultat de la dlsproportion entre le nombre de délits et eelui
des organismes publies ehargés de leur enquéte et de leur jugement.
Ceei entralne, néeessairement, des eriteres de sélection prlorltalres (qui
obéissent a des raisons diverses et qui ne sont pas toujours rationnels), y
inc!ues les affaires Di! raecusé est privé de sa Hberté; jusqu1a la nécessité
de la présentation des rapports, statistiques de !ravail, et qui laissent de
cóté tantót les fautes légeres, tantót les délits dont la requéte devient
diffieile. Et par conséquent, ce qu'on ne traite pas, a priori, on ne le
traite jamals.

Le résultat statistique de eette situation donne une réalité inattendue.
Ftant donné qu'on ne peut ni mener une enquete sur tout ce qui est
soumis au systeme, ni le juger, ni le punir; et qu'il existe une
impuissanee des organismes publies pour faire faee a un tel nombre de
délits, le proeessus de sélection qu'ils menent est orienté vers un eritere
prlorltalre Inversé: au lieu de destiner a I'enquéte, au jugement et a la
punition des délits les plus graves les ressourees existantes - méme si
elles ne sont pas suffisantes - le systeme judiciaire utilise la plupart de
ses efforts pour traiter les fautes les plus légeres. Je peux eiter a titre
d'exemple, une statistique qui tient eompte de dix ans de fonetionnement
de la justiee pénale de la Capitale Fédérale. On y a réalisé un
pourcentage sur les sentences condamnatoires pendant ce!te période, et
on y voit que le 74,6% correspond a deux ans de prison (ou moins), a
des amendes ou au manque d'habilitation, et seulement le 24%
eorrespond a des peines qui vont de plus de deux ans de prison a la
prison perpétuelle. L'appareil judieiaire de la Capitale Fédérale a destiné
les deux tiers de ses énergies, de ses ressourees matérielles et humaines,
a punir des fautes légeres ("de petits rien" comme on a déja dit); et
seulement un tiers a des délits mineurs et graves, pourcentage qui
montre un eertain décalage avee la réalité délietuelle de cette ville.

2.3.5. Etant donné que la réalité met en évidenee la erise du prineipe
de légalité et I'existenee d'un phénomene de sélection des cas - élargi et
inévitabie - ii rauí se demander, ei pas seulelneni du point de vue
théorique mais aussi opérationnel, s'il vaut mieux chereher la maniere
dtéviter que la sélection se fasse sans eriteres, sans responsables, sans
eontróles, peu raisonnable et surtout sans réeeption des arguments
théoriques qui la proposent comme valable.

La réponse a une telle question nalt de ee qu'on appelle le earaetere
discrétionnaire ou d'opportunité.
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3. Le príncipe d'opportuníté

Ce príncipe peut se définir COll1ll1e l'attribution qu'ont les organismes
chargés de promouvoir la poursuite pénale, fondée sur des raisons
diverses de politique criminelle et procédurale, de ne pas commencer
l'action, suspendre de maniere provisoire l'action déja initiée, la limiter
dans son extension objective et subjective, ou bien la faire cesser
définitivement avan! la senlence; méme s 'il y a une concurrence de
conditions ordinaires pour "poursuivre el' punir", Ce serait peut-étre
plus c1air de parler du caraetere discrétionnaire dans la poursuite pour
des raisons d'opportunité, mais la lerll1inologie employée plus hant est la
plus fréquente et esl done eelle que nous utíliserons dorénavanl.

3.1. Fondements

D'une maniere générale on peut dire que I'obligation de "poursuivre
el punir" toute sorte de délit il1hérenl au príncipe de légalité, peut
admeltre des exeeptions fondées sur des raisons diverses (ou on mélange
la pratique et la théorie). Parmi eelles-ci on peut souligner le besoin de
décongestionner le sysleme judiciaire saluré, en lui permettant d'éviter
les effets provoqués par I'eneombrement des affaires; la convenauee de
canaliser l'énorme sélectivité essentielle de la poursuite pénale, en
évilant I'inégalité faee aux plus faibles, en l'adaptanl a des eriteres
rationnels et fixés auparavant, en lui assignant des responsables et en lui
imposant des controles. Soit le bénéfice d1éviter totalement ou
partieJlement la pnnition de certains délits au eas ou ceci permetlrait la
découverte el la sanetion de délits beaueoup plus graves. Soit le
bouleversement d'organisations délictueJles (voir la figure du "repenti").
Soit convenir sous certaines eonditious un raeeourcissement de la peine
par un accord entre !'accusateur et Paccusé afin d'accélérer le proces et d'
en diminner les frais, en perll1ettant une meilleure répartition des
ressourees judiciaires et une résolulion rapide du eonflil. Soit donner le
earaetere de prioritaire aux autres intérets par dessus I'application de la
peine, surtout dans l'hypothese de délits d!une gravité moyenne,
d'auteurs primaires ou de eulpabilité ou partieipation minimale, comme
par exemple la réparation de la victime (considérée actnellement comme
I'une des finalités du Droit pénal). Soit la "nouvelle socialisation" de
I'auteur (prévention spéciale) grace aux traitements altematifs. Soit sa
rééducation (en eas de consommation de drogues). Soit la perte d'intérét
concemant la punition (délit portant a l'auteur un préjudice supérieur a
la peine). Soit quand la peine imposée par d'autres délits rend inutile la
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poursuite de I'auteur pour le délit actue!. Soit dans I'hypothése de
concurrence de plusieurs délits.

11 faut remarquer qu'en général ces critéres sont acceptés par rapport
aux délits ou la non poursuite et la punition sont moyennement
acceptées panni les critéres de valeur de la société, et dans la mesure ou
ils ne deviennent pas des priviléges personnels.

011 peut citer deux systemes d'instrumentation au principe:
I'opportunité libre et I'opportunité réglée.

3.2. L'opportunité libre

Ce concept fait partie du droit anglais. Son point de départ c'est la
prémisse suivante: le procureur ne méne le jugement que s'il a la
ce11itude de "réussir" et de parvenir a la punition. Cela signifie alors
d'un coté que, si certe possibilité n'existe pas, l' accusation n'a pas lieu,
et d'autre part que, pour parvenir a la punition les négociations sont
permises et que eelles-ci peuvent mener a I'impunité partielle, ou a celle
d'autres délits.

Certe modalité a été expliquée a I'abri de I'esprit du droit pénal
anglais qui remet la réussite de I'accusation, c'est-a-dire la punition, a la
responsabilité de donner au citoyen une sensation de protection venue
du droit pénal et du systéme judiciaire.

Dans cette large conception de la libre disponibilité de l'action, son
titulaire, c'est-a-dire le procureur, a beaucoup de possibilités: il peut
aussi bien initier raction que ne pas l'initier. Une fois l'action initiée, iI
peut désister, accorder a I'accusé la réduction des charges et la
diminution de la demande de peine dans la mesure ou il accepte sa
responsabilité dans ce fait ou bien dans d'autres de moindre importance;
donner I'impunité totale ou partielle si, a partir de celle-la, on peut
découvrir un aL!tre délit plus grave.

On se demande aujourd'hui que! est le role de I'organisme
juridictionnel vis-a-vis du libre exercice du principe d'opportunité, c'est­
á-dire si les artitudes du Parquet sont inaliénables pour le tribunal ou si
cc]ui-ci peut les revoir ou les rejeter. Cette discussion n'est pas épuisée
méme si, dans le premier sens, on connait certains jugements prononcés
par la Cour de Justice des Etats-Unis.

3.3. L'opportunité réglée

On connait I'autre systéme comme celui de !'opportunité réglée, et il
appartient au droit européen. Cela signifie qu'on admet des exceptions
pour des raisons d'opportunité prévues par la législation pénale qui sont
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encore en vigueur dans le principe de légalité. L'application de ce
principe se fait sous la responsabilité des fonctionnaires judiciaires
prédéterminés, en général avec )'accord de I'accusé - des fois aussi avec
cclui de la victime - et il faut le contróle de I'organisme juridictionnel
(pour savoir si le cas fait partie de ceux qui sont autorisés par la loi et si
vraiment il mérite ledit traitement).

Cest cette modalité qui prédomine dans la doctrine et dans la
législation argentines.

4. La loi et 5a pratique en Argeutine

La réalité argentine nous montre, comme on I'a déja dit, que le
principe de légalité est en vigueur, mais qu'il y a aussi des
eonditionnements et des exeeptions: les uns ne sont pas eonsidérés
eommc d'opportunité au sens striet, mais comme de disponibilité de
I'aetion au sens propre, meme si eJles évitent I'imposition de la peine
prévue pour le délit. Les autres sont des exeeptions au sens propre,
explieitement autorisées ou non autorisées.

4.1. L'influence des garanties

Meme si ce n'est pas un eritere d'opportunité eomme c'est le cas de
I'impunité des conduites punissables, il faut remarquer que I'ordre
constitutionnel OH procédurai conditionne la recherche de la vérité par
dessus la faute par rapport a d'autres valeurs ou intérets qui sont
prioritaires. La dignité de la personne soumise a une proeédure de
laquelle se dégage l'ineoereibilité morale (personne ne peut e!re obligé a
déelarer eontre soi-meme ni a eollaborer activement dans la requete); le
principe de !' innocence (l'Etat doit prouver la culpabilité de l'aecusé et
s'il n'y réussit pas, la punilion devient impossible); la garantie du droit
de défense; la protection de I'intimité; I'inviolabilité du domieile, de la
eorrespondance et des communieations, parmi d'autres, eonstituent de
véritables limites qui empechent parfois l'éclaircisselnent du délit ou la
déeouverte de I'auteur (avec le degré de eonvietion exigé) et que, par
eonséquent, la peine prévue ne soit pas appliquée. Le seeret
professionnel, militaire ou de I'Etat empeehe aussi l'aeees aux données
probatoires (témoignages, documents, etc.) qui pourraient assurer
I'existenee du fait ou la responsabilité de I'aeeusé.

Cest pour cela que la peine qu'on devrait imposer a 1auteur du délit
n'est pas appliquée paree que sa participation n'a pas pu etre prouvée
(certitude de eulpabililé), et al'intérieur des limites (respeet de la dignité
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humaine et d'autres valeurs) imposé par les Constitutions et les lois
procédurales.

Meme si ce n'est pas correet, on pourrait affirmer que celui-ci e'est le
prix qui doit payer le prineipe de légalité (tout délit doit etre puni) pour
dcmeurer en vigueur dans un Etat de droil.

4.2. Poiitique criminelle

On trouve dans le droit pénal des raisons de politique criminelle
pcrmettant d'éviter totalement ou partiellcment, dans des cas
partieuliers, l'imposition de la peine (dont on ne va pas examiner ici la
nature juridique).

Alors, la poursuite de certains délits est conditionnée totalement
(délits d'action privée) ou partiellement (délits d'action publique
dépendant de l'instance privée) a la seule volonté de la vietime. L'intéret
pour la peine est done subordonné a la volonté de la vietime (ce qui
implique lui reeonnaitre des eriteres d'opportunité).

L'eseroquerie est un fait punissable, sauf si eeei est réalisé entre
personnes qui ont un certain degré de parenté (ce qui met en évidence
que la cohésion de la famille l'e!TIporte sur la propriété d'un membre de
la famille) ce gui est reconnu par la loi. Les ealomnies ou les injures
prononcées par les législateurs dans l'exerciee de leur mandat ne sont
pas punissables (on subordonne I'honneur au libre exereice du mandat).
Dans l'hypothese de délits eontre l'honneteté d'une femme, I'auteur du
délit reste en liberté s'il se marie avec la femme offensée (l'intéret de la
vietime I'emporte sur eelui de I'auteur). 11 existe aussi la possihilité de
diminuer ou méme de dispenser de la peine par tentative de délit (non
existenee du risque pour le bien protégé et moindre dangerosité de
I'auteur); on dispense aussi de la peine dans le eas de reeel pour des
raisons de parenté, amitié ou gratitude (qui l' emportent sur la réussite de
la proeédure pénale). On légifere aussi sur la suspension eonditionnelle
de l'aceomplissement de la peine (eeei n'est pas ohligatoire pour réussir
a la "réadaptation soeiale" de I'agent), et on aeeepte la remise en partie
de la peine par la voie de la liberté conditlonnel1e (l'accomplissement
des regles de la prison est une preuve de "réadaptation soeiale"). Il faut
faire attention a la disparition de l'aetion pénale (et par eonséquent au
sursis) par le payement volontaire de l'amende (e'est une maniere de se
punir soi-meme et qui évite la punition offieielle). Inspirées par des
criteres de politique eriminelle, la preseription de I'aetion pénale et de la
peine sont allssi des exeeptions qui évitent la punition officielle.

La loi n° 23.737 (art. 31 bis) de stupéfiants ajoute la figure de
"agente encubierto!" c'est-a-dire un fOllctionnaire des forces de sécurité
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autorisé par le juge a s'entremeler dans une organisation délictuelle, et a
qui on accorde immunité pénale en cas de commettre d'autres délits (a
condition de ne pas mettre en danger la vie et I'intégrité physique, et
d'éviter des dommages physiques ou psychiques aux gens). Cette
autorisation controversée, répond a la nécessité de trouver des preuves
afin de bouleverser une telle organisation délictuelle.

4,3, La pral/que de la procédure pénale

Dans le domaine de la procédure pénale, le fonctionnement pratique
de diverses institutions dont le but n'est pas effectivement orienté a cet
effet, permet le passage de certains criteres d'opportunité.

4.3.1. Voyons par exemple le sursis par prescription utilisé dans la
pratique comme une forme de sélection des tribunaux, qui ne suivent
pas la démarche ou qui accélerent Ic processus d'apres certains criteres
d'opportunité. On entend souvent dire des phrases telles que "la faute
cornmise par ce pauvre garvol1n'est qU'Ull petit ríen, ce n'est pas grave; il
faut lui donner une autre opportunité", et on dépose le dossier dans
¡Iattente de la prescription. Au contraire, !'ce mee est un voyou" ou bien
"ji n'a fait qu'abuser sexuellement d'une femme", etc. II faut donc
continuer la procédure, il n'est pas question qu'elle se prescrive. La
décision de Ilcontinuer" ou de "faire prescrire" une affaire, correspond
aux criteres d'opportunité, et c'est une exception au principe de légalité.
On peut remarquer aussi le cas de certaines procédures dans lequel la
victime demande la réparation d'un dommage; une fois satisfait cet
aspect, I'affaire s'arrete et il se produit le sursis par prescription.

11 faut penser aussi a I'accord entre les procureurs concernant un fait
qui ne constitue pas un délit, ce qui dans les systemes d'instruction
juridictionnelle empeche le juge de commencer I'enquete, meme s'il
erolt que le délit existe, ce qui entralue un cas de recel concernant le
critere d'opportunité accordé entre les procureurs. 1I en est de meme
avec I'accord entre les procureurs, quand on parle de la défense
d'accusation (il faut un jugement), et au contraire il y a !ieu au sursis, ce
qui oblige le juge ase prononcer, méme s'i1 ero!t qu'il y a des raisons
pour I'accusation. Ou la demande d'acquittement (obligatoire) pour le
juge correctionnel, prévue dans certains codes; ou bien la liberté donnée
au procureur pour nc pas faire recours a des décisions favorables a
I'inculpé, ou la liberté donnée aux supérieurs pour désister le recours
présenté par un subalterne.

4.3.2. On considere un alinéa a part pour I'hypotbese du sursis qui se
présente quand il n'y a pas de preuves suffisantes pour l'accusation, mais
O" la possibilité de punir I'inculpé n'est pas évidente non plus, c'est-a-
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dire un sursis par doute insurmontable, quand on ne peut pas prévoir le
changel11ent de eette situatían drincertitude, et par conséquent, slil y a
lieu au jugement, l'incu1pé n'est pas condamné. Une telle disposition
légale met en évidence une décision de politique procédurale, avec un
sens d'opportunité appuyé sur certains fondements (éviter des frais
inutiJes a l'Etat, et "la sellerte" a l'accusé), e'est pourquoi on le signale
camme un cas de !!discretionnalité technique". Et iI en est ainsi face aun
délit qui, du point de vue objectif est passible de punition, et dont
I'insuffisance de preuves détermine la fermeture anticipée de la
procédure, sans donner a l'Etat la possibilité de mener nn jugement dont
le résultat final serait (au moins du point de vue théorique) unjugement
condamnatoire et l'imposition de la peine.

4.3.3. Finalement, je remarque une nouvelle du dernier Code de
Proeédure de Cordoba (proposée dans de nouveaux projets pour la
Nation et pour les provinees de Buenos Aires et Santa Fe), appelée
tljugement abrégé", inspiré d\me décision de valoriser les accords entre
le Procureur et l'accusé concernant le montant de la peine, mais qui
admet I'insertion de criteres d'opportunité meme s'ils ne sont ni
pourraient etre explicites dans la loi de la procédure, et qui dans la
pratique s'introduisent d'une maniere masqnée. Cest ainsi que si
I'inculpé fait son aveu de culpabilité, le tribunal pourra négliger la
réception de la preuve et fondera son jugement sur la preuve re,ue
pendant la requete préparatoire, et il ne pourra pas imposer une peine
supérieure a celle proposée par le procureur, mais eerte concession
apparente au principe aeeusatoire (on ne peut pas punir au-dela de ce
que I'acteur pénal exige) cache en réalité la possibilité d'une transactian
sur la peine, cal' I'ineulpé ne fera son aveu de eulpabilité qu'au moment
al! son avocat aura convenu avec le procureur que, comme récompense
á certe artitude qui facilite la finalisation du jugement, il demandera une
peine moins grave que celle qu'il aurait méritée (a l'échelle prévue pour
ce délit)et qui ne pourra étre dépassée par le tribunal. La preuve la plus
catégorique du fait que, pour des raisons pratiques, on est arrivé á certe
espece de composition e'est que, á un an de la mise en vigueur du
nouveau code, le 43°./0 des jugements définitifs ont été jugés par la loi de
la proeédure abrégée, et toutes les Cours d' Assises de la Capita1e de
Cordoba ont utilisé ce systeme.

Certe réalité va faeiliter dans l'avenir l'acceptation de solutions de
cansensus sur le conflit pénal dans la législation de fond, pouvant élargir
el elarifier ¡'aeeord substantiel sous-jacent dans le "jugement abrégé" et
son applicatiol1, dont le but ne serait plus celui d' imposer la peine, mais
de I'éviter.
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4.4. Criteres d'opportunité explicites

Dans notre législation pénale existent depuis longtemps certaines
dispositions signifiant une vraie acceptation de ce qu'on connalt comme
criteres d'opportunité (au sens propre). On pourrait dire, en général,
qu'ils visent it donner la priorité it la prévention spéciale d'auteurs de
délits légers, et dans certains cas it la prévention générale, et qu'ils
essayent de satisfaire aussi, d'un cóté, l'intéret de la victime, et ils se
fondent d'autre part, sur des arguments utilitaires. lIs se présentent, dans
les deux cas, comme des exceptions it l'irrévocabilité de l'action. lIs
supposent l'existence d'une preuve coutre l'iuculpé, et ils prévoient un
contróle juridictionnel adéquat de l'application du principe
d'opportunité.

4.4.1. D'apres la législation sur des stupéfiants (Loi 23.737, art.18)
quand la personne qui est en possession des alcaloides pour sa
consommation personnelle est une personne adonnée qui dépend
psychiquement et physiquement de la drogue, on peut lui imposer un
traitement de rééducation - s'il accepte - et celui-ci interromp la
démarche de la procédure. Sa réussite va détenniuer la non punition du
délit et le sursis de la personne adonnée récupérée.

4.4.2. Dans ce meme sens on trouve la "suspension du jugement a
preuve", institution qui, depuis longtemps devient un systeme altematif
de traitement des délits légers et de délinquants primaires qui laisse de
cóté l'imposition de la peine et qui, actuellement, fait partie de la
législation positive (Code de Procédure Pénale, Loi 24.316, arts. 76 bis
et ss.)

Son but est celui de faciliter la réadaptation sociale des délinquants
primaires et la réparation de la victime, au moyen de l'accomplissement
de certaines conditions, évitant de faire appel it la stigmatisation inutile
d'une condamnation pénale (meme si elle a été réglée avec un critere si
restrictif qui porte atteinte a son efficacité juridique et pratique). Cela
peut s'appliquer quand une personne est inculpée d'un délit n'ayant pas
plus de trois ans de peine en prison et elle bénéficie d'une condamnation
conditionnelle. Dans ce cas-E! 011 peut arreíer le jugement pour un délai
déterminé et sous certaines conditions imposées par le tribunal
(apparemment ce serait une sorte de traitement dont le but serait la
réadaptation sociale avant l'imposition de la peine), surtout la condition
d'indemniser la victime et de ne pas commettre un nouveau délit. Si les
conditions ne s'accomplissent pas dans le délai prévu, ou bien s'il y a un
nouveau délit, la procédure recommence. Mais, dans le cas contraire, la
prétention pénale disparaít en donnant lieu au sursis.
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11 faut remarquer que la suspeusion du jugement il preuve demandera
un triple accord: celui de l'inculpé qui la demande; celui du procureur,
títulaíre de I'action pénale qui I'accepte; et celui du tribunal qui controle
que ce cas mérite la suspension du jugement il preuve.

La valeur institutionnelle de ce qu'on vient de décrire est tres
remarquable, parce que cela s'éloigne de l'habitude historique de notre
droit pénal, en admettant une exception au principe de légalité d1apres
celtaíns criteres d'opportunité. A partir du moment meme de sa mise en
vigueur, on a entamé la possibilité d'en élargir sa portée.

4.4.3. Le Cade Pénal dispense de la peine celui qui participe il un
délit de cOl1spiration par trahisan, mettant au courant de la situation
l'autorité avant le commencement de la procédure (art.2I7). lJ y a un
critere d'opportunité cannu comme "utilitaire ll qui sert de source
d'ínspíration il cette disposition: l'intére! d'évíter la trahison l'emporte sur
I'íntéret de punir le partícipant qui la dénonce. lJ en est de meme avec
celuí quí particípe a un attentat contre la sécurité de la Nation et qui le
dénonce il I'autorité avant l'avair accompli (Loí 13.985, arto 14, res!. par
la loi 23.077). Et s'ílle dénonce apres I'avoir accompli et qu'il collabore
il la détentian de ses complices, il pourra aussi etre dispensé de la
sanction pénale (art. 14, 2e. par ibid).

4.4.4.La Loí Pénale Fiscale et prévisionnelle nO 23.771 ordonne
(alt.14) que si la condamnation conditionnelle a lieu, et que l'infractenr
accepte et satísfait la prétention fiscale ou prévisionnelle, I'action pénale
disparaitra. La réparation du "lésé"(organisme fiscal ou prévisionnel)
donne une solution ace conflit

4.4.5. La loi n' 23.737 de stupéfiants faít une autre exception connue
comme celle du tlrepentil1.

Celui quí participe il une conspiration (art. 29 bis) et qui se présente
devant I'autorité pour dénoncer le délit avant que celui-ci ne soit
commis, ou qu'íJ empéche l'accomplissement dudit délit; celui qui
participe il des délíts en rapport aVec le trafic de drogue et qui donne des
renseignements permettant des progres tantot dans la requete tantot dans
la proeédure; ou bíen des renseignements sur les effets, instruments ou
produits du délit, peut bénéficier d'une réducüon de la peine, ou meme
de l'exemption totale de eelle-eí (meme sí on ne tient eompte de cette
possibilíté que sí les renseígnements sont si importants qu'ils perrnettent
le bouleversement de I'organisation). Gn y voit clairement qu'avec la
figure du Ilrepellti!1 011 essaie d'obtenir une action beaucoup plus efficace
vis-a-vis de cet illicite transnational, fortement corrompu, dont les
moyens économiques et les modalités opérationnelles rendent difficile
sa poursuite par les bíaís traditionnels de la requete.
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Cependant on considere qu'on doit étre prudent dans l'application de
cette figure (car il ne s'agit pas d'un témoin obligé de dire la vérité, mais
d'un mouchard, d'un délateur). Son application doit étre aussi dissuasive
de faux repentirs provoqués par de différents types de manipulations. II
faut faire attention aussi a des opinions critiques.

4.4.6. Dans le régime pénal concernant les mineurs (Lois nO 2278 et
22.803) on autorise la non application de la peine correspondant a un
mineur punissable si le juge considere qu'elle nlest pas nécessaire
d'apres les modalités du fait, les antécédents de I'enfant, et les résultats
(favorables) du traitement tutélaire orienté vers sa formation qui devient
une présupposition indispensable pour punir ou ne pas punir. Voila
pourquoi on considere que ledit traitement a réussi a sa finalité
éducative (c'est-a-dire de prévention spéciale) propre de la peine pour
des mineurs, ce qui ne rend pas nécessaire son applicatiol1.

5. Conclusions

Le principe de légalité doit étre la regle générale pour la poursuite et
la punition des délits d'action publique. Mais si on fait attention a
plusieurs arguments des critiques a propos des ses exces et ses défauts,
il faut en accepter des exceptions fondées sur les criteres d'opportunité
dont on a déja parlé (l'opportunité réglée) et dans les conditions
signalées dans le par. 3.3. "Autant de légalité que possible: autant
d1opportunité que nécessaire (patitique et économiqueY'. Ceci semble
étre la synthese de la pensée pénale (et procédurale) de nos jours.

l. Pour obtenir les avantages pratiques qu'on attend de cette position,
il faut y ajouter les réformes législatives nécessaires et faire un
inventaire minutieux des ressources humaines et matérielles affectées a
la poursuite pénale de l'Etat, et ensuite les redistribuer avec un critere
plus rationnel de fayon a ce que la plupart d'entre eux soient destinés a
ces délits dont la requete, le jugement et la punition soient plus
importants, selon son degré de gravité, la fayon dont ils ont été commis
et la fonction de son auteur selon le caractere dangereux lnis en
évidence par celui-ci, etc. Les autres seront affectées aux délits de
moyenne ou faible gravité qui pourront étre traités de différente fayon
issues de criteres d'opportunité qui favorisent la "réinsertion sociale"
(dlet de prévention spéciale de l'agent conyu comme la probabilité que
celui-ci ne retombe pas de nouveau sous le coup du droit pénal): ceci, en
faisant prévaloir les intérets de la victime, dant la réparatian (ayant un
effet de préventian générale seIon certains auteurs cantemparains) peut
étre considérée non plus cornrne une simple question civile, mais
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comme une troisiéme finalité du droit pénal conjointement a la peine et
aux mesures de sécurité.

2. Le sueces de eette proposition présuppose, du point de vue
organicoj"onctionnel qu'il y ait quelqu'un pour mettre en place des
politiques allant en ce sens, et qui puisse fixer des objectifs et des
procédés pour les atteindre.

D'aucuns proposent que ce soient les Hautes Cours ou les Cours
Supremes de Justice, par l'exercice du pouvoir de surintendance (c'est-a­
dire le pouvoir de gouverner le pouvoir).

O'autres, parmi lesquels je me trouve, croient que certe mche
incombe au Parquet, dont la stmcture hiérarchique permet la mise en
place de politiques de poursuite pénale dans le cadre de ce que les lois
autorisent.

Certe tache peut etre menée a bien aujourd'hui suivant des criteres
uniformes, qu'il s'agisse de I'application des exceptions au principe de
légalité qui existent déja dans la législation pénale, ou du caractere
prioritaire des cas pénaux, lorsque la possibilité matérielle d'enqueter ou
de tout juger n'existe pas, et que le Parquet ordonne de commencer par
certains délits; dans !a pratique il en résultera que, par leur caractere
priorítaire, on y pretera plus d'attention, et le reste sera traité plus tard ou
simplement jamais, car du point de vue des ressources i! n'y aura pas de
moyens matériels pour le faire.

3. En ce qui concerne I'aspect procédural, I'application de ces idées
supposera que I'action pénale soit ala charge du Parquet non seulement
en ce qui concerne ses aspects conclusifs (par ex. i'accusation, mais
aussi la préparation de ces derniers en accordant aux fonctionnaires
I'attribution de I'enquete préliminaire sur les délits et en les rendant
responsables de la soutenance de I'accusation et de ses preuves, et en
réservant au juge le contróle de l'aetivité du Parquet (jugement sur la
correction fonnelle el le caraetére probant des demandes et des
conelusions - sommations - de ce dernier) et sa fonction essentieUe de
juger en se prononyant sur I'innocence ou la culpabilité de l'accusé et
I'application du droit dans ce cas concret qui, comme nous I'avons déja
dit, ne doit pas toujours se traduire par l'application d\me peine.

SUMMARY

The Author reviews the debate that has arisen in Argentina - and
more broadly throughout Latin America - on the political-penal merits
ol establishing a system of criminal prosecution based on the principie
al opportuneness. In aclimate that is favourable for implementing a
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"controlled legality", he examines the constitutional and legal premises
permitting its application in the Argentinean system of Criminal
Procedure.

The Author reviews the arguments for and against the principie of
strict legality of prosecution, hitherto in force, and analyses the
consequences of the ''panjudicial illusion", which figures among its
aims,

He also reviews the results showing defieieneies of the judicial
system in general and of the Attorney Genera!'s Department in
particular, in re/ation to the "black statistics" and "gilded statistics" of
crime.

In the second part of the work, the Author defines and examines the
bases of the principie ofopportuneness and the need in penal policy for
a rejorm whieh will enable the penal system lo seleet "the essentials",
also justifYing such an approach which would harmonise with modern
Criminal Law and new concepts ofcriminalpenalties, as well as serving
10 relieve the excessive burden upon the eourts.

RESUMEN

El autor presenta el debate surgido en Argentina - y en general en
toda América Latina - acerca de la conveniencia politico-criminal de
instaurar un sistema de persecución penal basado en el principio de
oportunidad. En el planteo, favorable a la implementación de una
"legalidad reglada", se examinan los presupuestos constitucionales y
legales que posibilitarian su aplicación en el ordenamiento procesal
penal argentino. Repasa el Autor los argumentos en pro y contra del
principio de legalidad de persecución estricto, que está aún vigente, y
analiza las consecuencias de la "ilusión panjudicial" que figura entre sus
objetivos.

También se indican los resultados que arroja la deficiente gestión
judicial en general y del Ministerio Público Fiscal en particular, en
función de las "cifras negras!! y IIdoradas l1 del delito.

En la segunda parte del trabajo, el Autor define y fundamenta el
principio de oportunidad y la necesidad politico criminal de una reforma
que posibilite al sistema penal seleccionar "lo esencial", justificándola
también en la adecuación con el derecho penal moderno y en las nuevas
concepciones de la pena, además del consecuente descongestionamiento
judicial que generaría.
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lnlrocluction

11 cannot be denied thal the rapid developmenl ofthe United Stales,
which has astounded Ihe world, has been largely due lo combinations
of individual weallh co!!ecled in large corporations for Ihe purposes of
enterprise. We owe much as a new country lo them, but it is also true
that as a counlry develops more jully, becomes more thickly settled and
the individuals accumulale more wealth, the corporations seek to
overstep the bounds of their charters and the laws of the country, and
commit crimc.\'. j

Over a hundred years ago, Judge Cícero J. Líndley admoníshed
members of the Stales Attorney's Association of Illinois to consider an
emerging threat that wiH only increase as commercial tife in the United
States matures. Concentrated private \vealth, large corporate
conglomerates, and the prospect of intense cornmercial activity in
interstate commerce, combine lo pose a distinct challenge to law and
law enforcement. Add to thís the appearance of large trusts, powerful
monopolies, and widespread corruption in certain industries. It is no

An expanded version ofthis paper appeared in "Corporate Prosecution, Cooperation,
and the Trading ofFavors" (2002), 87 /owa 1. Rev.
C1CERO J. LINDLEY (1899), "Criminal Acts of Corporations and Their Punishment",
7 Am. Lawyer, 564.
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wonder that courts and legislatures regnlarly dehated how best to control
abuses of corporate power.

Liudley's words came at a distinct tuming point in the history of the
criminal law. By the beginning of the Twentieth Century courts were
frequently hearing cases of corporate nuisance and corporate
misfeasance with a common law heritage that, for reasons having much
to do WitJ1 conceptions of corporate personhood, did not contemplate a
role for the criminal law.2 It S0011 became c1ear, however, that t1¡c
metaphysics of personhood was an insufficient obstacle. Logic and !he
absence of biology gave way to the necessity of criminal regulation, or
at least the perception ofits necessity.3

As Justice Day reasoned in the 1909 watershed case of New York
Central Railroad, corporations make up much of !he activity in
interstate commerce. Restricting !he criminal law in the regulation of
interstate commerce would essentiaUy immunize corporations and
"virtllally take away the only means of effectually controlling the
sllbject matter and correcting the abuses aimed at it.,,4 With New York
Central Railroad, the corporate criminal law was eJevated aboye failOO
regulatory polieies and practices. In the ensuing years, however, the
divergence between the literal requirements of New York Central
Railroad and actual regulatory practice grew dramaticaUy. How and
why this divergence took place wiU be brief1y discussed in Part 1of this
paper.

It would be a misstatement to conclude, however, that the eorporate
criminal law and, thus, corporate criminal liability, became something
of a relic. Resort to the criminal law moved in an out of favor oVer the
past Century. In recent years, !he conventional wisdom endorses the
coexistence of cooperative models of regulation and corporate criminal

Sec, e.g., KA.THLEEN F. BRICKEY, (1984), Corporate Criminal Liaói/ity.
See, STEVEN D. WALT & WILLIAM S. LAUFER, (1991), "Why Personhood Doesn't
Mattee Corporate Criminal Liability and Sanctions", 18 Am. J Crim. L. 263;
STEVEN D. WALT and WILLIAM S. LAUFER, Corporate Criminal Liability and [he
Comparative Mix 01 Sanctions, in White Collar Crime Reconsidered, ed. Kip
Schlegel and David Weisburd (1992). For a lively debate on corporate personhood,
see DONALD R. CRESSEY (1988), "The Poverty of Theory in Corporate Crime
Research", in 1 Advances in Criminological Theory 31; JOHN BRAITHWAITE and
BRENT FISSE, (1990), "On the Plausibility of Corporate Crime Control", 2 in
Advances in Criminological Theory 15; and GILBERT GEIS, (1994), "A Review,
Rebuttal, and Reconciliation of Cressey and Braithwaite & Fisse on Criminological
Theory and Corporate Crime", 5 in Advances in Criminological Theory, 321.
New York Central & Hudson River Railroad Company v. United States, (1909), 212
U.S.481.
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liability where resort to the criminal law is literally the last resort.' In
Part Il of this paper, we raise one of a number of limitations that plague
this coexistence. Scholars have recognized lhe theoretical rísks and
limitations of complete reliance on the criminal law. Others have
documented the distinct weaknesses of cooperative regulation. We
restrict our discussion to the difficulties of protecting "blended"
regulatory regiInes fram eorporate abuses or "gamingll.

Finally, we conclude that the evolution away fram reliance on
criminal law and command and control regulatory strategies in recent
years requires either abiding faith in the character of compliance or,
alternatively, a disinterested vigilance to ensure its integrity. We deny
having the formcr and qllestion, albeit optimistically, how this vigilance
might be achieved when the interests of reglllators and the regulated are
so much aligned.

l. Phases of Corporate Criminal Law

The corporate criminal law has moved through four distinct phases.
In the first phase, COllrtS obsessed over the importance and meaning of
corporate personhood. The individualistic bias of common law crimes
made the attribution of liability seem both strange and wrong. Courts
could only go so faL Withollt a soul, jlldges concluded that the idea of
corporate mens rea was too much of a fiction. Between 1850 and 1910,
however, rising concerns ayer new forms of market power and rapid
market integration captured the pllblic's attention. Corporate criminal
liability, no malter how illusory or seemingly illogical, became
increasingly appealing as a hedge against this power.

In the second phase, initiated by the decision of New York Central
Railroad, courts abandoned the nonfeasance-misfeasance distinction for
reasons of practicality6 Corporate regulation this new world of
interstate commerce necessitated a powerful and more formal social

See JOHN BRAlTHWAJTE,(1990), "Convergence in Models ofRegulatory Strategy", 2
in Curren! Jssue Crim. Just. 59; see also 1. AYRES & J. BRAITHWAITE, (1992),
Responsive Regulation: Transcending the Deregulation Debate (articulating a new
paradigm for reguJatory cooperation); J.BRAITHWAITE, (1985), To Punish ar
Persuade: Enforcement olCoa! Mine Safety(extending theories of self-regu1ation to
the coal ¡ndustry); JOHN BRAlTHWAITE, (1982), "Enforced Self-Regulation: A New
Strategy for Corporate Crime Control", 80 Mich. L. Rev. 1466 (proposíng a new
concept of reguJatory cooperatíon).
WILLlAM S. LAUFER, (1994), "Corporate Bodies and Guílty Mínds", 43 Emory L.J.
647, 651-58 (díscussíng origíns of corporate crímínalliability).
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control. This was aH the more tme as the first merger wave ended and
large corporations became increasingly decentralized. Centralized
functions were now specialized and complexo In the years leading up to
New York Central Railroad unease over loss of control across the
managerial hierarchy invited the fonnality of criminal law7 Vicarious
eorporate criminal Iiability soon became the rule of law in all federal
courts.

The phase that began with a set of clearly defined Iiability rules,
derived from the tort law doctrine of respondeat superior, evolved into a
protracted period of strategie risk shifting by employers and employees.
Perceptions that vicarious fault was unduly striet and harsh prompted
pleas by firms for a better understanding of the complexity of the
corporate fonn and the diligence of management in promoting law
abidance8 No fewer than four years aftcr New York Central Railroad,
corporations were raising due diligence defenses. One cannot imagine a
greater slight to the substantive law. How can corporations assume risks
for the acts of their agents and, yet, avoid liability if they did their best
to ensure compliance. A host of other risk shifting mechanisms, from
fidelity bonds and a variety of other insurance products, characterized
the Iiability posturing ofboth employers and employees.

This posturing continued into the third phase distinct phase of the
corporate criminal law, where there was a marked rise in regulatory
power and regulatory law. Compliance replaced punishment as lhe
preferred sanction in a regulatory era where the locus of enforcement
was found in sweeping legislation, codified in a host of federal and state
regulatory statutes. Labeled the Environmental-Consumerist Period by
legal scholars, Congress aud state legislatures turned their attention to
"social costs of a successful industrial eeonomy"9. By the end of this
period, and the beginning of a subseguent phase of deregulation,
literally thousands of crimina! provisions were found in a wide range of
federal statutory law. 1O Marshall Clinard and his eolleagues captured a
glimpse of the effects of this new regulatory state on large corporations
in their much-heralded work Illegal Corporate Behaviorll

See generaliy R.S. GRUNER, (1994), Corporate Crime and Sentencing.
W,S. LAUFER, (1999), "Corporate Liability, Risk Shifting, and the Paradox of
Compliance", 52 Vand L. Rev., 1343.
H. FIRST, (1990), Business Crimes 4.

11I LAUFER W.S. (1992), "Culpability and the Sentencing ofCorporations", 71 Neb. L.
Rev.. 1049.

" CUNARD M.• YEAGER P.e., BRISSETTE J.• PETRASHEK D., and HARRIES E. (1979).
¡¡legal Corporate Behavior.
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In the final and present phase, spnrred by the passage of lhe
Sentencing Guidelines for Organizations, corporations were seduced
into a novel partnership with government. Following significant
lobbying from business associations, a congressionally appointed body
- the lJnited States Sentencing Commission - announced guidelines that
govern the sentencing of corporations in federal courts. The timing of
the release of the Sentencing Guidelines could not have been better.
Congress approved the Sentencing Guidelines when dissatisfaction with
the remaining command and control strategies of corporate regulation
was paramount. Drafters of the Sentencing Guidelines wanted
corporations to face the threat of significant punishment and, at the same
time, the possibility of mitigation, leniency, and amnesty. Theories of
cooperative regulation and negotiated compliance, blended theories,
could easily accommodate.

The Sentencing Guidelines require judges to consider a base fine
multiplied by a mitigation score. A corporation's willingness to accept
responsibility, cooperate with authorities, and implement a compliance
plan reveal due diligence. Of conrse, knowing the Sentencing
Guidelines prescription for organizational due diligence in advance
gives corporations incentive to demonstrate compliance so that, in lhe
very unlikely event of a criminal investigation, liability is avoided or at
least minimized. None of this logic was lost on a cottage industry of
consultancies that soon after the passage of the Sentencing Guidelines
turned corporate compliance into a large and, at least initially, profitable
industry - aH in the name of the Good Corporate Citizenship movement.

The compliance industry deftly markets the story that evidence of
organizational due diligence likely forestalls a criminal investigation,
minimiz.es the likelihood of a criminal indictment, and regnlarly leads to
a grant of governmental leniency, if not amnesty. Regulators and
proseeutors decline cases involving corporations that demonstrate a
commitment to compliance and actively cooperative wilh anthorities.
Declinations reward firms for their proactive, reactive, and cooperative
efforts, reserving resources for the most abusive firms.

Policy statements issued by the Iargest regulatory agencies reinforce
the mOve away from command and control strategies to a brand of
negotiated compliance, coerced cooperation, and regulatory persuasion.
Most offer generous leniency and amnesty programs for corporate
cooperators. Organizational cooperation and acceptance of
responsibility are exchanged by corporations for mitigation,
exculpation, or absolution. In fact, corporations have little choice but to
trade favors with authorities with the threat of significant Guideline­
prescribed fines.
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1'he result is a new enforcement landscape - one of substantial
assistance, mitigation credits, and volnntary disclosure. In theory, the
snbstantive corporate criminallaw is nncha.l1ged since New York Central
& Hudson River Railroad. In practice, negotiated compliance has all but
replaced the substantive law. Corporate cooperation that facilitates the
flow of evidence to anthorities is the criticaJ featnre of this regulatory
strategy.

n. Gaming tlle Partnership

Critics of cooperative models credit their ineffectiveness to a
combination of "strnctural constraints of regulatory agencies and the
ideological, political, and economic consequences of these
constraints.,,12 Others focus on the inevitability of collusion and ask,
"Who controls the controllers?"lJ We ask similar questions. Our focus,
110wever, is on the effects of gaming "blended" regimes, particularly
when reglllatory incentives align corporate and governmental interests
and create a partnership. 1'he motives behind the creation of this
partnership were entirely transparent.

"1'l1e Guidelines' carrot and stick approach," according to a former
United States Attorney, "represents an unprecedented offer by the
government for business to become the government's "partner" in
controlling crime"." 1'his partnership is designed to increase compliance
with !av/s and regulation; support proactive approaches to preventing
llnethical and illegal acts; open lines of commllnication ahout
compliance concems and failures; and align the interests of government
with those of business.

Can this partnership ever be too close? In wbat ways may
corporations exploit this partnership to fllrther shift liability risks? One
disturbing trend, "Reverse whistleblowing" (RWB), provides answers to
both of these questions. RWB is a risk shifting game, occurs when an
organization, throllgh the actions of senior management, identifies
culpable e:mployees and offers evidence against them in a trade with
proseclltors for corporate leniency or possible amnesty. RWB is the
inverse of the familiar practice of employee whistleblowing. Instead of

12 L. SNlDER, (1995), "Regulating Corporate Behavíor", in M.R BLANKENSHIP,
Understanding Corporate Criminality, p. 202.
G. VAN DEN HEUVEL, Corporate Crimes in the East and West: In Search af
'Collusion '.

I~ O.G. OBERMAIER, HA Practical Partnership," National LawJournal, Nov. 11, 1991, at
p.l3.
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employees identifying corporate deviance, the practice of RWB
identifies deviant employees. In law abiding organizations, RWB is
often justified as a strategy necessary for survival. Unfortunately,
however, corporations that share culpabiJity practice RWB to displace
blame.

In the consensual form of RWB, or consensual "scapegoating," a
corporate agent wiUingly takes responsibility for a llcorporateli wrong.
In the more disturbing nonconsensual form, credible though not entirely
deserving agents are blamed. In both cases, RWB is rationalized as a
necessary compromise to maintain the viability and health of the entity.
In both cases, RWB often produces a divergence of interests between
management and employees that inevitably leads to actions that appear
far less than fair, such as the seapegoating of subordinate employees for
the acts of the company.

The concern is lhal subordinate employees wi!h a peripheral
eonuection to organizational deviance will be lrealed as expendable,
partieularly when corporale counsel and regulators begin bargaining
over criminal liabiJity. "Corporations, if left to lheir own devices,"
aecording lo Brenl Fisse and Jolm Braithwaite, "will try lo deflect
responsibility lo a seleel group of sacrificial personnel, ofien at a lower
level lhan the actual source of skullduggery."15

Blaming subordinales may be nothing more than shielding senior
managers aud the entity from criminal liability. Harsh and unjuslified
discipline of employees may be praeticed only to satisfy perceptions of
Guidelines! cOlnpliance. The focus on securing evidence ofwrongdoing
roulinely compromises lhe righls of employees, including the right
againsl self-incrimination. Prosecutors are known lo have coerced
employers to pressure suspected employees. Concerns over waivers of
attorney-client privilege chill inlernal investigations. The mad dash to
the prosecutor1s office by organizations to self~report can compromise
lhe quality of informalion lendered. Finally, all of thís has led to a
discernable shift in lhe role of corporale counsel, from employee
advocate to government agenl or informanl

Five factors determine 'vvhether tIle practice of RWB raise
fundamental questions of fairness? First, the relalionship between !he
criminal acl alleged and lhe actíons of the entity. The greatest risk Jies
where a significanl conneelion exisls between the aets of an employee
and lhe aelions (or inactions) of the enlity converge. For example,
fairness eoncerns are magnified where top management is complieil or

1:\ B. FJSSE & 1. BRAlTHWAJTE 1., (1983), Corporations, Crime and Accountability,
p.29.
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where míddle management tacítly encourages employees.
Organízatíons that are tíghtly coupled face íncreased rísks of

críminal liabílity. Corporatíons tend toward decentralized,
dívisionalized, loosely coupled structures as tlley mature in size and
specíalization. This evolution, some claim, "allows the corporation to
take advantage of opportunítíes as they aríse and react quíckly to threats,
ín and fram the task envíronment. It also allows the organízation to
distance itself from ilIega! actions, illega} actors, and undesirable
attentíon." lO Determiníng a sígnificant connection between the actíons of
the corporation and an employee's act, therefore, ís ofien extremely
difficult. Loosely conpled organízations are well designed to scapegoat
employees wíthout detection.

Second, faímess concems raíse the extent to whích officers, senior
executives, and seníor managers condoned the commissíon of the
offense or knew or consciously disregarded knowledge ofthe íllegality.
Where seníor managers instructed others to commit the offense, were
aware of the ilIegalíties, or consciously disregarded the commission of
the offense, the risk is greatest. This state of mind variable, Iike the
actíon variable díscussed aboye, ís related to firm size and
decentralization. Evidence of corporate knowledge or action is much
more difficult to obtain in organizations where decision making is tied
to an informal culture of "nudges and winks, of rules which are not
realIy meant to be obeyed" .17

A third variable is the relationship of offending employees to those
cooperating with the government. Faimess concems are greatest where
the status of the employee beíng investigated or charged is far
subordinate to those offering cooperation. The notion of scapegoating
requires more than mere substitution; scapegoats must be disposable and
worthy of being disposed. Ideally, from the perspective of the
corporation, a scapegoat should be weak and unable to retaliate.

Fourth, the character and quality of compliance initiatíves are
critica!. Nonconsensual RWB appears that much more líkely in cases
where firms purchase complíance to the minimum requirements of
prevailing laws -purchases that go to satisfy the impíessions of
regulators. Finally, the existence of a corporate culture embraced by
leadership and committed to organizational íntegrity mínimizes faimess
canceroso

1(, C. KEANE, Loosely Coupled Systems and Unlawful Behaviour: Organization Theory
and Corporate Crime, in "Corporate Crime: Contemporary Debates", 168, 169
(Frank Pearce et al. eds., 1995).

17 S, FlSSE & J. BRA¡THWAITE, (1983), Corporations, Crime and Accountability, 184.
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In. Conclusion

The practice of RWB provides a glimpse of the limitations of a
cooperative regulation in a blended regime. It is but one unfortunate
artifact of a growing trend to exalt the value of corporate cooperation.
What signal is sent to employees when it becomes clear that the
loyalties of corporate counsel, outside counse!, and prosecutors continue
to converge? The answer seems clear.

Every year following passage of the Sentencing Guidelines, there has
been a noticeable escalation in prosecutorial expectations of
organizational cooperation-an escalation made public in the criminal
investigations of Pmdential Securities, Salomon Brothers, and Sequa
Corporation. In each case, crimes were ultimately recast as actions of
wayward employees, rather than those of the organization afier these
targeted corporations satisfied prosecutorial demands for cooperation.

The lesson was simple - in the unlikely event that criminal activity is
identified in an organization, joining with prosecutors in offering
boundless cooperation may very well avert even a near death
experience. Without the pressures from this partnership and with
llnwavering faith in the character of corporate compliance, no one
would doubt the integrity of blended cooperative regimes. But the
pressures are real and the metrics for assessing corporate compliancc are
far from perfecto

Ta address tbe pressures and the prospects of gaming, there appears
ol1e simple solution: increase organizational transparency. Braithwaite's
notion of tripartism and Shearing's model of constitntive regulation
leverage the power and place of consumer lobbies, unions, and
nongovernmentaI organizations. ]8 Third party participation in the
reglllatory process may be the most elegant solution to ensure a tme
compliance and, yet, genuineiy comba! deviance. Proposals to leverage
pllblic interes! groups and their capability to more formally monitor the
reglllated and reguiators may hold the greatest promise.

RÉSUMÉ

La croyance populaire
coexistence de modeles

sanctionne depuis
de réglementation

quelques années la
coopératifs et de

l~ See AYRES & BRAlTHWAITE, supra note 7, at 54 ("[T]ripatism might prevent harrnful
capture, identify and encourage efficient capture, enhance the attainment of
regulatory goals, and strengthen democracy.").
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responsabitité crimineile des entreprises lorsque le recours au droit
criminel est littéralement le dernier recours. Dans cet article, nous
soulevons une des nombreuses limitations qui contrarient cette
coexistence. Les experts ont reconnu les risques et les limitations
théoriques que comporte le fait de s 'en remettre entierement au droit
crimine!. D'autres ont documenté les nettes faiblesses de la
réglementation coopérative. Nous discuterons de la diffieulté de
protéger les régimes de réglementations "mixtes" des abus de
l'entreprise, ou "ganring". Nous conclurons que le fait de compter de
moins en moins sur le droit criminel ainsi que les stratégies de
réglementation du eommandemen! et du contróle mises en places ces
dernieres années requierent soit une foi constante dans le respeet
desdites réglementations, soit un observatoire désintéressé pour en
assurer l'intégrité. Nous nions disposer de eette foi, et nous nous
demandons, serait-ee par exces d'optimisme, de queile maniere cetle
vigitanee pourrait élre mise en place alors que les intéréts de ceux qui
réglementent sont aussi fortement alignés sur les intéréts de ceux qui
son! réglementés.

RESUMEN

En los últimos años, el saber convencional confirma la coexistencía
de modelos de reglamento cooperativos y responsabilidad penal
societaria donde no se recurre al derecho penal lnás que en última
instancia. En este documento mencionaremos una de las muchas
1imitaciones de las que está plagada esta coexistencia. Los especialistas
han reconocido los riesgos y limitaciones teóricas que conlleva una
dependencia absoluta del derecho penal. Otros han documentado la
marcada debilidad del reglamento de cooperativas. Discutimos acerca
de la dificultad de proteger regímenes reglamentarios "combinados" de
los abusos socíetarios o "gaming", y llegamos a la conclusión de que la
evolución al margen de la dependencia del derecho penal y las
estrategias reglamentarias de mando y control de los últimos años exige
una fe permanente en el cumplimiento de los mismos o, como
alternativa, una vigilancia desinteresada para asegurar su integridad.
Negamos poseer la primera y nos preguntamos, aunque con optimismo,
cómo puede lograrse esa vigilancia, cuando los intereses de quienes
dictan los reglamentos y los de quienes son el objeto de los mismos
convergen tanto,
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INMEMORIAM





Marino Barbero Santos:
Catedrático y Magistrado

por

IGNACIO BERDUGO
Catedrático de Derecho Penal y Rector de la Universidad de Salamanca

LUIS ARROYO
Catednitíco de Derecho Penal y Rector de la üniversidad de CastiHa-La Mancha

JUA"! TERR'\DILLOS
Catedrático de Derecho Penal de la Universidad de Cádiz

En noviembre de 1969 aSlsítmos a la primera lección de derecho
penal de Don Marino Barbero en la Universidad de Valladolid. Los
alumnos le seguimos a ella con el interés y la expectación que había
despertado la noticia de su condición liberal comprometido que
acompañó su viaje de Murcia a la vieja ciudad castellana. En la breve
reseüa de un semanario universitario de la época se decía que era el
único catedrático que no había jurado los principios del Movimiento y
que a los pocos meses del fusilamiento de Grimau pronunció su lección
de incorporación al Claustro de la Universidad de Murcia con un alegato
contra la pena capital. Nadie quedó desengañado: superando el lenguaje
esopiano de la época, brochazo a brochazo, que cortaba el aire del aula
de grados de la Facultad, fuimos transportados desde el Código penal
hasta el penal de Carmona, para acompaüar a Julián Besteiro en la bora
de su muerte y aprender la primera palabra en lengua alemana, Freiheit,
cuya sola expresión en castellano resultaba francamente sediciosa y
emocionante: libertad. También aprendimos ese día quien era Don Luis
Jiménez de Asúa, patriarca del derecho penal español, socialista y
Presidente de la República en el exilio, así como mnchas otras cosas
más, en aqnélla lección y las que le siguieron, eso sí, arreglándoselas
siempre para no salirse jamás del programa de la asígnatura y de la
lección del día, para desesperación de los dos fijos de sus clases que,
además de nosotros, eran uno de la brigada político-social y otro del
servicio de inteligencia militar. Sólo se salió del programa el día que
murió Jiménez de Asúa. Traspasado de dolor y de pasión, con la vena
henchida, maldijo a los que habian secuestrado hasta la libertad de morir
en la propia patria, aunque esa patria fuera una mala madre con la mitad
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de sus hijos. No nos habíamos aún recuperado de la impresión cuando
ya tenían informe en Capitanía, y no sólo porque tocaba el robo. Así
sucedían las cosas en aquel tíempo en el que no pocos, además de
estudiar o preparar oposiciones, afirmaban cotidianamente su dignidad
y, con ello, la de todos.

La obra científica de Don Marino se proyectó siempre sobre la
política del derecho penal. No podía soportar el limitarse y refugiarse en
disputas sobre la posición del dolo y las estructuras lógico-objetivas, por
eso sus publicaciones lo fueron siempre sobre asuntos de utilidad y fue
casi siempre pionero: contra la pena de muerte, contra la Ley de
peligrosidad social, contra la impunidad de los delíncuentes
económícos, la responsabilidad de los menores, las drogas, las
manipulaciones genéticas, y siempre desde nn bagaje de cultura
profunda, de historia, de arte, de respeto a los clásicos y con un
exquisito respeto por la libertad de los demás.

Su independencia y su compromiso con las libertades le causaron
problemas e incomprensiones. Así, obtenida en 1975 la Cátedra de la
Universidad Complutense, la Cátedra de Jiménez de Asúa, nos decía
emocionado, su nombramiento fue retenido de modo injustificado por el
Ministro de turno.

El compromiso con quienes estábamos próximos a él, con nuestra
carrera académica, es algo que ninguno de nosotros tres podemos
olvidar, era la figura, hoy por muchos relegada del maestro, que enseña
no só lo una materia, sino también una actitud ante la Universidad y ante
la vida. Baste el recuerdo de un ejemplo, cuando en el aI10 1974 uno de
nosotros se postulaba para ayudante y el Rector le hizo saber que no
sería contratado por razones políticas, ni corto ni perezoso despachó un
oficio por el que le comunicaba que de producirse esa arbitrariedad
¡renunciaba a la cátedra! Y como sabían que lo haría se hizo el contrato.

Por ello no nos asombró que renunciara a la condición de Magistrado
del Supremo cuando el Consejo del Poder Judicial le negó el amparo y
le sustrajo con ello la libertad e independencia material qne todo juez
necesita. Cuando alguno aludió a la inminente mejora del "estatuto" de
los magistrados del Tribunal Supremo nos espetó: Uds. saben que en la
vida y por cuestión de principios ya he renunciado a cosas más
importantes que a tres veces el sueldo de catedrático. Dicho y hecho. En
realídad pareciera que ha esperado para morir a conocer la sentencia del
Tribunal Constitucional del pasado 4 de junio en la que todos los
reproches que le hicieron los interesados, los reservistas y los
aprovechados del bando contrario han quedado eu nada. Todas las
quejas procesales se rechazan "por su manifiesta carencia de contenido".
El Constitucional ha venido a declarar que la instrucción del caso Filesa
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por el catedrático despistado ha sido impoluta. Ha sido una hermosa
reivindicación de la figura de Don Marino y de la de todo juez , que
debe ser siempre más justo e independiente que "prudente", y
particularmente una reivindicación de los jueces del turno de los juristas
de Hreconocido prestigio".

Marino Barbero se incorporó al Supremo en 1986. Su nombramiento
por el Consejo General del Poder Judicial formaba parte de la
democratización del alto Tribunal lentamente impuesta por el ritmo de
las jubilaciones de los magistrados del Régimen, inaugurada con la
incorporación a su presidencia de Don Federico Sainz de Robles,
continuada bajo los impulsos de Fcrnando Ledesma como Ministro de
Justicia y garantizada a golpe de sentencia del Tribunal Constitucional,
dos personalidades jurídicas que se forjaron también en el Valladolid de
aquellos años finales de la Dictadura. Merece la pena recordar que el
Magistrado Sainz dc Robles pasó al Supremo desde su bufete de
abogado, al que le habia llevado su firme independencia como juez
frente a un Ministro de Justicia de Franco. Nosotros hemos tenido el
privilegio de aprender lo que era la autonomía universitaria o la
independencia judicial sin necesidad de esperar a que lo dijera la
Constitución o el Tribunal constitucional, nos bastó con tener la mirada
atenta a los contados Maestros que nos lo enseñaron con su ejemplo.

En estos días preparábamos la presentación del libro que sus amigos
y discípulos hemos compuesto en su homenaje con motivo de su
jubilación. Hoy mismo llegaba la confirmación de la fecha por su
maestro alemán, el profesor Jescheck, patriarca de los penalistas
europeos, quien no quería estar ausente en la fiesta académica de su
amigo y discípulo, a pesar de sus 86 años, el próximo 4 de octubre en el
Paraninfo de la Universidad en Toledo, sobre la tumba del gran
inquisidor Melchor Cano, ironías de la vida. Ya no será una fiesta, sino
una sesión necrológica. También aprendimos de él cómo hacerlo, pues
le ayudamos a realizar en Salamanca la de su maestro, Don José Antón
Oneca, discípulo de Jiménez de Asúa, Catedrático de Salamanca y
Magistrado del Supremo con la República, de donde pasó a la cárcel y a
los trabajos forzados durante dos años y que murió la noche del 23 de
febrero de 1981, seguramente de asco. Todo el aprendizaje lo hemos
tenido fácil, de unos a otros, debe ser a ésto a lo que algunos llaman
endogamia. Cómo olvidar sus palabras de maestro cuando
inmediatamente después de obtenida la Cátedra, nos recordaba lo que
debe ser un profesor universitario, lo que su actividad tiene de
compromiso exclusivo y excluyente con esta institución, cómo el
pluralismo, el respeto por la opinión discrepante, la independencia
frente al poder, debe ser la guía de todos los que un día asumimos el
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compromiso de generar saber y transmitirlo. Esperamos, años después,
haber mantenido una trayectoria acorde con el magisterio que hasta el
último momento hemos recibido de su palabra, de sus escritos y de su
trayectoria personal.

SUl'v1MARY

With keen and devout emotion, we think ofMario Barbero Santos in
three capacities: the distinguished professor, the scholar and - for a
number ofyears - the judge.

He will be especially remembered for his independence of thoughl
and his championship offreedom during difficult years for Spain.

As a scholar, we recall in particular his dedication lo issues ofpenal
policy, which he always addressed in a truly pioneering spirit.

RÉSUMÉ

Trois éleves de Marino Barbero Santos commémorent avec une vive
émolion le grand professeur, expert et, durant quelques années,
magistrat.

Ils soulignent tout particulierement son indépendance de pensée ainsi
que son témoignage de liberté durant les années difficiles de I'Espagne.

Considérant Marino Barbero Santos l'expert, ils mettent en évidence
sa sensibilité pour les themes de la polilique pénale, qu'il affronta
presque toujours avec un esprit de pionnier.
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Addio a Marino

Il 27 giugno 2001 emancato ai vivi Marino Barbero Santos.
Gli studi in suo onore - anmmciati nei CaMers (1999, p. 97) ­

sono cosi divenuti studi in memoriam e, come tali, presentati neHa
solenne sessione accademica svoltasi a Tolcdo il 40ttobre.

Li abbiamo qui davanti agli occhi, tutti in lingua spagQola,
neHa loro straordinaria ricchezza ed imponenza: Homenaje al Dr.
Marino Barbero Santos - In memoriam.

Di Marino Barbero Santos gia harmo scritto - e ne abbiamo
riportato il ricordo neHe pagine precedenti - tre insigni ed
affezionati aHievi, dei quali Egli andava giustamente fiero.

Altri ancora scrivera di Lui, per fissare la portata storica dei
suoi contributi nel campo del diritto e deHa politica penale.

Qui noi vorremmo ricardare soprattutto il dono deHa sua
amicizia e la sua sorridente umanita. E cl commuove anche
leggere, proprio nei nostri CaMers (2000, p. 55ss), uno dei suoi
ultimi studi: Estado constitucional de Derecho y sistema penal.

Marino ci estato sottratto agli orizzonti deHa quotidianita e aHa
consuetudine dei nostri incontri, ultimo dei quali queno delle
splendide giornate di Salamanca. Ma di Lui, e di quegli incontri,
restano ben vivi il ricordo e la profonda nostalgia. (M.P.)
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L'avenir de la Société internationale de défense sociale (*)

P"'
CONSTNlTIN VOUYOUCAS

Professeur émerite de droit penal al'Université Aristate de Thessalonique
Vice~présidentde la Société internationaie de défense sociale pour une palitique criminelle

humaniste et President de sa Section hellénique

1. En terminant son "Rapport moral", présenté aLecce en novembre
1996, 10rs dn XlIléme Congrés international de défense sociale, l'alors
Seerétaire général Adolfo Beria di Argentine, exprimait le voeu qu'un
renouvellement des cadres de la Société puisse avoir lieu, surtout pour
ne pas eourir le grave risque qu'elle "perde la vivacité culturelle et
l'esprit innovateur qui I'ont caraetérisée au cours de ces demiéres
décennies" (Cahiers, 1997, p. 115).

2. Pendant les discussions sur I'Addendum au Programme minimum
(Cahiers, 1986, p. 83), j'ai formulé, entre autres, les observations
suivantes (qui gardent leur valeur malgré sa ratification): 1) En vue du
caractere social du phénoméne criminel, ou de la situation conflietuelle,
et de la re1ation striete entre la politique eriminelle et la politique sociale
au sens le plus large du terme, une des tiíches les plus considérables qui
ineombent á la soeiété est la soeialisation de ses membres, entendue
dans le sens d'une volonté et d'une finalité d'insertion sociale, supposant:

a) une justice d'équité ou de conciliation cherchant aassurer á tous la
possibilité de vivre avec autrui dans une "sociabilité" qui serait assumée
par chacun;

b) une action exercée non seulement sur le sujet, mais aussi sur son
milien avee la participation du corps social.

Dans Paccomplissell1ent d'une teUe tache, la société doit n,~courir a
des moyens d'action divers, á la fois pré-délictue1s, en premier lieu, et
post-délictuels, en second lieu. Ainsi, en présence d'une "situation

(~) Nous reproduisons ¡el le dernier chapitre de ]'essai Le passe, le présent el l'avenir de
la Société internationale de d~rense sociale pour une politique criminelle humaniste
publié en langue espagnole dans Homenaje al Dr, Marino Santos - In Memoriam,
Vol. 1. 2001. pp. 779-806.

123



criminene", c'est-a-dire d'une situation conflictuelle ou dangereuse, il
faut:

a) recourir a des procédés de réactions tirés tout d'abord du droit
civil, du droit administratif, du droit social, de la santé, de l'éducation et
de I'assistance;

b) faire recours au droit criminel seulement en dernier ressort:
- en évitant dans toute la mesure du possible l'application d'une

peme;
en rejetant en partieulier, sauf dans des eas limités ou

exeeptionnels, la privation de liberté;
- en trayant, pour les eas inévitables ou subsisterait l'ineareération,

une politique pénitentiaire respectueuse de la personne humaine;
e) en cas de recours a l'appareil pénal:
- assurer d'abord le respect des valeurs hllmaines et se convaincre

qu'on ne peut pas, en bonne conscience, exiger des délinqllants une
conduite irréprochable si l'on n'observe pas a leurs égards des méthodes
conformes aux principes de notre civilisation, la politique criminene
devant s'inspirer de la tradition humal1iste, base de notre culture;

- garantir le respect des droils de l'homme, en observant toutes les
prescriptions résultant d'une légalité stricte, du fait que les principes de
liberté et de légalité, qui sont le résultat du développement historique de
la société moderne, doivent etre eonsidérés inviolables;

- procéder a l'interprétation des regles du droit pénal, ainsi qu'a leur
application, eomme une tache d'ordre essentiel!emel1t pratique, qui exige
une étude attentive et seientifique de la réalité;

- íl est essentiel que la justice criminelle soit conforme a la
couscience soeiale et qu'elle fasse un large appel au sentiment qui existe
dans chaque etre humain de la responsabilité mora!e;

d) Les moyens d' actíon employés a celle fin doivent etre regardés
comme ayant pour but de protéger tant les individus en danger, que la
société envers eux. Par son aetivité, dans ees deux domaines, la société
doit done établir ee qu'on peut a juste titre appeler une défense soeiale.
Le Mouvement de Défense sociale eherchant a assurer la proteetion de
ses membres, entend faire prévaloir dans tous les aspeets de
l'organisation sociale les droits de la personne humaine.

3. Tres remarquables sont, également, les eonsidérations qui suivent:
a) "Le Mouvement de Défense sociale - remarque Adolfo Beria di

Argentine (Cahiers, 1990/l991 pp. 25 et 27) - représente une étape
fondamentale dans le chemin rénovateur de la politique criminelle et des
études criminologiques et pénales. Des hommes de tendances
dífférentes, unis par le désir de rééduquer le coupahle, de défendre la
société, de découvrir et de paralyser, dans la limite du possible, les
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causes de délinquance, sty sont rencontrés". fletest la théorie de la
Nouvelle Défense sociale qui a indéniablement donné au mouvement sa
cohésion et son unité jusqu'a s' y identifier. Elle l'a protégé des exces,
dont il était menacé. Elle lui a fourni une doctrine. Elle a affinné son
autonOlnie". Evidente est done tlpaetualité de eette théorie", au sens
"qu'elle est encare vivante et qu'elle n' a pas été reléguée dans l'histoire
de son telnps\ qu!e!!e tlaide toujours 11 penser, feeonde de stimulation
intellectuelle vers une recherche sans jamais se satisfaire dans le
triomphalisme des résultats du moment".

b) Enfin, le professeur Giuliano Vassalli (Cahiers, 1990/1991, p. 11)
nous dit que: HA l'heure actuelle, face a des problemes moraux, sociaux
et économiques considérables et tout particulierement face a une
criminalité croissante par son extension, son danger et sa cruauté, il
semble parfois que l'idée meme d'une politique criminelle humaniste
soit vouée au recul, voire a l'échec. Dans un grand nombre de pays, bien
d'illusions ont disparu. Mais l'oeuvre réfonnatrice de Marc Ancel reste­
malgré des ajustements sans doute nécessaires - une étape importante
sur le chemin de la civilisation".
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Le droit face au commerce électrouique

compte~rendupar
CECILE BEYOU

Société de législation comparée, París

Les l7es Journées juridiques franco-italiennes,J orgamsees par
I'ERCIM (Equipe de recherche "Créations immatérielles et droit") de
l'Université de Montpellier, la Société de législation comparée et le

Centro Nazionale di Prevenzione e Difesa Sociale de MUan (CNPDS)'
se sont tenues les 8 et 9 novembre 2001 a la Faculté de droit de
l'Université de Montpcllier.

Devant une assemblée largemellt composée d'étudiants de DEA, les
Journées ont été inaugurées le jeudi 8 novembre par un discours du vice­
doyen de la Faculté de droit de l'Université de Montpellier, M. Paul­
Henri Antonmattei, qui, en accueillant la délégation italienne au nom du
Doyen Bernard Durand et du vice-doyen Michel Levinet, a notamment
souligné I'importance de la comparaison des droits dans le dornaine du
commerce électronique, domaine qui pose de nouvelles questiol1S
juridiques. Puis M. Guido Brignone, vice-président du CNPDS, Mme
Marie-Anne Gallot Le Lorier, avocat a la Cour de Paris et secrétaire
général de la Société de législation comparée et M. Michel Vivant,
professeur a l'Université de MontpeJlier, ont pris la parole pour faire le
hilan des précédentes journées juridiques franco-itaJiennes et souligner
I'importance du theme choisi.

17es Journées juridiques franco-italiennes, Montpellier, 8 et 9 novembre 2001. Les
rapports complets doivent étre publiés ultéríeurement.

La délégation italienne était composée de: Mmes STEFANIA BARIATTI, professeur el
l'Universita degJi Studi de Milan-Bicocca et CAMILLA BERIA DI ARGENTINE,
directeur généraJ du CNPDS, MM. GUIDO BRIGNONE, vice-président du CNPDS,
V¡NCENZO fRANCESCHELLI, professeur a l'Universita deglí Studi de Milan-Bicocca,
VITTORIO MENESINI, professeur a l'Université de Perouse, LUIGI CARLO UBERTAZZI,
professeur a l'Université de Pavie.
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E-eommeree: logique transfrontiere vs droits nationaux

La premiere séanee de travail sur le theme "E-commerce: logiqne
transfrontiere vs droits nationanx", présidée par M. Brignone, débute par
le rapport de Mme Stefania Bariatti, professeur a l'Université de Milan­
Bicocca.

La réglementation des activités relatives a internet a encare des
frontieres et un contenu incertains. A cet égard, si certains auteurs se
prononcent pour lIne "anarchie du Réseau", dans lequelle législateur se
base sur des pratiqlles suivies et répandues pour adopter des regles
définissant et prévoyant la sanction de délíts, d'autres considerent que
les activités quí se déroulent sur ínternet ne sont pas indépendantes des
ordres juridíques nationaux mais qu'il faudrait établir des regles
spécíales, flexibles, qui prennent en compte les particularités du réseau.
Ce qui n'est pas légitime off-Zine (fraudes, pédophilíe, blanchiment
d'argent, etc.) ne peut l'etre en allcun cas on-Zine. Mais dans le monde
"réel", un acte peut etre légitime dans un Etat maís pas dans un autre.
D'autres, entin, voulaient réglementer de fayon détaillée et eomplete les
activítés sur ínternet mais cette conception a été jugée par la Cour
supreme américaine comme contraire au Premier Amendement

3
et le

gouvernement américain próne désormais, ponr le cornmerce
électronique, un "minimalist legal environment".

Mme Baríatti aborde ensuíte le choix entre les différents modeles
normatifs possíbles pour réglementer les activités quí se déroulent a
travers lIle Réseau des réseauxl!, notarnment le cornmerce électronique.
La solution idéale pour la réglementation du commerce é!ectronique
paralt etre I'adoption de regles au niveau internatíonal, tant les
problemes qui se posent ont un caractere général et demandent des
solutions qui pllissent etre applíquées sur le plan universe!. Mme
Bariatti pense que des regles internationales nouvelles permettraient de
prendre en compte les caractéristíques, notamment techniques, de la
matiere. Internet étant un moyen de communication récent, ii est peut­
etre plus facile de trouver des le début un accord sur des regles
uníformes, míeux adaptées par rapport aux regles de droit internatíonal
prívé quí renvoient aun systeme jurídíque nationa!.

Arret Reno v. ACLU du 26 juin 1997.

128



Nous nous trouvons donc aujourd'hui dans une phase dans laquelle
les Etats, les organisations internationales, les entreprises ont pris
conscience des avantages d'une réglementation internationale. Mais quel
instnunent international? Des regles uniformes? Une convention
internationale? Cest une troisieme méthode qui a été choisie: une loi­
type que les Etats peuvent adopter sans yetre obligés et qui leUf donne
un modele nonnatif pour !'adoption de regles internes. Cette loi-type,
qui prend en compte les spécificités d1internet, peut favoriser
I'harmonisation sans pour autant créer d'obligations internationales. Elle
s'applique á tout contrat du commerce électronique, ¡nternational ou
interne, mais ne se substitue pas aux regles nationales en matiere de
protection des consommateurs. L'Assemblée générale des Nations Unies
a adopté en 1996 la loi-type sur le commerce électronique qui a été
élaborée par la CNUDCI et qui par la suite a été adoptée par plus de dix
Etats et a inspiré le législateur d'autres Etats.

Au niveau du droit uniforme, on appllque en principe la Convention
de Vienne de 1980 sur la vente internationale de marchandises qui
contient des regles matérielles pour les contrats entre professionnels
sans dicter de conditions de forme particulieres. Un Groupe de travail de
l'UNCITRAL a été chargé d'étudier son application dans le domaine du

commerce électronique
4

Au nivean communautaire, plusieurs directives
ont été adoptées, notamment la directive 2000/311CE du 8 juin 2000 qui
constitue le cadre normatif général du commerce élec!ronique. Si des
directives laissent aux Etats une certalne liberté au moment de leur
transposition, d1autres sont tres détaillées et ne leur laissent que peu de
marge de manceuvre. I1 y a donc, selon les cas, uniformisation ou
harmonisation. Il se peut également que des dlrectives contlennent des
norrnes impératives qui Vemportent sur toute autre regle nationale OH

internationale, matérielle ou de droit international privé.'
Pour résumer ce cadre général, sur le plan international on se lrouve

plutot face á des regles matérielles que des regles de conflit de lois
spécifiques. Regles peu contraignantes quant á leur adoption, regles
spéclajes, adaptées aux caractéristiques activités on-line, elles présentent
done des avantages importants. Et les Etats qui procedent aPadoption de
regles nationales prennent en considération ces tendances normatives

Groupe de travai¡ sur le cornmerce électronique de j'Uncitral, 38t session, Aspects
juridiques du commerce électronique, Travaux juturs envisageables dans le
domaine des contrats électroniques: analyse de la Convention des Nations Unies
sur fes contrats de vente internationale de marchandises, doc.
A/CN.9/WG.IV/WP.91, 9 févr. 2001.

Arret CJCE Ingmar du 9 novembre 2000 (affaire e-381/98).
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internationales, réalisant ainsi une certaine uniformisation.
6

Au niveau
communautaire, ont été réglées certaines questions et l'Union a adopté
des regles d'harmonisation aussi bien sur le plan interne qu'international
en proposant une action pour une stratégie commune de coordination
des activités internationales dans une charte internationale entre les
Etats, les organisations internationales, le secteur privé... Elle favorise
meme l'élaboration de codes de conduite volontaires. Pour autant Mme
Bariatti estime que ces eodes de conduite n'aboutissent pas eneore ades
regles coutumieres et, a terme, aune ¡ex electronica, qui, comme la lex
mercatoria, constituerait le drolt commun des personnes concernées
dans un espaee déréglementé. Internet n'est pas un espace sans lois et les
regles transnationales qui se formeront sans aucun doute constitueront
une adaptation de la ¡ex merca/aria a ce type de transaetions
internationales.

Lorsqu'il n'existe pas de regles uniformes a appliquer, eomme les
lois-type ou la Convention de Vienne de 1980, il faut détenniner la loi
applieable au eas coneret en interprétant et en appliquant les regles de
conflit existantes. Mais il faudrait tenir compte de la nature spéeifique
d'internet qui peut demander une flexibilité de ces regles ainsi que des
criteres de rattachement spéciaux. Pour les contrats du commerce
éleetronique, en Italie comme en France, pour déterminer le eritere de
rattachement, on a reeours a la Convention de La Haye de 1955 sur la
loi applicable a la vente internationale des objets mobiliers corporels et
a la Convention de Rome de 1980. De plus, meme dans l'application des
regles de conflit 011 peut prendre en considération des exigences telles
qu'assurer le développement des activités, garantir les investissements
des entreprises tout en protégeant les consommateurs, la privacy, les
droits de la personne humaine et des mineurs, Ces exigences ont une
place importante aujourd'hui dans le cadre des conflits de lois: on
n'utilise pas ul1iquement des regles automatiques dont l'application nlest
limitée que par le jeu de l'ordre pubIic. Les nouveaux instruments et
méthodes contlictuels connus par la doctrine et les législations
nationales, ainsi que par certaines conventions internationales,
permettent d'effectuer des choix inspirés par la recherche d!une solution
raisonnable et le cas concret pour corriger certains effets de l'application

Les lois-type CNUDCI essayent a cet égard de rapprocher les regles sur la
reconnaissance de la validité formelle de la transaction, la signature et la
détermination du moment et du lieu de conclusion du contrat: Les obstacles
juridiques au déveLoppement du commerce électronique dans les textes
internationaux relatifs au commerce internationaL: moyens d'y remédier, doc.
A/CN.9/WG.IV/WP.89, 20 déc. 2000.
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directe de la regle de conflit et garantir l'effectivité de la décjsjon
judiciaire.

La recherche d'une solution raisonnable s'impose également dans le
dernier point évoqué par Mme Bariatti, a savoir la détermination de la
juridiction qui se prononcera sur des questions relatives au commerce
électronique. Or jI existe peu de regles de conflit de juridiction dans ce
domaine darls le systeme communautaire et aucune sur le plan
internationa1. Un projet de convention universelle en matiere de
juridiction et d'exécution des jugements est étudié aupres de la
Conférence de La Haye de droit international privé.

II existe effectivement des difficultés aux moments de la négociation
et de la conclusion d'accords internationaux dans cette matiere. Peut­
étre, pour le moment des ins!ruments plus souples et moins
contraignants tels que la soft-Iaw, des codes de conduite ou des lois-type
ont plus de chances de contribuer aun certain degré d'harmonisation des
regles nationales dans le but d'atteindre une croissance substantielle du
commerce électronique qui peut contribuer au développement de
I'économie mondiale.

Le Professeur Michel Vivant présente ensuite son exposé, qu'il situe
dans le prolongement de celui de Mme Bariatti. Ce rapport, construit
autour de deux points, d'une part les compétences législative et
juridictionnelle en matiere de délits sur internet et d'autre part la
responsabilité contractuelle, sera publié dans son intégralité
prochainement.

Au cours des discussions qui suivent ces deux premieres
interventions, Mme Bariatti revient sur plusieurs points: tout d'abord, le
mal que I'on a a faire ratifier les lois modeles, qui sont pourtant
beaucoup moins contraignantes que les conventions internationales.
Autre constat, la bilatéralisation du dialogue aujourd'hui entre les Etats­
Unis et l'Union européenne, qui laisse de coté les autres Etats. Enfin,
entre une jnstice de droit matériel et une justice de droit international
privé, elle se prononce plutot en faveur du droit international privé.

Le Professeur Franceschelli ajoute qu'apres la Révolution a été
adopté le principe de territorialité et il se demande si internet ne va pas
nous faire revenir aun principe de personnalité. Sur ce point, M. Vivant
estime que dans tous les cas internet peut étre l'occasion de revenir vers
des solutions de facilité et, a la questiou de savoir s'il faut créer de
nouveaux principes pour le commerce électronique, il répond par la
négative.

Et qu'en est-il de I'acces á des produits interdits par nos lois par le
biais d'internet? Pour M. Vivant, s'agissant de produits purement
informationnels, on ne peut pas faire grand chose (sous peine de se faire
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qualifier de "Big Brother" ... ), mais pour le commerce de produits
matériels, il n'y a pas de différence avec le commerce elassique, e'est-a­
dire que ce sont des questions de douane ou de poliee mais pas des
questions juridiques.

E-eommeree et droits de la personne (libertes publiques)

La deuxieme séanee des Jonrnées, portant sur le theme "E-eommeree
et droits de la personne (libertés publiques)", est présidée par M.
Jaeques Raynard, directeur du Centre du droit de l'entreprise. Mme
Nathalie Mallet Poujol, chargée de recherehe a l'ERCIM, prend la
parole, pour le rapport franyais. Pour elle, le cyber-espaee eonstitue une
menaee supplémentaire sur les droits de la personne. Ces menaees sont
de deux ordres.

Tout d'abord, le trayage. Des 1996, la Commission Nationale
Informatique et Liberté (CNIL) s'inquiétait ear internet est un monde
invisible. Mais l'internaute, quant a lui, laisse des traces: heures de
début et de fin de connexion, sites visités, etc. Ces traces représentent
une valeur commerciale eonsidérable et offrent une relative transparence
sur ses goúts. Le eonsommateur internaute peut adopter, a l'égard de ces
méthodes, deux attitudes: soit la défiance et le rejet, done le recours a
l'anonymat sur internet (utilisation de pseudos, serveurs d'anonymat...),
soit la eonfianee.

Deuxieme motif d'inquiétude sur Internet, une fois le consommateur
tracé, le démarehage, qui entraíne deux questions juridiques. En ce qui
concerne la cession de données, en général le eonsommateur refuse que
ses réponses soient cédées a des tiers, partenaires commerciaux ou
filiales. Pour ce qui est des sollieitations eommereiales par voie de
démarchage, nous avons par exemple lesbandeaux publicitaires lors de
la eonsultation de sites ou la réception d'e-mails par publípostage plus
ou moins ciblé. La CNIL impose a cet égard l'affichage de la possibilíté
pour le consommateur de s'opposer a la réception de tels messages (son
silence vaüt autorisation, elest le opt-out a la différence du opt~in qui
consiste a indiquer de fayon positive qu'il accepte).

En conclusion, Mme Mallet Poujol revendique "le droit a etre laissé
tranquille" face a cette "inondation" de messages qui nous polluent et
qui ne portent pas vraiment atteinte a notre liberté mais plutOt a notre
tranquillité. A cet égard, une démarche qualité s'installe peu a peu chez
les acteurs de l'internet. Vivendi propose par exemple une charte
internet confiance avec protection des donoées.
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Le rapport italien sur ce theme est ensuite présenté par le Professeur
Virtorio Menesini de l'Université de Pérouse, qui se pose la question de
savoir si internet est un monde nouveau ou s'il s'agit du monde de
toujours atravers un nouveau moyen?

Pour M. Menesini, s'il est vrai que les traces que les internautes
laissent sur internet sont des données qui ont une valeur économique
tres importante, elles ne constituent pas encare des banques de données,
d'acces payant, mais uniquement des informatiollS, certes tres
importantes pour tous les opérateurs et pour leurs concurrents qui
voudraient entreprendre un commerce et qui devraient commencer a
ehereher les traces. Mais est-il possible de donner la liberté de prendre
connaissanee de ces données? Sa réponse est affirmative car il n'y a pas
de probleme de propriété intellectuelle et qu'il existe la liberté de
concurrence. Mais pour éviter I'abus de position dominante il faudrait
que tout le monde ait acces a ces données car les traces sont laissées
sans le vou loir et enregistrées automatiquement: il faudrait qu'elles
soient utilisées par I'opérateur mais égaJement par ses concurrents. Ainsi
il y aura la liberté pour tous d'arriver au marché, car le développement
du marché sur internet est l'objectif principal.

Quelles lois peuvent enfin réglementer cette situation? Reprenant le
tenne de féodalité évoqué par M. Vivant, M. Menesini estime que sur
internet les lois des nations constitnent les féodalités d'autrefois. Il
faudrait un droit commun, uniforme, international avec un fond unique,
qui pourrait etre les Nations Unies ou les conventions bilatérales. Il y a
beaucoup afaire et le Professeur Menesini pense quIen ce domaine le
droit latin a son mot adire.

Lors des discussions qui suivent ces rapports, sont évoqués les
cookies qui ne sont, pour Mme Mallet-Poujol, pas faciles aéliminer. S'il
existe une information sur leuT existence, iI n'existe pas d'information
sur les techniques pour sIen débarrasser. M. Vivant ajoute quliJ faudrait
réfléchir a la reeonnaissance d'un ardre public opérationnel et s'opposer
aux sites oú l'on ne peut accéder qu'en étant obligé d'accepter les
cookies. Mme Mallet Poujol ajoute que la CNIL se bat contre certe
pratique mais qu1il s'agit surtout d'une pétition de principe. La loí
informatique et liberté n'interdit pas les cookies mais il faudrait que les
consommatcurs soient effeetivement informés et qu'ils aient la
possibilité de s'y opposer.
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E-commerce et contrats

La troisieme séance, sur le theme "E-commerce et contrats fl
, présidée

par M. Raynard, débute par le rapport du Professeur Xavier Linant de
Bellefonds, de I'Universíté de París XII. Pour luí il existe désormais une
summa divisio nouvelle qui oppose les contrats entre consommateurs et
professionnels d'une part, et ceux entre professíonnels d'autre part Le
droit fral1(;ais a récupéré cette distinction et il connalt des problemes
relatifs au commerce électroníque en B lo C, en B lo B et d'autres qui
concernent it la foís les deux.

S'agíssant des textes, íl exíste une ordonnance du 23 aout 2001,'
transposant la directive sur le contrat it distance, et trois dírectives: la
directive 9717 du 20 mai 1997 sur la protection des consommateurs en
matíere de contrat it distance, celle du 8 juín 2000 sur le commerce
électroniqlle, et enfin celle du 13 décembre 1999 sur la preuve
électroníque. Si la dírective sur le commerce électroníque ne définit pas
ce terme, c'est afín qne tout le monde puísse y mettre ce qu'íl veut Pour
1'instant, le commerce électronique n'intéresse gu'1 % des ménages mais
íl est plus développé entre professíonnels et contínue son irrésístíble
ascensiol1.

l. Le commerce Business lo Consumer a pour modele, pour "grand
moule", la vente, mais M. Línant de Bellefonds s'interroge sur sa
validité dans le cadre de la vente it distance car le commerce
électronique peut etfe totalement dématéríalísé. Le rapporteur franyais
donne d'ailleurs sa définítíon, qu'íl qualifie luí-meme de restrictive, du
commerce électronique : il s'agit pour luí du commerce entierement fait
en ligne et concernant exclusíve1l1ent des biens i1l1matériels. Mise it part
la vente, dIantres modeles existent, tels que le démarchage Ol! encore le
commissionnage.

Le C01nmerce B lo e doit s!entourer de nombreuses précautions. A
cet égard, si les Américains créent, sur les sites de commerce
électroníque, des liens vers des pages de legal sluff(1l1entions légales),
en France, la Chambre de Commerce et d'lndustríe de Paris a établí un
modele de contrar de cümmerce éiectronique avec le minimum
nécessaire.

2. S'agissant du commerce Business lo Business, les professionnels
rencontrent des difficultés tenant d'une part, it la vente de fonds de
commerce électronique et, d'autre part, aux accords de distributíon, qui

Ordonnance No. 2001-741 du 23 aoút 2001 portant transposition de directives
communautaires et adaptation au droit cornmunautaire en matiere de droit de la
consomrnation, JO. No. 196 du 25 aoút 2001.
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vont etre obligés d'évoluer et contenir des clauses d'exclusivité
territoriale simples ou renforcées (engagements mutuels entre
producteur et distributeur). Mais la encare l'on peut s'interroger sur ce
qu'est une clause territoriale électronique.

De nouveaux contrats spéciaux vout apparaitre, tels que le contrat de
référencement (par lequel un professionnel fait du lobbying pour une
cntreprise aupres des moteurs de recherche), le contrat d'achat d'espace
internet (par leguel un opérateur négocie aupres dtun site connu un
emplaccment pour un lien vers son propre site), le contrat de portail ou
d'affiliation (le site connu faisant ce qu'il veut pour drainer des
personnes sur un site).

3. Certains problémes concernent enfin a la fois le B lo e et le B to B.
Tout d'abord, les problémes liés a la théorie de la formation du contral.
La théorie de l'émission (le contrat de vente est formé quand l'acheteur a
exprimé son consentement) laisse la place a celle de la réception, le
contrat étant conclu lorsque le prestataire a reyu I'acceptation de
l'acheteur. Mais cela ne suffit pas: il faut en plus l'information, de la part
du prestataire a l'acheteur, que le premier a bien reyU l'accord et enfin, la
réitération du consentement, c'est-a-dire I'accord définitif de l'acheteur.

Deuxiéme probléme, la preuve que la marchandise est bien arrivée
chez l'acheteur. A cet égard, la loi du 13 mars 2000 assimile l'écrit
électronique a l'écrit papier mais un décret en précise les conditions
(qu'a I'heure actuelle d'ailleurs, aucun prestataire de service ne peut
garantir ... ).

Enfin, en ce qui concerne le drolt international privé, quel est le
tribunal compétent? Le réglement du 22 décembre 2000 énonce qu'en
matiére de contrat a distance, les juges sont ceux du pays de résidence
de I'acheteur sauf stipulation contraire dans le contrato Pour ce gui est du
droit appliqué par le juge, l'Union enropéenne adhére a la Convention de
Vienne qui énonce que la 10i du contrat est eeHe désignée par le
fournisseur de la prestation caractéristique, c'est-a-dire le vendeur, sauf
stipulation contraire.

Le Professeur Vincenzo Franceschelli de l'Université de Milan-
Bicücca présente ensuite son rapport.

l. S'agissant de la loi applicable a internet, dans un premier temps, il
s'agissait d1un droit civil d'internet a fondement coutumier, c'est-a-dire
des régles de droit civil applicables a des citoyens qui ne sont pas des
commeryants, des entrepreneurs. Puis le commerce est entré clans le
systéme et avec lui les droits commercial et de la propriété industrielle.

Sí en droit franyais, l'on pense le commerce électronique dans une
mentalité qui distingue le droit civil du droit commercial, le droit italien
ne faít pas certe distinction, il existe une unité du droit privé. Cest un
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tres grave probleme, estime M. Franceschelli, car la majorité des regles
de droit communautaire sont pensées et construites dans des
commissions qui raisonnent comme si tout le monde faisait cetre
distinction et il y a un phénomene de retour, dans le droit
communautaire, au droit national et a la distinction des principes de
droit civil et de droit commercial.

2. La majorité des personnes qui naviguent sur internet étant
mineures, la majorité des contrats sur internet sont annulables. Chaque
pays a son interprétation sur ce point. En Italie, le contrat n'est pas
annulable si le mineur a occulté la minorité mais la seule déclaration de
majorité n'est pas suffisante. Cetre regle est basée sur une présomption,
une fiction qu'il existe toujours la possibilité de voir la personne avec
qui I'on contracte et que I'on est donc capable de voir que la personne est
mineure, le cas échéant. Mais que faire si un mineur achete sur internet,
s'il donne le numéro de la carte de crédit de ses parents? La déclaration
par laquelle il donne ce numéro est-elle équivalente aune déclaration de
majorité? Ces questiol1s restent encore sans réponse.

3. En France on pense commerce électronique dans le cadre du droit
commercial mais en Italie une partie du marché est faite de relations
contractuelles entre consommateurs, entre personnes privées: Consumer
lo Consumero Sur internet, dans les "chals", il y a des échanges de
souvenirs, livres, collections... Les italiens ne considerent pas ces
échanges du commerce électronique mais lenr appliquent le vieux droit
coutumier.

Le probleme du domain name est tres simple si les deux entreprises
sont en situation de concurrence: on applique le droit commercial. Mais
s'il y a un conflit entre le domain name d'une entreprise et celui,
antérieur, d1une personne physique, on ne peut pas l'appliquer paree qu'il
existe un droit coutumier qui existait bien avant la création de ce droit
commercial.

A la suite de ces exposés et avant d'ouvrir le débat, M. Raynard émet
deux observations: d'une par!, la superposition de normes
communautaires, sans ordre (par exemple la directive sur le commerce
électronique qui énonce des exceptions pour !esqucl1es les droits
nationaux prévalent), d'antre part, l'opposition traditionnelle entre droit
civil et droit commercial qui perd de sa pertinence en France. Et a sa
question relative a la responsabilité du vendeur en cas de défaut de
sécurité des paiements, M. Linant de Bellefonds répond que si le
commerce électronique ne s'est pas davantage développé, c'est bien
paree que cette sécurité n'est pas assurée. La monnaie étant un dornaine
régalien, les Etats ne sont pas pressés de voir se développer la monnaie
électronique. Pour ce qui est de savoir si la certitude sur I'identité de
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I'acheteur constitue la réitération du consentement, deuxieme question
de M. Raynard, il pense que le marchand n'est pas intéressé par cette
identité de I'acheteur, ce qui 1'intéresse, c'est Síre payé...

E-commerce et protection du consommateur

La séance de travail du vendredi 9 novembre, présidée par Mme le
Professeur Bariatti, portait sur le theme "E-commerce et protection du
consommateur". Le rapport franyais est présenté par M. Jérome Passa,
professeur a I'Université de Caen.

En droit franyais, il n'existe aucun corps de regles de protection du
consommateur en matiere de commerce électronique. Les lois ordinaires
ql1i s'appliql1ent sont soit spéciales, comme le régime des contrats
conclus a distance, soit générales, c'est-a-dire que 1'on applique le droit
commun du droit de la consommation.

Le domaine d'application dc la protection spéciale du consomrnateur
est prévu par les articles L 121-16 a L 121-20-10 du Code de la
consomrnation modifiés par l'ordonnance du 23 aout 2001 transposant la
directive 9717 du 20 mai 1997 sur la protection des consornmateurs en
matiere de contrats a distance. Il s'agit de tonte vente d'un bien ou de
tOl1te fourniture d'unc prestation de service conclue a distance, entre un
professionnel et un consommateur (ce dernier n'étant pas défini) ne se
trouvant pas en présence physique 1'un de 1'autre. Par contrat a distance,
011 entend vente adistance mais aussi prestation de service (notion hl
encare non définie précisément). M. Passa se prononce en faveur d'une
interprétation large de cette notion de contrat a distance: pour lui tous
les contrats a distance sont a priori concernés, sauf ceux qui sont
explicitement exclus, comme les contrats portant sur des services
financiers.

S'agissant du dispositif de protection du consornmateur, le Code
prévoit un ensemble de regles concernant cette protection. Tout d'abord,
au moment de la formation du contrat, des regles concernent
l'information du consommateur sur les détails du contenu de l'offre a
elistance, son elroit de rétractation, et la prohibition ele certaines formes
de contrats a distance (ventes sans commande préalable dites aussi
"envois forcés"). S'agissant précisément du droit de retour ou de
rétractation, il vient de l'idée selon laquelle le consornmateur n'est pas
en mesure d'apprécier le produit ou le service d'avance et qu'il peut donc
exercer discrétionnairement ce droit pendant 7 jours a compter de la
réception elu bien acheté ou de l'acceptation s'il s'agit d'une prestation de
service. Le professionnel dispose alors de 30 jours pour le rembourser.
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Le Code prévoit cependant des cas ou la rétractation n'est pas possib1e,
par exemple quand la prestation a commencé avant les 7 jours ou,
s'agissant d'enregistrel11ents, quand le conS0l11l11ateur a ouvert
I'emballage et a pu faire des copies ou encore en cas de descellement de
logiciels. En revanche, la rétractation est possible quand le
consommateur est déyu, change d'avis ou quand la chose a été détériorée
pendant le transporto

Al! !nOInen! de ltexécution du contrat, s'agissant du délai d'exécution
de la coml11ande passée, si I'article L 121-20-3 dispose que le
fournisseur doit exécuter la commande dans les 30 jours, il ne prévoit
aucune sanction en cas d'inexécution, seulement une possibilité de
rétractation si la livraison n'est pas iml11édiate et le prix supérieur il3000
Francs.

M. Passa évoque ensuite la protection générale du consommateur et
le formalisme dans les contrats électroniques. Si I'on adopte une
interprétation large de la définition de I'écrit de I'article 1316 du Code

civil,' I'on considere I'écrit non seulement coml11e l110yen de preuve (ad
probationem), mais égalel11ent coml11e condition de validité d'un acte
juridique (ad validitatem) lorsque la loi impose I'établissement d'un écrit
pour protéger le consentement de la partie faible au contrat en lui
pennertant de prendre la mesure de la portée et de la gravité de son
engagement. Les contrats de consommation peuvent etre passés par voie
électronique et si la loi exige une signature (sans exiger qu'elle soit
manuscrite), elle peut etre électronique.

L'article 23 de l'avant-projet de loi sur la société de I'information
envisage de créer dans le Code civil une partie intitulée "Des contrats
conclus sous forme électronique" qui disposerait que quand I'écrit est
exigé il pent prendre la forme électronique. Pour certains certe
disposition est révolutionnaire, mais pour M. Passa pas réellement si on
interprete déjil de fayon large I'article 1316, interprétation qui ne
constitue pas, selon lui, une menace pour la protection des
consomlnateurs.

A la suite du rapport franyais, M. Brignone lit le rapport italien
rédigé par les Professeurs Guido Alpa et Fabio Toriello, de I'Université
de Genes, intitulé "La protection des consommateurs dans I'e-commerce:
droit communautaire et droit italien".

Article 1316 C. civ. (Ioi No. 2000-230 du 13 mar, 2000. arto 1, Journal Offidel du
14 mars 2000): "La preuve littérale, ou preuve par écrit, résulte d'une suite de
lettres, de caracteres, de chiffres ou de tous autres signes ou symboles dotés d'une
signification intelligible, que1s que soieot leur support et leurs modalités de
transrnissioo".
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S'agissant du cadre normatif du "trading on line", il existe deux
analyses divergentes. L'une privilégie la liberté d'action, l'autonomie des
professionnels, l'autre protege la partie économiqnement la plus faible,
c'est-a-dire le client consommateur. A cet égard, il est important de
signaler que la consumer satisfaction et la consumer proteetion ne
concernent que des zones partiellement superposées: la premiere
sladresse a tous les contractants mais n'implique que des mesures
spontanément choisies par Pentreprise Gil qu'elle srest engagée a
assumer, la seconde concerne les mcsures que l'entreprise doit
obligatoirement satisfaire car imposées par une autorité. La premiere
releve de I'autodiscipline et tend, de toutes fayons, a une intervention de
l'Etat, producteur de regles et de contrOle.

Les directives communautaires en la matiere ont tendance a etre un
mélange entre les deux modeles, en facilitant la réalisation
d'autocontr61e (seif-restaint) et en introduisant des prescriptions
inéluctables pour les parties. On considere en effet que le marché n'est
pas en mesure, uniquement avec les teclmiques d'autodiscipline, de
réaliser un équilibre des intérets en jeu. De plus, la protection des
intérets économiques des consommateurs n'a été affichee que depuis
peu. Et aux problemes concernant certe protection dans les marchés
financiers s'ajoutent ceux relatifs a l'utilisation, par les consommateurs
des instruments électroniques pour l'acquisition des biens et services et
notamment en ce qui concerne les services financiers on lineo Ces
problemes sont nombreux et génerent une reconstruction du cadre
normatif, aux niveaux internes et cornmunautaire, complexe.

En matiere de protection des consommateurs, deux directives servent
de cadre d'ensemble, la directive No. 93/22 du 10 mai 1993 sur
I'intermédiation du marché fmaucier (f(xe les regles de comportement
des intermédiaires, pour qu'ils se comportent de fayon ''fair'' dans les
rapports contractuels avec les investisseurs et afin d'éviter les conflits
d'intérets) et celle No. 2000/3 ¡ du 8 juin 2000 sur le commerce
électronique. La premiere a été transposée en !talie (décret-loi No. 58 de
1998), la seconde va I'étre prochainement. 9

La directive 2000/3l!CE, dans le respect du principe de subsidiarité, introduit des
regles qui renforcent la contianee des consommateurs (considérant No. 7), la libre
circuJation des services, le haut niveau de protection des objectifs d'intérets
générallx, comme la tlltel1e du consommateur (No. 10). La directive est coordonnée
avec [es directives sur les clauses abusives dans les contrats des consommateurs, la
publicité trompeuse et comparative, le crédit a la consornmation, les prix des
produits offerts aux consommateurs, la vente adistance des biens et des services, et
la future directive du Pariement européen et du Conseil concernant la vente el
distance de services financiers aux consornrnateurs. Sur la protection des
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S'agissant plus particulierement de la vente il distance de produits
financiers, elle doit étre complétée par deux directives pas encore
adoptées, sur la vente de produits financiers on line, actuellement au
stade de projet, et sur la responsabilité des prestataires de service. Mais
les rapporteurs italiens estiment qu'il incombera il d'autres directives, et
peut étre il un Code civil européen, d'unifier la matiere concernant les
services5 notamment financiers, quel que soit le moyen par lequel ils
sont distribués.

En !talie, l'offre il distance de services financiers est en train de
décoller avec Internet. La discipline est fragmentée en plusieurs textes,
notamment la loi No. 50 de 1992 snr les ventes il distance (contenant des
dispositions concernant le droit de résiliation pour les contrats conclu
par le moyen d'instrmnents électroniques), le décret-Ioi No. 58 du 24
février 1998 sur l'intermédiation financiere, le décret-loi No. 385 du 1"
septembre 1993 sur les banques, le décret-loi No. 174 et 175 du 17 mars
1995 sur les assurances.

Dans ces domaines de la banqlle et de l'assurance, outre la Banque
d'ltalie, qui est en train d'élaborer un regIement spécifique concernant la
finance on line, les rapporteurs italiens détaillent certains aspects des
communications de la Consob (équivalent italien de la COB) et de la
circlllaire No. 393/0 J'ISVAP du 17 janvier 2000.

Enfin, dans un dernier point, les Professeurs Alpa et Toriello
émettent "Quelques considérations critiques sur la technique
législative". Ils se demandent, face il ce phénomime, et dans l'attente que
le cadre normatif soit prét pour !'approbation définitive du texte
communautaire sur la finance on fine et du texte sur la responsabilité du
fOllrnisseur de services, de quelle fayon l'on pourrait améliorer le
systeme de protection des consommateurs, toujours en tenant compte
des exigences d'équilibre des intérets en jeu dont se fait porteuse J'Union

investisseurs, le considérant No. 27 insiste aussi sur le faj! qu'elle soutient les regles
de conduite (notarnment de nature législative et réglementaire) imposées aux
professionnels qUI fournissent des services financiers de ligne. La directive Jégitime
les contrat:; conclus par le biais des instruments électroniques (No. 38), rappelle les
obligations d'exactitude et de diligence des fournisseurs de services et les
obligations de dédommagement dans le cas de leur responsabilité (No. 40, 48),
détermine les actions inhibitoires de comportements illicites (No. 45) ainsi que les
actions judiciaires appropriées par le biais du recours aux alternative düpute
resolutions (No. 52). En particulier, la directive sur le commerce électronique fixe
des regles tellement détaillées que l'on peut les considérer cornme directement
applicables dans les reglements internes, se référant aux informations générales a
fournir au consommateur (art. 5), informations concernant les cornrnunications
commerciales (art. 6 et s.) et les contrats coneJus par voie électronique (art. 10 et
s.).
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européenne. En matiere de technique législative tout d'abord,
I'harmonisation des regles juridiques est indispensable pour réaliser un
marché unique efficace. Mais I'on se trouve devant un dilemme épineux:
pour faciliter I'information et les criteres de confrontation de produits et
de services de la par! des consommateurs, il apparait opportun qu'une
harmonisation soit effectuée au niveau maximal. Mais certe demiere
fini! par srajuster aun seuíI modeste; pour que les entreprises puissent
offrir des traitements différenciés et susceptibles d'ajustements et
d'amélioration, il faudrait une harmonisation minimale, comportaut des
espaces optionnels pour les Etats membres ... Pour eux, une solution
équilibrée pourrait étre articulée autour de deux objectifs : arteindre une
harmonisation maximale dans la dimension juridique, c'est-a-dire la
terminologie, les concepts, les instruments juridiques (objectif poursuivi
dans le projet de "Code européen de droit privé" qui conceme aussi les
services financiers), et également maintenir un traitement différencié
pour les formes de protection susceptibles d'amélioration par rapport au
seuil minimal (quant aux remedes et aux garanties), et un traitement
différencié, dicté par les exigences du marché, quant aux contenus
économiqucs concemant le prix, les risques, les avantages, etc.

Dans certe perspective, le renvoi aux regles du droit international
privé, aux Conventions de Bruxelles et de Rome pour l'application des
regles procédurales et des regles substantielles n'a pas de sens. La
concurrence entre législations nationales eréé plus d'obstacles que de
bénéfices. 11 ne faut pas non plus renvoyer aux législations nationales ou
aux regles HconventionneBes?l des parties, a la discipline des modalités
de eonclusion du contrat, aux regles de résolution et autres remedes
eontractuels.

Si les systemes d'Alternative Dispute Resolution offrent de bonnes
solutions dans certains pays comme le Royaume-Uni ou I'Espagne, daus
d1autres pays, comme en ltalie, ils sont encare a leurs débuts. De plus,
I'ADR constitue un instrument Sur et utile de reglement des conflits,
mais ne peut résoudre exhaustivement la question de la certitude des
rapports juridiques et la rapidité.

Les codes de conduite et les directives communautaires récentes
rendus obligatoires n'apparaissent non plus résolutifs. Les codes
déontologiques sont normalement écrits par des spécialistes, et les
organismes de controle ne prévoient pas normalement dans leur
compagnie la présence de représentants de destinataires de services.
En!in, les accords entre associations de professionnels et de
consommateurs se retournent contre les demiers quand le juge examine
un comportement ou une c1ause qui a fait I'objet de négociation et a été
approuvée par les associatíons de consommateurs ...
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Lors des débats qui suivent l'exposé de ces rapports, M. Linant de
Bellefonds se prononce contre I'application de I'article 1316 du Code
civil aux contrats ad valitatem. Ponr lui, lorsque la loi énonce que l'écrit
électronique peut se substituer a l'écrit papier, ce n'est que dans un but
probatoire (ad probationem), et non pour leur validité, ce qui n'est pas
souhaitable pour le consommateur. Et alors que M. Passa considere que
la directive semble imposer une interprétation large, M. Vivant ajoute
qu1il est vrai que cette interprétation est possib!e mais se prononce pour
sa part en faveur de la définition probatoire.

E-commerce et propriété intellectuelle (de la marque au droit
d'auteur)

La derniere seance de travail, sur "E-commerce et propriete
intellectuelle (de la marque au droit d'auteur)", presidee par Mme le
Professeur Bariatti, debute par le rapport de Vincent Varet, avocat a la
Cour De Paris. Le sujet etant tres vaste, il s'est interesse ici a ce qui fait
la specificite de I'e-commerce, c'est-a-dire I'outil de vente: le site web. A
cet egard, trois series de questions se posent.

Tout d'abord, s'agissant des questions de propriete intellectuelle
relatives a la creation de site (boutiques virtuelles), il existe des droits
afferents au contenu du site et d'autres afferents au site lui-meme. Le
contenu du site consiste dans les informations fournies par le cyber­
commeryant ou par le prestataire auquel il aura evel1tuellement en
recours pour realiser son site et peuvent impliquer le droit d'auteur, les
droits voisins, le droit des marques ou le droit des dessins et modeles. l!
existe egalement des droits afferents au site lni-meme, a ses
composantes, logicielles ou non logicielles (mise en page, chartes
grapbique... ). La qualification du site influe la titu!arite de ces droits (le
site peut etre qualifie notamment d'reuvre collective ou de base de
donnees). Dans tous les cas, le cyber-commeryant doit s'assurer qu'il
dispose bien des droits necessaires a l'exploitation paisible du site.

La question de ¡'identification du sitc, c1est-a-dire du 110m de
domaine, a des incidences sur la denomination sociale, le nom
commercial, les marques ou encore le droit d'auteur. Le cyber­
commeryant doit eviter les noms generiques (par ex.:
"avocatstoulouse.com"), et le nom doit etre disponible (il existe de
nombreuses affaires de cyber-squatting). Apres enregistrement, le nom
de domaine pent etre depose comme marque.

Enfin, au stade de I'exploitation, il faut preter une attention
particuliere au referencement du site aiusi qu'aux liens bypertexte, qui
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peuvent poser des problemes au regard du droit d'auteur, du droit des
marques ou du droit des producteurs de bases de donnees.

Le rapporteur italien, M. Luigi Carlo Ubertazzi, Professeur a
l'Université de Pavie, estime lui aussi que ce theme est vaste, aussi en
réduit-il ici l'étude a la propriété intellectuelle, plus précisément au droit
d'auteur et aux droits voisins, abordés selon trois lignes tres générales et,
peut étre, un peu théoriques, d1évolution.

Tout d'abord, s'agissant de la qualification dogmatique de la
propriété intellectuelle, en ltalie, on a beaucoup discuté il y a quelques
dizaines d'années sur le point de savoir si la propriété intellectuelle
pouvait étre liée a la notion de propriété prévue par le droit civil.
Certains professeurs cherchent aujourd'hui a reprendre cette discussion.
Les amateurs de la propriété intellectuelle, que l'on nomme en !talie les
"industrialistes", qualifient la propriété intellectuelle de systeme de
droits exclusifs, en coordonnent la discipline a celle de la responsabilité
extra-contractuelle et la positionnent dans le cadre de la concurrence.
Mais pour M. Ubertazzi cette perspective n'est pas profitable pour la
compréhension du vrai contenu de la propriété intellectuelle.

Une deuxiéme ligne d'évolution des droits d'auteur et droits voisins a
étendu et renforcé la protection des auteurs de créations utiles telles que
les logiciels ou banques de données et augmenté le nombre des droits
voisins structurés comme des droits exclusifs, selon les directives
comlTIunautaires. eette expansion a été vivement contestée et M.
Ubertazzi ne la trouve pas tres innovante cal' en ¡talie ces créations utiles
étaient déja protégées avant les directivos eommunautaires. Gn devrait
aussi vérifier si I'opinion générale selon laquelle les droits exclusifs sont
seulement ceux qui ont été reconnus expressis verbis et d'une fayon
spécifique par le législateur étatique (et constituent done un numerus
clausus de droits exclusifs concédés par l'Etat) est vraiment exacte.
Enfin, slagissant des crÍteres d'interprétation des regles relatives au
contenu des droits exclusifs, plusieurs raisons motivent I'interprétation
restrictive de ces reglcs. La premiere souligne que l'exclusivité a ses
origines dans les privileges de la Renaissance et de l'époque mercantile.
:Mais, d'une par!, cette vision ne prend pas suffisamment en compte
I'évolution historique qui va du droit des privileges jusqu'au droit
moderne d'auteur, d'autre part, elle a été proposée dans le systeme
anglo-saxon du copyright et elle est donc destinée a perdre de
l'importanee au ti.lf et a mesure que les deux systemes du droit d'auteur
el du copyright se rapprochent par I'effet de la Convention de Berne, des
Trips et des directives de PUnjan européenne et au fUf et amesure que
l'industrie culturelle des Etats-Unis croit et manifeste I'exigence et le
désir de voir augmenter sa protection a I'échelle mondiale. La deuxieme
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motivation de la these de l'interprétation restrictive des regles sur le
contenu de l'exclusivité des auteurs prend son départ dans la culture
antitrust. En Halie récemment iI y a eu une tentative de circonscrire les
droits exclusifs d'auteur et voisins. Mais certe approche ne peut pas
convaincre car elle méconnalt la fonction pro-concurrentielle des
exclusivités dans l'économie de marché et ne considere pas que le droit
antitrust intervient non pas a 1'intérieur mais a l'extérieur du droit
dlauteur et ne Iui est pas subordonnée.

Le theme de la propriété intellectuelle sur Internet s'inscrit aussi dans
ce cadre général et M. Ubertazzi évoque acet égard la théorie de l'Open
souree qui concerne spécifiquement le logiciel mais intéresse aussi
indirectement internet paree que sans logiciel internet ne peut
fonctionner et qu'une grande quantité de logiciels est échangée chaque
jour sur internet. La théorie de l'Open souree ne conteste pas
l'opportunité générale du droit d'auteur et de son application aux
logiciels, mais considere que le titulaire du logiciel doit proposer atoute
personne intéressée des licences gratuites ou payantes et mettre a
disposition des licenciés le code source et le droit d'élaborer le 10gicie1.
Rien de nouveau sur le plan du droit car l'auteur a toujours été libre
d'utiliser et de disposer ason gré de ses droits. Ce qui est nouveau e'est
I'engagement idéologique et militant des partisans d'Open sources par
une fayon partieuliere d'utilisation et de disposition du 10gieie1.

Une troisieme ligne (Paolo Spada) soutient que le eeeur de
I'exclusivité de I'auteur est eoustituée par la réserve, en sa faveur, des
activités d'intermédiation dans l'utilisation de I\:euvre. Le role des
intermédiaires traditionnels peut ainsi se trouver réduit a zéro dans
internet parce que l'auteur peut exercer directement ses activités. 11
constate ensuite que I'intermédiation par les tiers est aux mains de
figures nouvelles, professionnels et entreprises qui font du hosting ou du
sel'vice providing et que la prolifération des types d'intermédiaires et le
cumul de leur róle peuvent en fait rendre plus difficile d'individualiser
celui qui est légitimé il disposer des droits d'auteur et celui qui les viole.
11 conclue que sur Internet l'exclusivité de I'auteur risque de frapper
sculement par hasard et pour cette raison il propase de la remplacer par
un domaine public payant qui imposerait aux service providers un
paiement qui serait collecté par les sociétés de gestion de droits
d'auteurs et répartis entre les auteurs. Mais certe proposition ne convainc
il ce jour ni les institutions ni les auteurs et ce pour trois raisons. Tout
d'abord, le droit a toujours connu des regles, done de l'obéissance et de
la désobéissance, qui valent aussi pour le droit d'auteur. Face il la
possibilité de la désobéissance, quelques uns proposent des solutions
radicales, comme Spada qui propose de dégrader le droit des auteurs qui
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passerait d'un droit exclusif a un droit de crédit a compensation. M.
Ubertazzi préfere un systeme plus équilibré et raisonnable avec droit
exclusif des auteurs. Deuxiemement, le droit d'auteur est garanti par
piusieufs textes, internationaux, cornmunautaires et nationaux, on ne
peut done pas le faire passer de droit exclusif a un droit a compensation
sans une raison constitutionnelle acceptable que M. Ubertazzi ne voit
pas. Enfin, la proposítion de Spada ¡ni parait ne pas al1er dans la
direction de I'histoire qui vise a renforcer toujours la protection des
droits exclusifs de I'auteur, elle peut toutefois indirectement suggérer
une ligne plus divisible, quelques pays dont I'Allemagne et l'Italie, ont
introduit des taxes privées en faveur des auteurs sur la copie privée : ces
mesures augmentent la protection de l'auteur qui reste exclusive vis-a­
vis de l'uti1isation professionnelle et peut avoir une compensation sur
I'usage personnel, qui était auparavant libre. Celle ligne a été suivie
jusqu'ici spécialement pour les CD, les vidéo-cassettes et les DVD
(domaines de la musique et des films). !l faudrait s'interroger sur le
point de savoir si la meme Iigne ne doit pas etre suivie pour tout
instrument de duplication tels que les ordinateurs et les logiciels et donc
étre étendue a internet.

La pratique du commerce électronique confrontée an droit (table
ronde)

Capres-midi du 9 novembre etait consacree a une table ronde,
reunissant, autour du theme de "la pratique du commerce electronique
confrontee au droit!!, des "e-entrepreneursll regionaux, MM. Vincent
Coppola et Philippe Soussan, Maitre Henri Cave, uotaire, John
Greggory, memhre du General Council du Ministere de la Justice de la
Province de l'Ontario au Canada et expert aupres de la CNUDCI pour le
commerce electronique. Le debat etait anime par le Professeur Vivan!.

M. Coppola, qui dirige I'entreprise STD lO
, une web-agency, constate

tout d'abord que dans ce domaine, sans le vouloir, on outrepasse le droit
taLlt le temps car celui-ci change tres vite, qu'il SO!t national OH
international. !l souhaiterait plus precisement avoir des eclaircissements
sur les noms de domaine. Sur celle question diffici1e et vaste, M. Varet
explique qu'en ce qui concerne le statut du nom de domaine, pour
certains, le fait de reserver le 110m de domaine allpres du registrar
confere lIne propriete, pour d'autres, cet acte est purement contractuel. Il
estime, et M. Vivant rapprouve, quti[ faut considerer les relations avec

'" www.std.fr
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le registrar comme contractuelles. II est vrai qu'on ne connait pas encore
vraiment le statut du nom de domaine mais ici c'est le contrat et non la
loi qui compte. Quant au droit du registrar sur le nom de domaine, il est
gestionnaire et non proprietaire mais il s'agit d'un schema contractnel
plus que de la propriete, meme si la doctrine a tendance a I'analyser en
droit de propriete. M. Ubertazzi ajoute qu'il est vrai qu'il faille s'appuyer
sur le contrat mais quel modele de contrat?

~!1. Soussan, qui dirige un site sur l'emploi en Languedoc Roussil1on,
evoque ensuite les problemes auxquels il est pour sa par! confronte.
Tout d'abord, la protection des ressources documentaires sur le tissu
economique local mises en ligne (copyright, depots legaux... ). Sur ce
point, M. Vivant explique que le copyright est un droit d'auteur et qu'il
n'y a donc pas de difficultes pour sa reconnaissance mais pour ce qui est
de sa defense, ce n'est pas si facile. II y a a cet egard une difference entre
les principes et leur application. En droit d'auteur franyais, tont ce qui
n'est pas permis est interdit, c'est donc facile a gerer avec un contrat bien
construit. .. sachant qu'un contrat bien fait n'empechera pas le piratage.

A la question de M. Soussan de savoir si I'on doit prevenir la CNIL
quand la base de donnees d'Ull site change (et elle change
constamment... ), Mme Mallet-Poujol repond par la negative, dn
moment que la finalite du site ne change pas. A l'inverse, si on change
vraiment la nature du traitement des donnees, l'esprit du site, avec par
exemple de nouvelles menaces sur la vie privee, il vaut mieux le
signaler a la CNIL.

Pour ce qui est des conditions generales de vente, troisieme question
de M. Soussan, M. Passa evoqne les dispositions claires du Code de la
consommation, precisant les informations detaillees a fournir au
consommateur avant et au moment de la conclusion du eontrat et
aussitot apres. II existe egalement un delai de retraetation de 7 jours a
compter de la reeeption ou de I'acception s'il s'agit d'une prestation de
servíce.

Maitre Henri Cave, explique ensuite que le notariat est une
profession reglementee ear les notaires sont des offieiers publies. S'ils
assument leur responsabilite en maticre d'execution des contrats, elesí
pour des biens immobiliers nniquement et situes en Franee. Il explique
que ce qui inquiete prineipalement la profession, e'est que la seeurite
juridique du seeret professionnel n'est pas assuree au niveau de
I'informatique. Cest la raison pour laquelle les notaires sont frileux en
matiere de signature eleetronique.

MM. Soussan et Coppola evoquent ensuite a nouveau certains de
leurs problemes: la permanente "Iongueur de retard" du droit et
I'absencc de securite dans le stockage des donnees et dans leur transfert.
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M. Jolm Greggory explique ensuite qu'au Canada, le ".ca" a été
réaménagé récemment et que le nom de domaine fait l'objet d'nn contrat
avec l'Agence canadienne. On fait face aux memes problemes, sans
avoir davantage de solutions... Pour ce qui est de la protection des
consommateurs, quelques provinces ont légiféré, inspirées par la
directive européenne. En matiere de transactions immatérielles, c'est la
loi-type des Nations-Unies dont on stest inspiré: stil slagit d\m document
écrit, ltinfonnatioll doit etre sous forme écrite, stil est électronique, l'écrit
a lIne fonction de mémoirc, il faut donc pouvoir le consulter
ultérieurement, Pour la signature, en revanche, en Common Law il nty a
pas de forme requise, c'est une marque qui indique une personne sans
pOllr alltant J'identifier. 1I existe denx regles: d'une part, les parties
e10ívent donner leur consentement il I'emploi de documents
électroniques, d'autre part, les sígnatures électroniques sont interdites en
matiére de transactions immobiliéres, de testament car elles comportent
trop de risques. Sinon, la loi n'exige pas de procédure pour qu'elles
soíent valables, on ne nie pas la validité juridique e1'une information
selllement il cause ele son format électronique.
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We have received jrom Mr. DAHER ABDEL KAAREM, Social worker and
higher studies in Social Defence (Egypt), the following message
Studying Social Defence in a Scientific Way which tackles some ofthe
issues and the methodology ofthe Social Defence.
We are glad to share it with our Readers in lts original formo

The reader at a fírst g!ance may think why the question of Social
Defence has not been dealt with in a scientifíc way.

Another question is whether schools, attitudes and thoughts which
dealt with Social Defence have in these cases a sort of usefulness? And
if we deprive these studies of al! scientific qualities, what is their own
importance in a clear way? Moreover how to use it in that field? and
which is their own importance?

This is what we are trying to answer to through lhe fol!owing parallel
text:

1. Why Social Defence has not been dealt with in a scientifíc way?
The men of law and scientists can influence the Socia! Defence

Movement in al! its theories. The reader ofthe history ofthe Movement
should find this iní1uence in several schools and attitudes. Practically,
the reader wil! find it in several conferences, decisions and
recommendations which approached the LAWAL picture and the
establishment of the !ntemational Society of Socia! Defence (lSSD) is a
good evidence and gllide for tha!.

The severa! schools, attitudes and thollghts of Ado!phe Prins, Fi!ippo
Gramatica and Marc Ancel agree their trials with professor Shetrahe!' s
picking titled !1The Social Defence Minimum Program!l, It is a
theoretical frame stlldied with a scientific and historical ana!ysis. lt
needs to SPRGH war as a monumental value, a clear frame submit of
methods and scientific instruments for research.

TIle use af Social Defence cases is a logical li1ethod. It would not
contrast with the scientific method, with its contribution supp!ied with
all the previous studies, which reinforces the Movement in its own
history. lf we do not give these trials the right studies and a logical
analysis, it would be a kind of injllstice and a sort of underestimation.
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2. Needs to have a Social Defence and its cases in a logical trame
The reason why we have cases of Social Defence in a logical frame

may be regarded that Social Defence should become theoretical
experiences, produced by several studies aud conferences.

And what was given from that recommends, decisions aud laws and
that may need completeness of incomplete, 01' may be incomplete, 01'

explanation to under things, 01' a mange au irregular things, cored
mistakes, resulted from these studies.

And Social Defence and its cases, fields, cases may be exposed by
the studying, analysis as it's all several kinds and numbers.

3. How to use Social Defence in that frame
Cases of Social Defence are not very different from other kinds of

cases used in other sciences for the scientific research included in
different frames. Basic planes are:

A - Limitation of problems:
This is one of the most important steps that the scientific researcher

has to get over because it conld affect all the following steps. In the field
of the Social Defence there are several problems which push the
searcher to study the dark side of it

B - The limits ofthe stlldies:
There are several factors limitating the aim of the research, these are:

1 - scientific motive: Studies should be on1y scientifie research, pure
research. They shonld examine the theory of theories. They could
approach to faets that should be considered the basis of a new theory,
and when the seareher studies the theory of theories, his main aim
should be scientific curiosity.
2 - practica1 motive: The aim of the research should be the direct use of
science for the study of the society. It should reach and solve individuals
and groups problems. This kind of research is called practical research.

C - Conceptions limitation:
The searcher should be a very well connoisseur of the theory, to limit

to the maximum possible extent all the preconceptions.

D - lnstrument for the limitation (technique of collection):
The conception of instruments refers to the way the searcher collects

al! the information 01' data of what he needs. He has to auswer these
questions: what? 01' why?
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E - The Iimitation ofthe used method (methods of research):
The method is the way and how the searcher follows and studies the

problem of the research topic; so he will answer the interrogative
question: how?

F - Tbe !imitation ofthe data fields:
The hnman field
The political field
The time field

G - Report writing:
According to this step, the searcher can transfer what he has reached

to the readers.

4. The importance of having Social Defence in that frame

The most important are:
lnfluence knowledge frame and theoretical for movement
Joining theory with practice
How to use that in several Social Defence fields.
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INFüRMATIüNS - INFüRMATION





INTERNATIONAL SCIENTIFIC AND PROFESSIONAL

ADVISORY COUNCIL - ISPAC

Activities performed during 2001

1. In 2001, the International Scientific and Professional Advisory
COllncil continued the implementation of its mandates in Iíue with the
overall programme directives and priorities. To date, the Advisory
Council has decíded to concentrate on the topics of organized crime,
corruption, traffícking in persons and terrorismo

2. In conjunction with the X Session of the UN Commission on
Crime Preventíon and Criminal Justice (8-17 May 2001), the practical
Workshop "World Prison Populations: Fac/s, Trends and Solu/ions"
was held on May !O, and it was part of the collaborative effort by the
UN Programme Network Institutes to address these issues and
contribute substantively to the work of the Programme. In that
framework, the Advisory Council featured a techuical presentation on
the íssue of prison management and provided sorne practical solutions
to managing prisons in overcrowded situation without an increase in
resources. In its presentation the Advisory Council provided sorne basic
methods that those in eharge of managíng overcrowded facilities couId
use to keep staff morale at an acceptable level, provide inmates with on­
going programs and services and find innovative methods to keep the
prison a humane environment.

3. In the framework and following the high results of the Palerrno
Conference, where about 2/3 of the participating States had ratified the
Convention against Transnational Organísed Crime and the Protocols
thereto, the Advisof'j Council focused its activities on promoting the
ratifieatíon and implcmentation of the Convention and of the annexed
Protoeols towards the Countries which show more problems in it.

The Advisory Couneil, in co-operation with the United Nations
(Centre for International Crime Prevention of the United Nations Office
for Drug Control and Crime Prevention), organised the Intemational
Seminar Towards /he En/ry in/o Force of /he Uni/ed Nations
Convention against Transna/ional Organised Crime (13-16 September
2001), in view of supportíng the entry into force of the United Nations
Convention against Transnational Organised Crime and its three

155



Protocols. The Seminar intended to outline a general framework of legal
instruments and implementation measures that could be usefully appIied
lowards lhat end and had lhe purpose of drafting a documenl with
guidelines for lhe ratificalion of lhe aforesaid Convention and ils
inclusion into nalionaIlegislations ofMember Stales.

The aforesaid Seminar was attended by delegalions composed by
experts and governmenlal officers fram a wide variety of States from
the five geographical areas, namely Latin Alnerica (Argentina,
Bahamas", Barbados, Bolivia", Brazil, Colombia, Ecuador, Mexico,
Trinidad and Tobago), Africa (AIgeria, Morocco, Burkina Faso,
Namibia, Nigeria, Soulh Africa), Asia (Cambodia, PeopIe's Republic of
China), Easlern Europe (Bulgaria, Lithuania, Poland, Romania, Russian
Federation) and Western Countries (Canada", France, Germany', Italy,
Netberlauds, Spain, United Slates of America).

Each of the participating Countries illustrated its efforts to adequate
lo lhe Convention and its status concerning the inclusion into the
"ational Iegislation of the internationaI principIes of the Convention. It
was tbus possible to make a review of lhe efforts made so far at the
international leve!. The delegates had been requested to illustrate the
responses given to a questionnaire made availabIe to each participanl,
illuslrating the domeslic law towards lhe ratification of the Convention
and lhe actions lo bc undertakcn for its implementation. Each Stale
indicated whether ils legislation aIready provided a definition of
organized criminal group, whether it considered the respollsibility of
juridical persons and whether it defined as crimes corruption, money
laundering, participation in organized criminal groups, trafficking of
persons, smuggling of migrants, illicit manufactnring of and trafficking
in firearms, impedingjustice.

4. On 13-15 December ISPAC atrended the XVI Coordination
Meeting ollhe United Nations Crime Prevention and Criminal Justice
Programme Network Institutes (PNI), hosled in Helsinki by lhe
European United Nations Crime Prevention and Criminal Justice
lstitutes (HEUNI).

~ These Countries were not able to attend the Intemational Seminar because of
the terrorist attacks which struck the USA on 11lb September 200l.
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1'he Crime Prevention and Criminal Justice Programme Network
consists ofthe United Nations Centre for Intemational Crime Prevention
and a number of interregional and regional institutes around the world,
as well as specialized centres. It has been developed through
arrangements between the United Nations and Member States to assist
the international community in strengthening intemational co-operation
in cíücial areas of crime prevention and criminal justice. Its cOlnponents
provide a variety of services including exchange of information,
research, training and public education.

1'he major decision taken during that event led to a draft programme
of a 1'echnical Assistance Workshop to be convened on behalf of PNI in
Vienna during the XI Session of the UN Commission (April 2002). 1'he
agreed upon topic being "Criminal Justice Reform: lessons learned
Community involvement and restorative Justice", several Institutes
announced a variety of eontributions. ISPAC committed itself to deal ­
under the general topic - with "Best Practices on Restorative Justice";
to this end !SPAC appointed as Speakers two Experts (Professor Renzo
Orlandi, Bologna University and Joan J. Queralt, Barcelona University).

5. Publications:
a) Cambating Transnational Crime: Concepts, Activities and

Responses. 1'his volume intends to be a snapshot of the efforts to
combat transnational organised crime. It contains the papers which were
first delivered at a Conference organised at Cormayeur Mont Blanc,
ltaly, in the FaH of 1998 by the Advisory Couneil, contributing to the
work of the United Nations in crime prevention and criminal justice.
1'he volume was subsequently updated through a Chapter on further
developments up to February 2001 As a malter of fact, governments
have recognised the seriousness of the challenge posed by transnational
organised crime, but they have not found it easy to develop an effective
response. In recent years some progress has been made by States and
international organisations in developing measures to combat criminal
enterprises that are "sovereignty-free" actors.

b) Countering terrorism through International Ca-operation.
1'his volume contains the proceedings of the International

Conference on "Countering 1'errorism through Enhanced International
Co-operation", which was held in Courmayeur Mont Blanc, Italy, 22-24
September 2000 and it was focused on current developments and
emerging trends in terrorism and their implications for countering
terrorismo 1'here exists a broad repertoire of counter-measures and it is
mandatory that societies suffering from terrorism take the tools from the
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cOllnter-terrorist repertoire that fit them best It is well-known that when
it comes to taking practical measures for cOllntering terrorism on the
domestic front, these tend to atfect others besides the terrorists. It is
necessary that States act together, since only co-operation ean bring this
about. This Volume shows that there are encouraging signs that
international community will take more decisive steps and arrive at a
comprehensive Convel1tion on International Terrorism.

e) The Rule ofLaw in the Global Village: Issues ofSovereignty and
Universality.

1t is based on the Symposium held in Palermo (Italy) (12-14
December 2000) on the occasion of the Palermo Conference for the
signing of the UN Convention against Transnational Organised Crime.
The focus of this Symposium had been on security, legality and
protection of citizens. In recent years an increasing number of
international instruments have been implemented, demonstrating that
the problem of sovereignty was key. Countries should review their
policies and legislation so that the global village and the information
society could be enjoyed by al1. The key areas were international
judicial assistance and the creation of rules common to every State. AIl
States ought to be involved in a col1ective enterprise based on the Rule
of Law, which should strike a balance between the rights and freedoms
of the individual on the one hand and the interests of society as a whole
on the other.

d) A Guide for Non-Governmental Organisations on Working with
United Nations on Crime Prevention and Criminal Justice.

This voJume has the purpose of consolidating the co-operation ofthe
Non-Governmental Organisations (NGOs) with the UN and moreover,
to involve new areas willing alld able to give a valid contribution to the
internatiollal community. There is the desire of baving input and
participation of NGOs with UN. NGOs are a basic element in the
representation of the modern world and their participation in an
international organisation 1S a guarantee oí its politicai legitimacy.

6. The quarterly Newsletter of the lnternational Scientific and
Advisory Counci! was issued on a regular basis with the co-operation of
the Naif Arab Academy for Security Sciences.
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Vers le XIVeme Congres international de défense sociale
Towards the

XIVth International Congress on Social Defenee

En collaboration avee le ministere de la Justice du Portugal et le
Gouvernement régional des A<;ores, le XIVeme Congres international
aurait díl se tenir du 21 au 25 novembre 2001 aPonta Delgada.

Le theme du Congres portant sur "Défense sociale et droit pénal
pour la proteetion des générations futures, en présence des risques
nouveaux fl était réparti en quatre sessions de travail.

Le Rapport général d'introduction était confié a Jorge De
Figueiredo Dias.

Pour des raisons de force majeure (le grave attentat du 11 septembre
aux Etats-Unis) le Congres a díl erre reporté.

11 nous paraít toutefois utile de présenter aux lecteurs le
Commentaire qui avait été établi.

Commentaire du ,ujet du Congres

Le Congres examinera le role du droit pénal dans la proteetion des
générations futures eontre eertains risques nouveaux (risques de santé,
nuisances, atteintes au milieu naturel, risques de nature économique,
etc ... ).

Plusieurs problemes se posent: d'une part le probleme de la légitimité
(et aquel degré) des délits-obstaeles (abstrakte Geftihrdungsdelikte),
dont la réponse se situe entre prévention et répression; d'autre part le
probleme de la détermination des intéréts et des biens a protéger (la
reeonnaissanee de biens soeiaux distinets de J'individu renforee-t-elle la
proteetion des personnes?); enfin, le droit pénal doit-il se limiter au eas
individue} OH peut-on envisager une orientation de type "macrol!, dans le
sens que son intervention apparait plus limitée qne celle du droit
administratif qui établit des controles et des interdictions de portée
générale á I'égard de tous les citoyens (alors que le droit pénal ne vise
que les délinquants).
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Une attention particuliere sera portée sur les défis de la mise en jeu
de la responsabilité pénale: nouvelles alternatives et limites, nouvelles
formes et nouveaux objectifs. Cette conception élargie de la
responsabilité pénale classique répond au phénomene souvent décrit par
la sociologie moderne de la collectivisation de la vie sociale
contemporaine. Pris dans son sens vertical et partant de la division du
travail (et de ses taches), on constate qu'il n'existe plus de responsable
pénal dans l'entreprise des lors qne le travailleur ne remplit pas les
conditions légales prévues pour qualifier l'auteur de 1'infraction
(producteur ou exportateur, etc...) et que les patrons ou dirigeants ne
sont pas les auteurs matériels des faits reprochés par la loi. D'ou l'idée
de ne pas renvoyer seulement les personnes physiques devant les
jurídictions, mais aussi les entreprises (personne morale). Pris da.llS son
senS horizontal, la globalisation des relations internationales a conduit a
considérer que l'infraction n'est pas réalisée dans un seul pays, mais
résulte de divers faits commis dans plusieurs États. D'ou l'idée classique
de coopération et d'entraide judiciaire (qui néanmoins présuppose la
réalisation "complete" dans un pays déterminé) et la "création" d'une
"entité économique" capable, au plan juridique, de comprendre la
dispersion des activités entre plusieurs pays, le choix étaut adopté en
fonction de diverses considérations: concurrence, fiscalité, etc...

Cette conception des activités économiques ci-dessus décrite pourrait
aussi s'appliquer a d'autres domaines tels ceux de 1'atteinte a
l'environnement, de la biogénétique, et de la responsabilité liée aux
produits dangereux ou déíectueux, domaine dans lequel la relation entre
responsabilité pénale et responsabilité civile pose de délicates questions
puísque le plus souvent on est en présence de fautes de négligence qui
relevent de la loi cívile.

En ce qui concerne la protection des générations futures susceptibles
de supporter les risques et les menaces de génocides, de guerres et de
toutes sortes de discrimiuations, le Congres propose d'analyser les
mécanismes propres a apporter des remedes, notamment au travers des
íustruments offerts par les Cours Pénales Internationales et les
Commissions de Réconciliation. Ces perspectives nouvelles, ouvertes
aux droits fondamentaux par la Charte Européenne la.lleée récemment a
Níee, feront l'objet de discussions approfondies.
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In cooperation with the Ministry of Justiee of Portugal and the
Regional Government of the Aqores, the XIVth International Congress
was to be eonvened at Ponta Delgada from November 2I" through
November 25'h 2001.

The tapie "Social Defence and Criminal Law for the Proteetion of
Coming Generations in view ofNew Risles", was to be dealt with during
j01lr Working Sessions.

The General Introduetory Report had been entrusted to Jorge De
Figueiredo Dias.

Beeause o[ unpredietable events (the terroristic attaek of 11
September in New York) the Congress had to be postponed

We submit to the readers the Commentary whieh had been drafted

Overview 01' the theme ofthe Congress

The Congress wili foe1ls on the role of Criminal Law in its speeifie
referenee to the proteetion of eoming generations against a number of
new risles - risles ofhealth, ofthe environment, ofthe eeonomy, etc.

Several problems arise: on the one hand, the problem ofthe legitimaey
(and to what degree) of erime-obstacles (abstrakte Gefiihrdungsdelikte)
whieh oeeur between prevention and repression; on the other hand, the
problem of the determination of the interests and¡uridical assets to be
proteeted (does the reeognition ofsupra-individual, social assets enhance
the protection 01 the individual?); final/y, should criminal law locus
exclusively on the intervention in the individual case, or might it hove
recourse to a "macro If orientation, in the sense tha! jts intervention could
be more limited than that of administrative law, which establishes strict
contro!.s and prohibitions o(general applieation addressed to al/ citizens
(whereas criminallaw only deals with offenders).

Particular focus wiff be given to the new ehaffenges facing criminal
liability: new alternatives and limits, new jorms and new goals. Such
di/ution, or broadening of the seope 01 cíassic criminal liability, is in
response to the phenomenon, afien described by modern sociology, of
the coffectivisation ofsocial lije today. Taken in the vertical sense, and
starting fi'om the division of labour (and its tasles), there is no longer a
'central' .figure to charge with liability within the company, sinee the
company worker does not meet the legal requirements to qualify as the
author o[ a crime (producer, exporter, etc) and company directors or
executives themselves are not the material authors ofthe faets contested
in law. Hence lhe idea ofnot (only) referring natural persons, but (also)
eorporate entities to a criminal court. Taken in the horizontal sense,
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globalisation of internationol relations has meant that a criminal
r<ffence is no longer perpetrated in just one country, but rather is made
up ofdiverse focts carried out by different entities in several countries.
Hence the clossic idea of mutual judicial co-operation (which
nevertheless presupposes that a crime has been 'completely' committed
in one given country) and the modern 'construction' of an 'economic
entity' to encompass, on the juridical plane, the dispersion of activities
over several countries, a choice adopted far reasons 01 eompetition,
taxation, etc.

Such dilution of criminal liability described above to envisage
economic activities would also apply to issues such as destruction ofthe
environment, problems posed by biogenetics and liability for hazardous
or defective products, an area where the relation between criminal and
civil liability is o delicate question since, being ofien o case of
negligence, it falls within the scope ofcivillaw.

With regard to protecting future generations that will bear the risles
and threat of genocide, war ond all kinds of discriminotion, the
Congress proposes to analyse possible remedial mechanisms, namely
through the instruments provided by the lnternational Criminal Courts
and Reconciliation Commissions. The new perspectives opened up to
fundamental human rights by the European Charter, recently launehed
in Niee, will also be ofoeus ofdiseussion.

La lettre suivante, signée par le Président de la SIDS Simone Rozes
et le Secrétaire général Edmondo Bruti Liberati, a été adressée atous les
participants:

The tragie events whieh oecilrred in New York on September 11,
2001 heavily ajJected the attendanee and the organisation of our XIVth
lnternational Congress.

ISSD and the Ministry ofJustiee ofPortugal have been eompelled, to
the!r utmost regret, to suspend this event and to adjourn it to a further
date, which will be eommunieated as soon as possible ( tentativeJy
Mayl.June 2002).

No need to stress the topieality of the subjeet ISSD ehose for its
X1Vth Congress. We trust therefore on your personal attendance.

(Quod differtur non aufertur .....)
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XIIIeme Congres mondial de criminologie
Ria de Jaueiro, Brésil, 10-15 aaút 2003

La Société internationale de criminologie a aunoueé que son proehain
Congrés portera sur le théme: "Réduire le crime et promouvoir la
justice: un défi pour la science, lapolitique et les pratiques".
Des ateliers pour des présentations ou tables rondes sont éga!ement
prévus sur des thémes approllvés par la Commisssion seientifique de la
SIC.

XVIIeme Congres international de droit penal
Beijing, République Papnlare de Chine, 12-19 septembre 2004

Le Congrés se déroulera dans la forme traditionnelle, en quatre seetions,
sur des thémes qui feront l'objet de quatre Col1oques préparatoires:

Section 1: La responsabilité pénale des minenrs dans l'ordre interne
et international (Vienne, 26-28 septembre 2002)
Section 2: Corruption et délits voisins dans les activités
économiqnes internationales (Tokio, 11-13 novembre 2002 )
Section 3: Les principes dn proces pénal et lenr mise en oenvre dans
les procédures discipliuaires (Sautiago, fin septembre 2003)
Section 4: Les compéteuces concurrentes nationaies et
internationales et le principe "Ne bis in idem"
(2- 4 .iuin 2003, Freiburg i. Br. ou Berlin)

Deux tables rondes sont également prévues:

Table ronde 1: Aspects régionaux et nationaux du tratic de femmes
et d'enfants
Rio de Janeiro, 3-5 avril2002

Table ronde II: Délinquance informatique, cyberterrorisme,
pornographie envers les enfants et délinquance tinanciere
Athénes, avrilfmai 2003
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Inkeri Anttila
Ad Jus Criminale Humanius (Helsinki, 2001, pp. XIV-240)

by
MARIO PISANI

As an act of homage lo Inkeri Anttila on the occasion of her eightieth
birthday, Raimo Lahti, Chairman of the Finnish Lawyers' Association,
has edited, with lhe collaboration of Patrik T6rnudd, this selection of
scientific contributions which Inkeri Anttila presented in English on
various occasions at different venues. (The complete bibliography over
the period 1944-1995 is set out in pages 223-238).

These contributions are presented here under six headings: Hidden
Criminality; New and Old Perspeetives oj Criminology and Criminal
Policy; Vietimology; Punishment versus Treatment and Ineapaeitation;
Criminal Sanetions and Sentencing; and Development Trends in
Criminal Law and Criminal Poliey.

Among the many studies mention should be made - in keeping with
the post of Vice-President of the Société internationale de déjense
sociale pour une politique criminelle humaniste occupied by the Author
from 1982-95 - the one published in our Cahiers 1990/91 under the title
"Social Defence and the Victim; Some Remarks on the Responsibility
ofthe Victim" (which is now been republished on pages 77-81).

In the Introduction to the collection, the Editors illustrate and arient
the figure and work of Inkeri Anttila, an impassioned scholar and
Minister of Justice in 1975; they suggest (page x) two keynotes for
appreciating a!l the work of the woman now being honoured, over and
above the contributions now being reproduced; namely llrespect fOf

human values and an emphasis on rational decision-making".
The Preface to the work bears the prestigious signature ofMrs. Tarja

Halonen, President oflhe Republic ofFinland.
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La "formule" de Radbruch et Giuliano VassaUi *

par

MARIO A. CATTANEO
professeur titu!aire de la chaire de philosophie du droit

Université de Padoue (siege de Treviso) (ltalie)

Dans les années apres la deuxieme guerre mondiale la philosophie du
droit a été caractérisée - surtout en Allemagne et en !talie - par la
querelle entre positivisme juridiqne et jusnaturalisme, par rapport aux
lois positives du totalitarisme. Les écrits de 1945 et 1946 sur ces themes
de Gustav Radbruch ont une particuliere importance. Les questions alors
vivement traitées, apres la chute du nationalsocialisrne, ont été posées a
nouveau apres la chute du communisme, surtout en Allemagne apres la
fin du régime de la DDR.

La sensibilité d'homme et de juriste de Giuliano Vassalli l'a poussé a
dédier un livre a celle qu'il définit avec efficacité la "formule" de
Radbruch, c'est-a-dire la fayon par laquelle cet auteur a examiné les
problemes qui surgissent a cause des lois particulierement cruelles et
inhumaines des gouvernements totalitaires. Dans son livre, Vassani
résume la '1ormule" de Radbruch, de la fayon suivante: en principe, le
droit positif - meme si son contenu est injuste - doit prévaloir, car les
10;s positives en soi-meme assurent la certitude du droit, sauf dans les
cas oi! 1eur injustice est devenue intolérable. Ainsi, l'intolérabilité
(Unertrdglichkeit) caractérise la formule de Radbruch. A c6té, il y a
aussi la considération selon laquelle il y a des cas ou les lois positives
apparaissent tout de suite comme caractérisées par une extréme injustice
et, en conséquence, elle sont llnon-droit'\ IlNícht-Recht". Mais cette
deuxieme perspective est moins importante dans la pensée de Radbrüch
(pp. 5-7). Vassa!!i souligne l'imprécision de la formule de Radbruch, qui
a été reproché par plusieurs auteurs (surtout, récemment, par Wolfgang
Naucke): quel est le moment oi! l'injustice de la loi positive devient
intolérable? Et dans l'opinion de qui? Mais, dans l'opinion de Vassalli,

G. VASSALLl, (2001), Formula di Radbruch e diritto pena/e. Note sulla punizione
deí "delitti di Stato" neHa Germania postnazista e nella Germania postcomunista,
Milano, Giuffre, pp. 319.
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cette intolérabilité est en général reconnaissable: a son avis, meme la
perspective d'une évaluation quantitative de cette injustice, qui résulte
de la formule de Radbruch, n'est pas étrangere au monde du droit (pp.
289-291).

Un probleme plus difficile conceme, selon Vassalli, la question du
principe de la non rétroactivité de la loi pénale dans ce domaine. En
effet, la punition des actes de criminalité, commÍs par des fonctionnaires
du régime totalitaire, est en contradiction avec la regle de non
punissabilité de ces actes, qui était valable a l'époque oi! ces actes
étaient commis. Se10n Vassalli, une exception a ce principe n'est pas
admissible au niveau judiciaire, si elle est l'oeuvre de l'interprétation des
juges; une solution préférable est celle qui dérive de lois pénales
franchement rétroactives; a son avis - et cela est raisonnable - la
rétroactivité dans le domaine pénal est moins nnisible a la certitude du
droit au niveau législatif(pp. 293 et suiv.).

L'étude de Vassalli est tres complexe et caractérisée par une grande
profondeur. La conclusion de Vassalli, d'un point de vue général, est une
adhésion modérée a la formule princípale et "faíble" de Radbruch, en
tant qu'elle reconnait une liaison entre droit et morale seulement lorsque
le premier est intolérablement injuste (p. 314). De l'autre coté Vassalli
souligne aussi le fait que les príncipes essentiels du droit naturel out été,
depuis longtemps, acceptés par les Constitutions des pays civilisés et
transformés en droit posítif En tout cas, a la fin, il déclare avec réalisme
que les progres des systemes juridiques modernes ne 50nt pas assurés; il
y a encore des dangers possibles pour l'État de droit, lesquels pourraient
demander une réponse - dans la direction de la justice - qui vient de
notre conscience (pp. 318-319).

A fi10n avis, pourtant, la "formule" de Radbruch ne paralt pas
suffisante, car elle contient plusieurs inconvénients et diffieultés. Faire
dépendre la qualité du droit de certaines lois positives du fait que leur
inj ustiee est devenue intolérable, est un eritere qui dépend trop de la
quantité; justement Wolfgang Naucke a objecté qu'il vaudrait mieux
établir un critere qualitatif, e'est-a-dire le fait que eertaines lois positives
violent la dignité humaine, la liberté, Pégalité des hommes. 1 De Pautre
coté on peut observer que Gustav Radbrueh donne une interprétation
curieuse et déformée de la certitude du droit. Il dit que, en principe, une
loi positive - bien qu'injuste - donne la garantie de la certitude du droit,
car elle assure l'ordre et la paix. Mais la certitude du droit est autre
ehose; elle n'est pas l'ordre qui peut etre assuré par le despotisme et le

W, NAUCKE, (1966), Die strajjuristische Privilegierung staatsverstdrkter
Kriminafitat, Frankfurt am Main, pp. 45-46.
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totalitarisme, elle est la süreté d'esprit dont parle Montesqnieu, qui
dépend de la possibilité de connaitre en avance quels sont les délits et
les peines qui les suivent, et de savoir que les faits, qui ne sont pas
prévus dans le code pénal comme délits, ne sont pas punissables. Tout
cela montre que l'interprétation de Radbrnch est caractérisée par un
malentendu fondamcnta1.

En ce qui concerne, enfin, le theme de la non rétroactivité des !ois
pénales, en tant qu'obstacle a la punition des criminels d'État, on pent
objecter les considérations suivantes: il s'agit d'un principe typique de
l'État du droit, qui doit etre tonjours maintenu dans la normale vie
juridique, en tant que garantie de liberté et protection de l'arbitre du
pouvoir. Mais la criminalité d'État se trouve dans une situation
différente; les criminels de ce type étaient, au moment de la commission
de leurs délits, soustraits a la peine, car ils avaient le pouvoir ou étaient
protégés par le pouvoir; une situation de privilege. Mais les délits, dont
ils sont coupables, son tels que la conscience morale de tout homme
reconnait comme iniques, injustes et reprochables, et qui sont punis par
le code pénal des pays civiiisés. Tout le monde sait que s'il commet un
acte de ce type, caractérisé par telle cruauté, il commet un acte horrible
et certainement punissable. Le probleme de la certitude du droit
conceme, dans ce cas, non la récognition du fait punissable, mais la
détermination de la peine, non le probleme du nullum crimen sine lege,
mais le probleme du nulla poena sine lege. lci le probleme continue ase
poser, mais surtout parce que la détermination de la qualité et de la
quantité de la peine est toujours difficile et presque insoluble. II s'agit,
en effet, du fait que des etres humains punissent d'autres etres humains;
et ce theme pose toujours des questions presque insolubles. Le véritable
droit de punir appartient seulement aDieu. Mais justement acause de la
complexité et difficulté de ces problemes, nous devons elre
reconnaissants a Giuliano Vassalli pour nous avoir donné une analyse
tres intéressante de themes importants, qui touchent directement le
principe de la dignité humaine.
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ISPAC (2001), Countering Terrorism through Intemational
Cooperation, pp. I11-392'

The contributions in thís volume are papers submitted to an
international Conference held between 22 and 24 September 2000 at
Courmayenr, Aosta, Italy. This Conference Countering Terrorism
Through Enhanced International Cooperation was attended by 180
participants trom Governments, law enforcement, intelligence,
professional organisations, academia and lnter-Governmental and Non­
Governmental Organisations. The gathering of experts was convened by
ISPAC and organised jointly with tbe Terrorism Prevention Branch of
the United Nations. The suggestion for such a Conferenee was first
made in 1998 by Professor Alex Schmid when he was a member of the
Execlltive Board of ISPAC. At the time the Conference was held, Alex
Schmid was Officer-in-Charge of the Terrorism Prevention Branch, the
Ilew unit established in April 1999 at the United Nations Office in
Vienna.

The issue of terrorism was first brought hefore the United Nations
Assembly in 1972. Since that time, the international community has
wrestled with the definition question. The United Nations has not yet
been able to agree on a definition of terrorismo However, scholars from
universities have come closer to a consensus definition. A proposed
academic definition based on a content analysis of more than one
hundred existing definitions led, in 1984, to a definition witb which 81
per cent of academic respondents to a qllestionnaire could partially, or
even fully, agree. The comments and criticisms of more than fifty
scholars 011 this proposed definition were subseqllently llsed to refine
this first detinition. The result of these efforts was the following Social
Science definition proposed in 1988:

"Terrorism is an axiety-inspiring method of repeated violent action,
employed by (semi)-clandesüne individua! groups or state-actors, for
idiosyncratic, criminal or poJitical reasons, whereby - in contrast to
assassination - the direct targets of violence are not the main targets.
Tile immediate human victims of violence are general1y chosen

Excerpt from the lntroduction to the Volllme, signed by ALEX P. SCHMID, editor of
the Volume. RAPOPORT'S papel' (page 9 foIl. ofthat same Volllme) was published in
Cahiers de d~fense socia/e, 2000, pp.lll foil. An exhaustive report about the
Conference by V. SERüN has al so been published in the same issue (pp.151 foiL).
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randomly (targets of opportunity) or selectively (representative or
symbolic targets) from a target population, and serve as message
generators. Threat- and violence-based communication processes
between terrorist (organisation), (imperilled) victims, and main targets
are used to manipulate the main target (audience(s)), turning it into a
target of terror, a target of demands, or a target of attention, depending
on whether intimidation, coerciOl1, or propaganda is primarily sought."

The core elements of such a definition now enjoy considerable
support.
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AA.VV. Homenaje al Dr. MARINO BARBERO SANTOS - In memorlam,
Cuenca 2001, Ediciones de la Universidad de Castilla-La Mancha,
Ediciones Universidad Salamanca - vol.!, pp. 1444; vol.l!, pp. 881

AA.VV., (a cura di BARTOLE, CONFORTI, RAIMoNDI), (2001),
Commentarlo alla Convenzlone europea per la tutela del dlrlttl
de/!'uomo e delle liberta fondamentali, Padova, Ed. Cedam, , pp. XXVI­
1011.

AA.VV., (2001), Pol/tlca criminal, derechos humanos y sistemas
jurldlcos en el siglo XXI, volumen de homenaje al Professor Dr. PEDRO
R. DAVID, Buenos Aires, Ediciones Depalma.

DAVID P., (2001), Globalizzazlone, prevenzlone del delitto e glustlzla
penale (trad.it.), Milano, Giuffre Editore, pp. 212.

FERRARI v., RONFANI P., STABILE S. (eds), (2001), Confllttl e dlrlttl
nella soc/eta transnazlonale, Milano, Franco Angeli Editore, pp. 740.

GUTIERREZ F. - ALVIZ CONRADI - VALCARCE LOPEZ M. (eds.), (2001),
La Cooperación Internacional .frente a la criminalidad organizada,
Universidad de Sevilla, pp. 234.

MAGALHAES GOMES FILHO A., (2001), A motlva,ao das declsoes
penals, Sao Pau!o, Editora Revista dos Tribunais, pp. 272.

MILITELLO V.- HUBER B. (eds), (2001), Toward a European Criminal
Law agalnst Organlsed Crlme, Freiburg i. Br., ed. luscrim, pp. X-302.

STELLA F., (2001), Giustlzla e modernita. La protezione dell'lnnocente e
la tutela delle vittime, pp. IX-460.

PISANI M., (2001), Teml e casi di procedura penale Internazlonale,
~Ailano, LED, pp.135.

PISANI M., (2001), Studl di diritto premlale, Milano, LED, pp.173.

WILLIAMS P.- VLASSIS D. (eds.), (2001), Combatlng Transnatlonal
Crlme, London-Portland, Frank Cass, pp.390.
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Fondazione Cassa di Risparmio delle Provincie Lombarde
VERSO LA COSTITUZIONE EUROPEA (volumi 7, Il Mulino,
Bologna, 2001).

Costituzionalizzare l'Europa ieri ed oggi (a cura di U.DE SIERVO),
pp. 250.
La difficile Costituzione europea (a cura di U. DE SIERVO), pp. 346.
Una Costituzione senza Stato (a cura di G. BONACCHI), pp. 532.
Dall'Europa a quindici alla Grande Europa La sfida istituzionale
(a cura di PETRONI A.M.), pp. 321.
Projili della costituzione economica europea (a cura di A. QUADRIO
CURZlO), pp. 552.
Cittadinanza e identita costituzionale europea (a cura di V.E.
PARSI), pp. 258.

ISPAC (2001)
The Rule oj Law in the Global Village: ¡ssues of Sovereignty and
Universality, pp.l62.

176



SOCIETE INTERNATIONALE
DE DEFENSE SOCIALE POUR UNE POLITIQUE

CRIMINELLE HUMANISTE

INTERNATIONAL SOCIETY
OF SOCIAL DEFENCE

AND HUMANE CRIMINAL POLICY

SOCIEDAD INTERNACIONAL
DE DEFENSA SOCIAL POR UNA POLITICA

CRIMINAL HUMANISTA





STATUTS
de la Société internationale de défense sociale

pour une politique criminelle humaniste - SIDS*

ARTICLE PREMIER

La Société internationale de déjense sociale est une association sans
but lucratif qui se propose d'étudier les problemes de la criminalité dans
la perspective d'un systeme de réaction anticriminelle qui, tenant
eompte des facteurs de resocialisation de son auteur, tend a la fois a
protéger la société contre les délinquants et a prémunir les individus
contre le risque de tomber ou de retomber dans la délinquance,

La Société internationale de défense sociale s'efforce, par la
propagation de ses idées, d'exercer une influence sur la politique
criminelle des Etats modernes.

ARTlCLE2

La Société internationale de défense sociale manifeste son activité
scientifique:
lO par le moyen de groupes nationaux qui cherchent, dans les divers

pays, aatteindre le but ci-dessus;
2° par !'organisation de congrios internationaux de défense sociale dont

les actes offieiels sont publiés;
3° par une collaboration avec les autres associations dont ractivité

s'exeree, tant dans le domaine national que sur le plan international,
parallelement a la sienne et notamment par sa coopération aux
enquétes et reeherches menées per rONU, J'UNESCO, et les auttes
organisations spécialisées ou satis leur patronage;

4° par la publication périodique d'un bulletin comportant notamment le
compte rendu de ses travaux et de ceux de ses groupes nationaux.

ARTICLE3

La Société internationa!e de défense sociale comprend:
a) des groupes nationaux;
b) des membres titulaires individuels et collectifs;
e) des membres d'honneur.

, La menlion de la SIDS au COllfS du texte doit etre interprétée selotl la nouvelle denominatíon de la Société.
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ARTlCLE 4

Les groupes nationaux de la Société internationale de défense
sociale se cOl1stituent avec l'appui de son conseil de direction et en
liaison avec lui. Ils doivent se conformer aux présents statuts ainsi
qu'aux reglements de la Société établis par l'assemblée générale. Sous
certe réserve, ils peuvent s'organiser librement dans les formes qui leur
paraissent convenables. Ils élisent leur propre conseil de direction,
désignent leurs délégués au conseil de direction de la Société, assurent
leur participation a ses diverses activités, notamment aux congres
internatiol1aux de défense sociale et d'une fayon générale poursuivent,
en pleine indépendance, l'étude des problemes relevant du programme
général de la Société.

ARTlCLE 5

Les membres individuels sont les adhérents de la Société
internationale de défense sociale, qui ne sont pas intégrés dans un
groupe national. Ils sont admis par le conseil de direction dans les
conditions prévues par ce dernier.

ARTlCLE 6

Les collectivités et les corps scientifiques qui en feront la demande
pourront etre reyus, dans les memes conditions, comme membres de la
Société. lls devront alors désigner un délégué pour les représenter et
exercer leurs droits statutaires. La désignation de ce délégué devra etre
approuvée par le conseil de direction.

ARTICLE 7

Les personnes qui auront rendu d1éminents services a la Société
pourront en etre nommées membres d'honneur par l'assemblée générale.
Lfhonorariat pourra etre décerné dans les lTIemes conditions, au
président, au secrétaire général et plus généralement atous les membres
du conseil de direction. L'honorariat leur conferera, dans ce cas, le droit
d'assister avec voix délibérative aux séances du conseil de direction.

ARTlCLE 8

Les membres titulaires, les membres d'honneur, les membres des
groupes nationaux, ont le droit d'assister aux assemblées générales et de
participer a tous leurs travaux en justifiant de leur quallté. lls reyoivent
le bulletin de la Société aux conditions prévues par le conseil de
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direction. Ils sont éligibles aux fonctions de l'association dans les
formes statutaires.

ARTICLE9

La qualité de membre de la Société internationale de défense sociale
se perd:
a) par démission écrite. adressée au président ou au secrétaire général

de la Société pour la fin de l'année en cours;
b) par radiation prononcée par le eonseil de direetion, pour non

paiement de la cotisation réglementaire apres mise en demeure
écrite;

e) par exc!usion, prononeée par le conseil de direction, il la majorité
des deux tiers des membres présents il la réunion, pour atteinte au
prestíge, au renom ou aux intérCts de la Soeíété. L'exc!usíon ne peut
etre prononcée qu'apres audition de l'intéressé; elle est sans appel;

d) par démíssion, radiation ou exc!usíon du groupe national dans les
conditions prévues par ses statuts et reglements.

ARTICLE ID

Les organes de la Soeíété internationale de défense soeiale sont:
a) l'assemblée générale;
b) le conseil de direetion;
e) le bureau.

ARTICLE 1I

L'assemblée générale se compose de tous les membres de la Société
j ustifiant de eette qualité. Elle se réunit sur convoeation du eonseil de
dírectíon aux date et lieu qu'íl indiquera. Son bureau est eelui du conseil
de dírection.

ARTICLE 12

L'assemblée générale:
a) nomme ie cansei} de direction de la Société et procede a son

renouvellement;
b) désígne, dans les memes eondítions, le bureau du eonseíl de

direction;
e) nomme les membres d'honneur de la Soeiété et confere l'honorariat

aux membres du conseil de direction;
d) entend les rapports sur la situation morale et financiere de la Soeiété

quí luí sont présentés par le eonseil de direetíon;

181



e) approuve les comptes et la gestion générale et en donne décharge au
conseil de direction;

1) approuve le programme scientifique de la Société qui lui est présenté
par le conseil de direction et procede asa mise au point;

g) approuve les reglements intérieurs qui lui sont présentés par le
conseil de direction et procede aleur modification;

h) décide de la modification des présents statuts conformément aux
dispositions de I'article 25;

i) délibere de toute question qui lui est soumise par I'ordre du jour
établi par le conseil de direction ou par une motion écrite signée de
20 lnelnbres au moins;

j) décide de la dissolution de la Société ou de la liquidation de ses
biens.

ARTICLE 13

Toutes les décisions de I'assemblée générale sont prises il la majorité
des voix, la voix présidentielle étant prépondérante en cas de partage.
Toutefois, les votes relatifs a la modification des statuts et a la
dissolution éventuelle de la Société exigent une majorité des deux tiers.
II peut etre décidé de procéder aun vote éerit ou aun vote nominal sur
proposition éerite signée de 20 membres au moins.

ARTICLE 14

Le conseil de direction de la Société est composé de 50 membres,
dont le président, les viee-présidents, au nombre de 10, un secrétaire
général et 13 secrétaires généraux adjoints a caractere régional. Le
conseil est élu par I'assemblée générale, parmi les membres de la
Société, pour une durée de cinq ans. II peut comporter en surnombre des
membres d'honneur. Les différentes régions du monde et les différentes
cultures juridiques doivent etre équitablement représentées dans le
conse!J. Toutefois, ni ies membres d1honneuf, ni ceux du bureau
n1entreront en ligne de compte dans cette répartition. En cas de
vacances, le conseil pourvoit provisoirement al! felnplacement de ses
membres défaillants, jusqu'il la prochaine assemblée générale. De
meme, le conseil demeure en fonction, passé le délai statutaire de cinq
ans, jusqu'a la plus prochaine assemblée générale.
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ARTICLE 15

Peuvent assister au conseil de direction avec voix consultative:
a) les délégués des groupes nationaux it raison de deux au maximum

par groupe, quel que soit le nombre de ses membres;
b) les délégués de la Société aupn"s des organismes intemationaux;
e) les représentants des mitres associations scientifiques

internationales, sur invitation spéciale.

ARTICLE 16

Le conseil de direction:
a) fixe le siege social de la Société;
b) entretient et contróle les rapports avec les groupes nationaux;
e) organise, avec la collaboration des groupes nationaux, des enquetes

ou des études d'intéret scientifique intemational entrant dans le
domaine d'activité de la Société;

el) décide de l'admission, la radiation ou l'exclusion des membres de la
Société;

e)fixe le montant des cotisations annuelles dues par les membres de la
Société et celui des cotisations dues par les membres des groupes
nationaux;

j) tixe la composition du conseil de direction du bulletin, regle les
problemes généraux reJatifs iJ sa publication et son prix
d'abonnement et de vente;

g) examine et approuve les rapports sur la situation morale et financiere
qui lui sont présentés par le secrétaire général et le trésorier, et
prépare les rapports iJ soumettre it I'appréciation de l'assemblée
générale;

h) élabore et soumet iJ l'approbalion de l'assemblée générale le
programme seientifique de la Société;

i) élabore et soumet á l'approbation de l'assemblée generale les
reglements intérieurs de la Société;

j) désigne les délégués permanents de la Société aupres de rONU, de
l'UNESCO el des diverses organisations intemationales spécialisées,
et designe les représentants de la Société aux congres et réunions
scienlifiques auxquels elle est conviée;

k) délibere, d'une maniere générale, sur toutes les mesures propres iJ
assurer la vie et le développement de la Société et traite de toutes les
affaires qui ne sont pas expressément remises par les statnts it un
autre de ses organes.
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ARTICLE !7

Le conseil de direction se réunit en regle générale deux fois par an
ou, en cas de besoin, ala demande formelle d'un membre de son bnreau,
de 8 de ses membres ou d'un groupe nationaL

La convocation est faite par le président ou par le secrétaire général,
par écrit, au moins un mois avant la date de la séance. Elle doit préciser
les différents points de l'ordre du jour.

Les décisions et déliberations du consei! sont prises ala majorité des
membres présents et représentés, la voix présidentielle étant
prépondérante en cas de partage.

Elles ne sont valables que si le tiers des membres du conse!l était
présent ou représenté. La représentation s'effectne par mandat écr!t
donné a un autre membre du conseil. Ce mandat sera produit et annexé
au proces verbaL Un membre présent ne peut pas représenter, avec droit
de vote, plus de deux membres absents.

Il sera tenu proees-verbal des séances du eonseil de direetion par les
soins du secrétaire généraL Les proces-verbaux, signés du président et
du seerétaire général, seront portés a la connaissance de tous les
membres du eonseil et soumis a l'approbation du conseil dans sa séance
suivante.

Lorsqu'il apparaítra nécessaire de reeueillir l'avis du eonseil de
direction sur une question préeise, sans qu'il soit utile ou possible de le
réunir, ses membres pourront etre sollicités, par le président ou par le
seerétaire général, de donner leur opinion an moyen d'une
eorrespondanee éerite, dont il sera dressé proees-verbal par les soins du
secretaire général.

ARTICLE 18

Le bureau du consei! de direetion se compose du président, des vice
présidents, du secrétaire générai, dü directeur des «Cahiers de défense
sociale», des secrétaires généraux adjoints et dn trésorier. Il peut, pour
des objets détenninés, se rénnir avee d'autres membres du conseil ou de
!a Société dont-i! jugerait la présenee nécessaire.

ARTICLE 19

Le bureau est l'organe exécutif de la Société. Illui appartient:
a) d'exécuter les décisions du conseil et de l'assemblée générale;
b) d'assurer la gestion journaliere de la Société, tant en ce qui concerne

ses activités propres que ses rapports avec les groupes nationaux et
les associations internationales~
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e) de préparer tous les rapports qUJ sont soumls au conseil ou iI
I'assemblée générale.
Les membres du bureau peuvent étre saisis par le président et le

secrétaire général aux fins de consultation écrite, dans les conditions
prévues par l'article 17 dernier alinéa.

ARTICLE20

Le président représente la Société dans ses rapports avec les tiers. Il
dirige les séances de l'assemblée générale et les séances du conseil de
direction et de son bureau. En cas d'empéchement, il est suppléé par un
vice président. II est soumis iI réélection dans les conditions statutaires;
il est rééligible.

ARTICLE21

Le secrétaire général représente la Société en justice et dans les actes
de la vie civile. Il met iI jour la liste des membres de la Société, tient les
proces-verbaux des assemblées générales et du conseil de direction,
conserve les archives, assure la correspondance, est chargé des
convocations et des eommunications. Il établit, en accord avec le
président, les rapports d'activité qui sont soumis aux conseils de
direction et aux assemblées générales.

ARTICLE22

Les secrétaires generaux adjoints assistent, OU, en cas
d'empéchement, suppléent le secrétaire général.

ARTICLE23

Le trésorier a la gestion des ressources de la Société. Il peryoit les
cotisations, assure le reglement des dépenses et conserve toutes les
pieees justificatives. II prépare le budget et établit, en accord avec le
président, les rapports financiers qui sont soumis aux consei!s et aux
assemb!ées générales.

ARTICLE24

Les présents statuts seront complétés par des reglements intérieurs
SOllll11S par le conseil de direction a l'approbation de l'assemblée
générale.
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ARTICLE25

Les présents statuts ne peuvent étre modifiés que sur proposition du
conseil de direction ou a la demande écrite de 20 membres de la
Société, on d'un groupe nationaI. Cette demande devra etre sonmise an
conseil de direction au moins trois mois avant nne assemblée générale.
L1assemblée générale ne pourra modifier les statuts qu1;l la majorité des
deux tiers des membres présents jnstifiant de leur qualité ou
régulierement représentés.

ARTlCLE 26

La dissolution de la Société ne peut étre prononcée que par une
assemblée générale spécialement convoquée, apres un vote explicite du
conseil de direction. La convocation devra préciser I'objet de
I'assemblée générale. La décision de dissolution exigera la majorité des
deux tiers des membres présents ou représentés a l'assemblée générale
gui devra, par la méme délibération, se prononcer, sur proposition du
conseil de direction, sur la liguidation des biens de la Société.
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BY-LAWS
01' the International Society of Social Defence

and Humane Criminal Policy-ISSn*

ARTICLE 1

The International Society o/ Social De/enee is a non-profitmaking
Association, whose object is to study the problems of criminality in lhe
framework of a system of anticriminal reaction, which, while recognizing
the factors in the reintegration of the offender into society, seeks bolh to
protect society against crime and to strengthen individuals against lhe risk
offalling into, or returning to, crime.

The International Society of Social Defence endeavours, through the
propagation of its ideas, to exercise an influence on the penal policy of
modern States.

ARTICLE2

The International Society of Social Defence carries out its scientific
activity:
1° by meanS of national groups who seek, in !he various countries, to

achieve the above-mentioned objective;
2° by the organization of Internationa] Social Defence Congresses, whose

proceedings are published;
3° by collaboration with other associations having activities parallel to its

own, whether on a national or international p!aIle, 3...11d notab!y by co­
operating in the studies and research promoted by UNO, UNESCO and
the other organizations working in specialized fields or under their
patronage;

4° by publishing a periodica] bulletin, which reports especially on the work
that it and its national groups have undertaken.

. Wherever ISSD is mentioned in ¡he tex! il has lo be tmderstood according lo ¡he new denominatian ofthe Society.
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ARTICLE 3

The International Soeiety of Social Defenee eomprises:
a) national groups;
b) individual and eol!ective ordinary members;
e) honorary members.

ARTICLE4

The natíonal groups of the International Soeiety of Social Defenee are
formed with the support of its Board and in liaison with it. They must
observe these artieles as weU as the by-laws of the Soeiety laíd down by its
General Assembly. Subjeet thereto, they may freely organize themselves in
sueh manner as they deem fit. They eleet their own Board, nominate their
representatives on the Board of the Soeiety, ensure thus participation in its
various activities, especiaUy the International Social Defenee Congresses,
and generaUy pursue, in fuU autonomy, the study of problems relative to the
general programme ofthe Soeiety.

ARTICLE 5

The individual members of the International Society of Social Defenee
are those members who are not part of a national group. They are admitted
to the soeiety by its Board, on such conditions as it may prescribe.

ARTICLE 6

Coliective entities and seientific bodies who apply may, under the same
conditions, be admitted as members of tbe Society. They must then
nominate a representative to aet for them and exercise their right under the
Articles of the Society. The person so nominated must be approved by the
Board.

ARTICLE 7

People who have rendered outstanding services to the Society may be
appointed as honorary members, by the General Assembly. Sueh status may
also be accorded, under the same conditions, to the President, to the
Secretary-General and, more general!y, to al! members of the Board. The
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award of honorary membershi p, in this case, will confer the rigbt to be
present and to vote at meetings of the Board.

ARTICLE8

Ordinary members, honorary members and members of national groups
are entitled to attend General Assemblies and participate fully therein, by
virtue of their membership status. They will receive lhe bulletin of lhe
Society 011 such conditions as are prescribed by the Board. They may be
elected to the offices ofthe Society, as laid down by these Articles.

ARTlCLE9

Membership ofthe lnternational Society of Social Defence will be los!:
a) by written resignation, delivered to the President or Secretary-General of

tlle Society, to be effective at lhe end oflhe calendar year in whieh it is
given;

b) by being struck off by the Board for non-payment of membership fee
after being reminded that the same is in arrears;

e) by dismissal from membership, pronounced by two-lhirds of those
present at a meeting of the Board, for bringing disrepute to the standing
and name ofthe Society or for aets prejudieial to its interests.
Such dismissal may only be ordered after a hearing is accorded to the
party in question; no appea! is thereafter permitted;

d) by resignation, striking off or dismissal fram membership of a national
group pursuant to its own constitution and by-Iaws.

ARTICLE 10

The organs ofthe lnternational Society of Social Defence are:
a) the Genera! Assembly;
b) the Board;
e) the Bureau.

ARTICLE 11

The General Assembly comprises a11 members, of whatever class of
membership of the Society. lt meets, when eonvened by the Board, at sueh
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place and date as indicated by the Board. Its Bureau shall be the same as
that ofthe Board.

ARTICLE 12

The General Assembly:
a) appoints the Board of the Society and deals with reappointrnents thereto;
b) appoints, similarly, the Bureau of the Board;
e) nominates honorary members of the Soeiety and canfers such status on

members of the Board;
d) receives reports on the operational and financial condition of the

Soeiety, submitted to it by the Board;
e) approves the aceounts and performances 01 general management and

gives discharge to the Board in respect of their responsibilities relative
thereto;

1) approves the scientific programme ofthe Soeiety, submitted to it by the
Board, and promotes its implementation;

g) approves the domestic regulations proposed to it by the Board and
amends the same;

h) resolves on amendments to these articles as prescribed by article 25;
i) deliberates on any question included on its Agenda by the Board or by a

written request signed by not less than 20 members;
J) resolves on the winding up ofthe Society and the liquidation olits

assets.

ARTICLE 13

Deeisions of the General Assembly are ordinarily taken by a simple
majority; in case of equality the President has a casting vote. However,
resolutions to amend these articles or to wind up the Society require a two­
third majority. A poli will be taken of the lull membership on the written
application ofnot less than 20 members.

ARTICLE 14

The board 01 the Society consists 01 50 members, including the
President, 10 Vice-Presidents, a Secretary-General and 13 Assistant­
Secretaries-General with regional functions. The Board is elected, from
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members ofthe Society, by the General Assembly, for a term offive years.
[t may have additiona! honorary members. The various regions ofthe world
and j uridical cultures must be fairly represented on the Board. However,
neither honorary members nor members of the Bureau are taken into
account in detennining such balance of membership. The Board may admit
temporary alternate members in case of vacancy, and such alternates may
serve until the next General Assembly. Also, at the expiry of its five-years
term of office, the Board shall continue to serve until the General Assembly
next occurring thereafter.

ARTICLE 15

The right to attend and speak at the Board and give consultative advice
is permitted to:
a) delegates of nationa! groups, not exceeding two in number whatever the

size of the national group;
b) representatives ofthe society at international organizations;
e) on special invitation, representatives of other international scientific

associations.

ARTICLE 16

The Board:
a) determines the registered Office ofthe Society;
b) initiates and regulates relations with the national groups;
cj organizes, in collaboration with the national groups, enqmnes and

studies of international scientific interest within the scope of the
Society's activities;

dj decides on the admission, striking off and dismissal of members of the
Society;

ej determines the level of alIDual membership fees due iforn rnembers of
the Society and from rnembers of national groups;

f) determines the Editorial Board of the bulletin, settles general problems
regarding its publication and fixes its selling priee and atIDllal
subseription;

g) examines and approves the reports on the operational and financial
situation submitted to it by the Secretary-General and the Treasurer and
prepares the reports to be similarly presented for approval to the General
Assembly;
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h) fonnulates the seientifie programme ofthe Soeiety and submits the same
for approval to the General Assembly;

i) formulates the Articles of the Soeiety and submits the same for approva1
to the General Assembly;

.1) nominates the permanent representatives of the Society at UNO and
UNEseo and various specialized international organizations, and
nominates representatives of the Soeiety at scientifie eongresses and
meetings to whieh it is invited;

k) detelmines generally al! appropriate measures to ensure the well-being
and development of the Soeiety and deals with all matters whieh are
expressly allocated by these articles to other organs ofthe Society.

ARTICLE 17

The Board will nonnally meet twiee ayear, or, in case of need, on the
formal request of a member of its Bureau, of 8 members, or of a national
group.

!t wil l be eonvened by the President or the Seeretary-General, by notice
in writing given not less than one month before tbe date ofthe meeting and
setting out the agenda ofthe meeting.

Decisions of the Board are taken by a simple majority of members
present in person or by proxy; in case of equality the President shall have a
casting vote. A quorum of the Board shall be one tbird of its members
present in person or by proxy. Anotber member may be appointed as a
member's proxy, in writing; such proxy form shall be produced and
annexed to the Minutes. No member may act and vote as proxy for more
than two absent members.

Minutes shall be made of the meetings of the Board, under the
responsibility of the Secretary-GeneraJ. When signed by the President and
Secretary-General, the minutes shalí be circuiated to members of the Board
and submitted to its next meeting for approvaJ.

Should it be necessary to eonsu]t the Board on a specific question, but it
is not convenient or possible to convene it, its members may be requested
by the President or the Secretary-General to give their view in writing, from
which minutes will be drawn under the responsibility of the Secretary­
General.
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ARTICLE 18

The Bureau of lhe Board consisls of the Presidenl, lhe Vice-Presidenls,
lhe Secrelary-General, lhe Direclor of lhe "Cahiers de défense sociale", lhe
Assislanl-Secrelaries-General and lhe Treasurer. lt may, for specified
purposes, be increased by olher members of lhe Board or of the Society
should it deem their presence lO be necessary.

ARTICLE 19

The Bureau is the executive organ ofthe Society. lts role is:
a) to carry out the decisions ofthe Board and ofthe General Assembly;
b) to ensure the day-by-day management ofthe Society, both as regards jts

own activities and its relatíons with the national groups and intemational
associations;

e) to prepare all the reports which are to be submitted to the Board or to the
General Assembly;
Members of the Bureau may be approached by the President or the

Secretary-General for written consultation under the sarne conditions as
provided in the last paragraph of Article 17.

ARTICLE2ü

The President represents the Society in its relations with third parties.
He takes the chair at meetings of the General Assembly, the Board and the
Bureau. Should he be unable to act, a Vice-President wil1 act in its stead.
He is subject to re-election as provided by these Articles and i5 eligible for
re-election.

ARTICLE 21

The Secretary-General represents the Society in al! fonual civil and
legal acts. He keeps up-to-date the list of members of the Society, has
custody of the minutes of the General Assemblies and of the Board,
maintains the archives, supervises correspondence and undertakes the
convening of meetings and other communications. In agreement with the
President, he draws up lhe report of actívitíes which are submitted to the
Board and General Assemblies.
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ARTICLE22

The Assistant-Secretaries-General assist, or, in his absenee, deputize for,
the Seeretary-General.

ARTICLE23

The Treasurer manages the funds of the Society. He colleets
subscriptions, supervises expenditure and keeps all proper receípts and
accounts. He prepares the budget and, in agreement with !he President,
draws up the financial reports whieh are submitted to the Board and
General Assemblies.

ARTICLE24

This by-Iaw will be supplemented by Artícles proposed by the Board to
the General Assembly for approval.

ARTICLE25

This by-Iaw may only be amended on the proposal of the Board or the
written request of either 20 members of the Soeiety or of a national group.
Sueh request must be sllbmitted to the Board, not less than three months
before a General Assembly. The General Assembly may only amend lbe
by-Iaw with a two-thirds majority of members entitled to vote being present
in person or by proxy.

ARTlCLE26

The winding IIp of the Soeiety may only be resolved by a specially
convened General Assembly, specifically ordered by resolution of the
Board. The nolice of the meeting must state its purpose. The deeision to
wind up requíres a majority oftwo-thirds of lhe members present in person
or by proxy at lhe General Assembly, which by the same resolution must
direct, on proposal submitled by the Board, !he liquidation of lhe assets of
the Sociely.
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ESTATUTOS
de la Sociedad Internacional de Defensa Social
por una Politica Criminal Humanista -SIDS'

ARTICULO PRIMERO

La Sociedad internacional de defensa social es una asociación sin fines
de lucro que se propone estudiar los problemas de la criminalidad en el
marco de un sistema de lucha contra el delito que, teniendo en cuenta la
resocialización de su autor, procure asimismo proteger a la comunidad
contra el delincuente, previniendo al individuo contra el riesgo de caer o
recaer en la delincuencia.

La Sociedad internacional de defensa social se esfuerza por influir sobre
la política criminal de los Estados, mediante la divulgación de sus ideas.

ARTICULO 2

La Sociedad internacional de defensa social desarrolla su actividad
científica:
]. - Mediante grupos nacionales que procurarán en el ámbito de los diversos

países, alcanzar los tines señalados más arriba.
2. - Mediante la organización de congresos internacionales de defensa

social, cuyas actas oficiales serán públlcas.
3. - Mediante la colaboración con otras asociaciones que desempeñen

actividades paralelas, tanto en el plano nacional como internacional, y
muy especialmente con aquellas que colaboren en investigaciones
dirigidas o patrocinadas por la ONU, la UNESCO y otras
organizaciones especializadas.

4. - Mediante la publicación periódica de un boletin en que rinda cumplida
cuenta de su tarea y de la de sus grupos nacionales .

• La mención de la SIDS en ellex!O debe ser comprendida según la nueva denominación de la Sociedad.
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ARTICULO 3

La Sociedad internacional de defensa social comprende:
a) Grupos nacionales.
b) Socios individuales y colectivos.
e) Miembros de honor.

ARTICULO 4

Los grupos nacionales de la Sociedad internacional de defensa social se
constituyen con el apoyo de su consejo de dirección al que se hayan
ligados. Deben aceptar los presentes estatutos asi como los reglamentos de
la Sociedad aprobados por la asamblea general. Bajo estas condiciones
pueden organizarse libremente del modo que estimen conveniente.
Eligiendo su proprio consejo de dirección, designando sus delegados en el
consej o de dirección de la Sociedad, asegurando su participación en las
diversas actividades, especialmente en los congresos internacionales de
defensa social, y, con carácter general, estudiando con plena independencia
los problemas relevantes del programa general de la Sociedad.

ARTICULO 5

Son miembros individuales los adheridos a la Sociedad internacional de
defensa social que no están integrados en un grupo nacional. Son admitidos
por el consejo de dirección en las condiciones previstas anteriormente.

ARTICULO 6

L,05 colectivos y los grupos científicos que hagan la solicitud podrán ser
admitidos, en las mismas condiciones, como miembros de la Sociedad.
Deberán designar un delegado para representarles y ejercer sus derechos
estatutarios. La designación de este delegado deberá ser aprobada por el
consejo de dirección.
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ARTICULO 7

Las personas que hayan rendido eminentes servICIOS a la Sociedad
podrán ser nombrados miembros de honor por la asamblea general. El
nombramiento podrá ser concedido en las mismas condiciones, al
presidente, al secretario general y, en gcneral, a todos los miembros del
consejo de dirección. El nombramiento les conferirá, en este caso, el
derecho de asistir a las sesiones del consejo de dirección con voz pero sin
voto.

ARTICULO 8

Los miembros titulares, los miembros de honor, los miembros de los
grupos nacionales, tienen derecho a asistir a las asambleas generales y de
participar en todos sus trabajos justificando su cualidad. Recibirán el
boletln de la Socíedad en las condiciones previstas por el consejo de
dirección. Serán elegibles para desempeñar las funcíones de la asociación
de acuerdo con los estatutos.

ARTICULO 9

La calidad de miembro de la Sociedad internacional de defensa social se
pierde:
a) por dimisión escrita, dirigida al presidente o al secretario de la Sociedad

con efecto al finalizar el ai'ío en curso;
b) por causar baja, acordada por el consejo de direccíón en caso de impago

de la cotización reglamentaria tras ser requerido por escrito;
e) por expulsión, decidida por el consejo de direccíón, por la mayoría de

dos tercios de los miembros presentes en la reunión, cuando se atente
contra el prestigio, el buen nombre o los intereses de la Socíedad. La
expulsión no podrá ser pronunciada antes de dar audiencia al interesado,
en apelación;

d) por dimisión, baja o expulsión del grupo nacional en las condiciones
previstas por los estatutos y reglamentos.
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ARTICULO 10

Los órganos de la Sociedad internacional de defensa social son:
a) la asamblea general;
b) el consejo de dirección;
e) el comité.

ARTICULO 11

La asamblea general está integrada por todos los miembros de la
Sociedad que justifiquen su calidad. Se reune previa convocatoria del
consejo de dirección en la fecha y lugar que indique.

ARTICULO 12

La asamblea general:
a) nombra al consejo de dirección de la Sociedad y procede a su

renovación;
b) designa, en las mismas condiciones, el comité del consejo de dirección;
e) nombra a los miembros de honor de la Sociedad de acuerdo con los

miembros del consejo de dirección;
d) entiende de los asuntos relativos a la situación moral y financiera de la

Sociedad que le son presentados por el consejo de dirección;
e) aprueba las cuentas y la gestión general y en parte libera al consejo de

dirección;
f) aprueba y pone al dia el programa científico de la Sociedad, presentado

por el consejo de dirección;
g) aprueba o modifica los reglamentos de régimen interior, presentados por

el consejo de dirección;
h) aprueba la modificación de los presentes estatutos conforme a las

disposiciones del artículo 25;
i) delibera toda cuestión que le sea sometida según el orden del día

establecido por el consejo de dirección o por una moción escrita
firmada, al menos, por 20 miembros;

j) aprueba la disolución de la Sociedad o la liquidación de sus bienes.
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ARTICULO 13

Todas las decisiones de la asamblea general son tomadas por mayoria de
votos, siendo de calidad el voto del presidente en caso de empate. Sin
embargo, la modificación de los estatutos y la disolución de la Sociedad
exigen una mayoría de dos tercios. Puede decidirse la votación escrita o
nominada a propuesta escrita de, al menos, 20 miembros.

ARTICULO 14

El consejo de dirección de la Sociedad está compuesto por 50 miembros,
incluIdos el presidente, los vicepresidentes, en número de 10, un secretario
general y 13 secretarios generales adjuntos con carácter regional. El
consejo es elegido por la asamblea general de los miembros de la Sociedad,
para un periodo de cinco años. Puede incluir además a los miembros de
honor. Las diferentes regiones del mundo y las diferentes culturas juridicas
deben estar equitatIvamente representadas en el consejo. Sin embargo, no
se tomará en cuenta, a estos efectos, a los miembros del comité ni a los
miembros de honor. En caso de vacante, el consejo puede nombrar
provisionalmente al miembro sustituto hasta la siguiente asamblea general.
Del mismo modo, el consejo cesa en sus funciones al cumplirse del periodo
estatutario de cinco años y hasta la siguiente asamblea general.

ARTICULO 15

Pueden asistir al consejo de dirección con voz consultiva:
a) los delegados de los grupos nacionales en número de dos como máximo

por grupo cualquiera que sea el número de sus miembros;
h) los delegados de la Sociedad ante organismos internacionales;
e) los representantes de otras asocíaciones cientificas internacionales, por

invitación especial.

ARTICULO 16

El consejo de dirección:
a) tija la sede social de la Sociedad;
b) mantiene y controla las relaciones con los grupos nacíonales;
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e) organiza, con la colaboración de los grupos nacionales, encuestas o
estudios de interés cientifico internacional que están dentro de! ámbito
de actividad de la Sociedad;

d) decide la admisión, baja o expulsión de miembros de la Sociedad;
e) determina el importe de las cotizaciones anuales de los miembros de la

Sociedad y de los miembros de grupos nacionales;
f) determina la composición del consej o de dirección del boletín; regula

los problemas generales relativos a su publicación y a su precio de venta
y suscripción;

g) examina y aprueba los informes sobre la situación moral y financiera
que le sean presentadas por el secretario gcneral y el tesorero, y prepara
los informes que se hayan de someter a la aprobación de la asamblea
general;

h) elabora y somete a la aprobación de la asamblea general el programa
científico de la Sociedad;

i) elabora y somete a la aprobación de la asamblea general los reglamentos
internos de la Sociedad;

j) designa los delegados permanentes de la Sociedad ante la ONU,
UNESCO y diversas organizaciones especializadas y designa a los
representantes de la Sociedad en los congresos y reuniones cientificas a
las que sea invitada;

k) delibera, en general, sobre todas las medidas propuestas para asegurar la
vida y el desarrollo de la Sociedad y trata sobre aquellos asuntos que no
están expresamente asignados a algún órgano distinto por los estatutos.

ARTICULO 17

El consejo de dirección se reúne por regla general dos veces al año o, en
caso de necesidad, por solicitud forma! de un miembro de su comité, de 8
de sus miembros o de un grupo nacional.

La convocatoria se efectúa por el presidente o por el secretario general,
por escrito, al menos un mes antes de la fecha de la sesión. Debe precisar
los diferentes puntos del orden del dia.

Las decisiones del consejo se toman por mayoria de los miembros
presentes y representados, siendo de calidad el voto del presidente en caso
de empate. Unicamente son válidas si se hallan presentes o representados
un tercio de los miembros del consejo. La representación se efectua por
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mandato otorgado por escrito a otro miembro del consejo. El mandato será
unido al acta del debate. Un miembro presente no puede representar, con
derecho de voto, a más de dos miembros ausentes.

Los debates del consejo de dirección serán moderados por el secretario
general. Las actas de los debates, firmadas por el presidente y el secretario
general se pondrán en conocimiento de todos los miembros y se someterán
a la aprobación del consejo en su sesión inmediata posterior.

Cuando se considere necesario recabar la opinión del consejo sobre un
tema concreto y no sea posible reunirlo, el presidente o el secretario general
podrán solicitar la opinión de sus miembros, por escrito, reproduciendola
posteriormente en el debate bajo la supervisión del secretario general.

ARTICULO 18

El comité del consejo de dirección está compuesto por el presidente, los
vicepresidentes, el secretario general, el director de los "Cahiers de défense
sociale", los secretarios generales adjuntos y el tesorero. Puede reunirse,
asimismo, con otros miembros del consejo o de la Sociedad si se considera
necesaria su presencia.

ARTICULO 19

El comité es el organismo ejecutivo de la Sociedad. Le compete:
a) ejecutar las decisiones del consejo de la Sociedad;
b) asegurar la gestión diaria de la Sociedad, tanto en lo que concierne a sus

actividades propias como a sus relaciones con los grupos nacionales y
las asociaciones internacionales;

e) preparar todos los asuntos que sean sometidos al consejo o a la asamblea
general.
Los miembros del comité pueden ser consultados por el presidente y el

secretario general, en las condiciones previstas por el artículo 17, párrafo
último.
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ARTICULO 20

El presidente representa a la Sociedad en su relaciones con terceros.
Dirige las sesiones de la asamblea general y las sesiones del consejo de
dirección y de su comité. En caso de enfermedad será sustituido por un
vicepresidente. Está sometido a reelección en las condiciones estatutarias;
es reeligible.

ARTICULO 21

El secretario general representa a la Sociedad ante los Tribunales y en
los actos de la vida civiL Pone al día la lista de miembros de la Sociedad,
dirige los debates de las asambleas generales, supervisa la correspondencía,
se encarga de las convocatorias y notificaciones. Establece, de acuerdo con
el presidente, los asuntos que han de someterse al consejo de dirección y a
las asambleas generales.

ARTICULO 22

Los secretarios generales adjuntos asisten o, en caso de enfermedad,
suplen al secretario generaL

ARTICULO 23

Al tesorero le compete la gestión de los recursos de la Sociedad. Recibe
las cotizaciones, asegura el reglamento y la correccíon del gasto,
conservando las facturas justificativas del mismo. Prepara el presupuesto y
establece, de acuerdo con el presidente, los informes financieros, sometidos
al consejo y a las asambleas generales.

ART1CUL024

Los presentes estatutos serán completados por unos reglamentos
internos sometidos por el consejo de dirección a la aprobación de la
asamblea generaL
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ARTICULO 25

Los presentes estatutos solo pueden ser modificados a propuesta del
consejo de dirección o previa solicitud de 20 miembros de la Sociedad o de
un grupo nacionaL Esta solicitud deberá ser sometida al consejo de
dirección al menos tres meses antes de una asamblea generaL La asamblea
general sólo podrá modificar los estatutos por mayoría de dos tercios de los
miembros presentes justificando su condición o representados debidamente.

ARTlCUL026

La disolución de la Sociedad sólo puede ser decídida por una asamblea
general especialmente convocada al efecto, tras un acuerdo expreso del
consejo de dirección. La convocatoria deberá precisar el objeto de la
asamblea generaL La decisión de la disolución exige la mayoría de dos
tercios de los miembros presentes o representados en la asamblea general
que deberá, en la misma deliberación, pronuncíarse sobre la proposición del
consejo de dirección acerca de la liquidación de los bienes de la Sociedad.
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Programme minimum
de la Société internationale de défense sociale

pour une politique criminelle humaniste - SIDS

La Société intemationale de défense sociale, en tant qu'organe d'un
mouvement dont le but est d'influencer la politique criminelle, propose
a ses membres la propagation et le développement des idées ci-apnes
indiquées. Elle considere que ces idées constituent le programme
minimum accepté par chacun de ses adhérents.

1. - PRlNCIPES FONDAMENTAUX DU MOUVEMENT

l. La lurte contre la criminalité doit etre reconnue comme une des
taches les plus importantes qui incombent ala société.

2. Dans certe lurte, la société doit recourir a des moyens d'action
divers ala fois prédélictuels et postdélictuels. Le droit crimine! doit etre
considéré comme un des moyens dont la société peut se servir pour faire
diminuer la criminalité.

3. Les moyens d'action employés a certe fin doivent etre regardés
comme ayant pour but non seulement de protéger la société eontre les
criminels, mais aussi de protéger les membres de la société eontre le
risque de tomber dans la eriminalité.

Par son aetivité, da.tlS ces deux domaines, la société doit done établir
ce qu'on peut appeler ajuste titre une "défense sociale".

Le mouvement de défense sociale, cherchant a assnrer la protection
du groupe a travers la protection de ses membres, entend faire prévaloir
dans tous les aspects de l'organisation sociale les droits de la personne
humaine.

n.·· PRlNCIPES FONDAMENTAUX DU DROIT CRlMINEL

1. Dans certe perspective, on doit reconnaltre qne le but véritable du
droit criminel n'est autre que la protection de la soeiété et de ses
membres contre la criminaiité.

2. En poursuivant ce but, il convient d'assurer d'abord le respect de
valeurs humaines et de se convaincre qu'on ne peut pas, en bonne
conscience, exiger des délinquants une conduite irréprochable si ]'on
n'observe pas a leur égard des méthodes conformes aux principes de
notre civilisation. La politique criminelle doit s'inspirer de la tradition
humaniste, base de notre culture.

3. 11 importe également avant tout que le droit criminel assure le
respeet des droits de l'homme en observant toutes les preseriptions
résultant d'une légalité stricte.
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Les principes de liberté et de légalité, qui sont le résultat du
développement historique de la société moderne, doivent étre
considérés comme inviolables.

IlI. - THEORlE DU DROIT CRIMINEL

l. Le but du droit criminel étant la protection de la société et de ses
membres contre la criminalité, iI slensuit que J1interprétation des regles
du droit pénal ainsi que leur application doivent étre eonsidérées
eomme une tache d'ordre essentiellement pratique. Cette tache exige,
comme toutes les taches complexes de ce genre, une étude attentive et
seientifique de la réalité. Le droit criminel, dans sa fonnulation comme
dans son application, doit done se fonder autant que possible sur des
données scientifiques.

2. Il convient de ne pas fonder la théorie du droit criminel sur des
doctrines d'ordre métaphysique. Il faut éviter de laisser le droit criminel,
ou son application, sous I'influence de notions telles que le libre arbitre,
la faute et la responsabilité, en tant qu'elles constituent des notions
d'ordre métaphysique.

Mais il importe, d'autre part, de ne pas adopter une doctrine niant les
valeurs morales. Il est essentiel que la justice criminelle soit conforme a
la conscience sociale et qu'elle fasse un large appel au sentiment
possédé par chaque étre humain de la responsabilité morale.

3. La question de la différenee entre les mesures aprendre a l'égard
du criminel doit étre regardée comme une question d'ordre pratique, le
point important consistant achoisir une mesure conforme au but méme
du droit criminel; la mesure choisie doit done, dans chaque cas, étre
favorable a l'mnendement et au reclassement du condamné.

Si l'on conserve ie 110m de peine pour certaines mesures, par
example les amendes et certaines mesures privatives de liberté d'une
durée fixe, il faut reconnaítre que ces peines constituent également des
mesures de défense sociale.

IV. - PROGRAMME DE DEVELOPPEMENT DU DROIT CRlMINEL

1. !l convient de chercher a coordonner les diverses mesures prises
par le droit criminel pour arriver, autan! que possible, a un systéme
unique de réaction soeiale contre le fait crimine!.

2. n importe que ce systeme sOlt suffisarnlnent différencié pour
pennettre au tribunal de choisir dans chaque eas particulier la mesure
appropriée ala situation de celui qui doit en faire l'objet.

3. On doit considérer la procédure judiciaire et le traitement
pénitentiaire, dont le délinquant est l'objet, comme constituant une
procédure continue dont toutes les phases successives doivent étre
comprises suivant les données et selon I'esprit de la défense sociale.
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ADDENDUM

adopté le 15 décembre 1984 aMUan sur un pro}et proposé par More
ANCEL, Membre de l'1nstitut de France, Président de chambre
honoraire a la Cour de cassation, Président d'honneur de la Société
internationale de déjense sociale, Président d'honneur du Centre
jrant;ais de droit comparé.

1. Observations generales

La Société internationale de défense sociale, constituée en 1949,
avait en ¡954 adopté et diffusé un Programme minimum "acccpté par
chacun de ses adhérents" qui énonyait les principes fondamentaux du
mouvement et les idées directrices de son action. Ce manifeste,
complété par les résolutions de ses deux premiers Congres
internationaux (San Remo 1947, Liege 1949), qui sont de portée
générale, expose les positions de base de la Société, auxquelles elle se
réfere dans leur texte originaire.

I1 a paru cependant utile, apres ces trente premieres années
d'existence et au lendemain de son dixieme Congres (Thessalonique,
1981), oi! Se sont encore affinnées la continuité de son action et la
perennité de sa doctrine, d'établir un nouveau document qui, tenant
compte de l'évolution des faits et des idées, put répondre plus
completement aux préoccupations et aux positions actuelles de la
Société. Tel est l'objet propre des propositions qui vont suivre.

On doit rappeler avant tout que la défense sociale moderne se définit
d'abord comme nn mouvement de politique criminelle comportant
comme tel une démarche progressive et tendant a une action effective.
Elle entend poursuivre celle action a partir de trois exigences
fondamentales qui sont: 1) un examen critique (pouvant aller pafois
jusqu'a une remise en cause) du systeme existant; 2) un recours
systématique a toutes les sciences humaines en vue d'une approche
pluridisciplinaire du phénomene criminel; 3) une finalité de protection
signifiant d'une part une réaction contre le systeme purement punitif­
rétributif de la répression classiquc eL teudant dtautre part aassurer le
respect et la garantie des Droits de I'Homme et de la dignité de la
personne hmnaine.

Ces trois exigences, indissociahles de la notion moderne de défense
sociaic, doivent néanmoins se réaliser dans ie maintien de l'Etat de
droil, leque! comporte nécessairement la regle de la légalité, la notion
de responsabilité individuelle, la présence d'un juge (véritable) et d'une
procédure légale assurant la garantie des droits du citoyen dans un
proces loyal et équitable; sans pour autant que ces trois principes
conduisent au maintien inconditionnel du systeme traditionnel de
justice pénale.
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2. Quelques aspects nouveaux de la politique criminelle

Ponr situer la politique criminelle de défense sociale dans ses
perspective modernes, il importe de se dégager d'une conception
purement juridique du probleme et d'afftrmer, comme on le reconnalt de
plus en plus, que le systeme pénal n'est ni le seul, ni le meilleur moyen
de réaction cantre la criminalité. JI faut par la méme dépasser également
la technique pénaliste et ses catégories traditionnellcs: le délit, le
délinqnant, la peine. JI convient méme de dépasser l'approche
criminologiqne axée sur I'acte et l'auteur de l'acte, ponr envisager les
situations conf1ictuelles ou se manifestent déviance et criminalité et
prendre en considération le jeu complexe des actions et des réactions
qui, a certains moments, dans certains milieux et a l'égard de certaiues
personnes, couduisent a ces situations de conf1it.

Dans ce complexe sociologique et criminologique, il convient
également d'accorder une considération nouvelle a la victime, au-dela
de son r61e passif traditionnel qni la laissait en dehors du processus de
réaction en lui aecordant tout au plus une action eivile en réparation, et
au-dela également de la "victimologie" qui tend trop souvent a étudier
la victime a la maniere et dans les perspectives ou I'on étudie le
délinquant lui-méme. JI convieut done de s'artacher au fait social de la
victimisation, pour élaborer une politique criminelle qui tende d'abord a
la protection de la victime.

En se dégageant des "protagonistes" habituels du proces pénal
traditionnel, cette politique de réaction sociale devra se préoccuper des
déviants, des marginaux, des inadaptés et des handicapés sociaux et,
dans une large mesure aussi, a coté de i'individu lldangereux", de
l'individu !len dangerll 11 qui une assistance OU, iei encare, une protectioll
doit normalement étre apportée dans une saine conception de la
solidarité sociale.

La politique criminelle, an sens strict on plns habituel du terme, se
donnera pour tache d'élaborer une stratégie différenciée de lurte contre
la délinquance qui établisse une distinction essentielle entre les
phénomenes qui menacent directement les bases et méme la survie de la
communauté sociale, et la petite ou moyenne "délinquaJ1ce" qui devra
normalement faire I'objet de procédés non pénaux (mais tres
différenciés) de réaction sociale. De toute maniere il sera procédé a un
vaste programme de décriminalisation.

Cependant, cette po!itique de décrimina!isation sera soumise ti deux
réserves. D'une part, en face de certaines entreprises criminelles
nouvelles, de certaines formes de criminalité organisée ou de eertaines
criminalités de violence (terrorisme), on maintiendra, au moins
actuellement, un certaill nombre de crirninalísations anciennes. D'autre
pali, il conviendra de tenir compte de variétés particulieres de
comportements antisociaux, relevant surtout du vaste domaine du droit
pénal économique, pour prévoir et organiser des modes de réaction
contre des agissements qui, jusqu'a présent, étaient tolérés, iguarés ou
traités avec faveur bien que gravement préjudiciables a l'économie et a
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Pharmonie sociales. Mais ce double mOllvement de "criminalisation"
devra s'effectuer selon les procédés et dans l'esprit de la défense sociale
moderne, en évitant le recours indiscriIniné a une "législation de
panique" et it une aggravatíon systématique de la répression.

3. La défense sociale et le mouvement de dépénalisation

Le mouvelnent de défense sociale est ainsi candult apréconiser une
po!itique raisonnée de dépénalisation, dans les deux aeeeptions de ce
tenne.

1) Au sens premier du mot, il eonvient de chereher a éviter (ou tout
au moins a restreindre systématíquement le domaine de) la peine
(ebátiment) eomme telle et particulierement la peine privative de
liberté, dont les effets nocifs sont aujourd'hui reconnus et qui ne doit
plus constituer que I'ultima ratio de la réaetíon soeiale.

Cette exclusion ou restriction de la peine (spécialement la peine de
prison) suppose la mise au point d'un systéme de sanctions différentes,
autonomes et non plus considérées comme de simples "substituts a
Pemprisonnement": peines pécuniaires, sanctions restrictives de liberté,
mesures privatives de droits.

Il convient également de réagir contre les abus de la détention
provisoire, prodiguée sans discernement et qui constítue souvent un
procédé empirique (ou sauvage) d'application d'une sanction répressive
sans les garanties du jugement de conda.mnation et au méprís de la
présomption d'innocence.

Dans la n1esure oú I'emprisonnement continuera a etre fiit-ce
provisoirement appliqué, il importe de reprendre, de développer encare
et de s'assurer que sont effectivement appliquées le "Regles minima
pour le traitement des détenus" des Nations Unies et du Conseil de
l'Europe et de veiller it leur conformité avec les Déclarations
(universelle et européenne) des Droits de l'Homme. De toute fayon, la
Réforme pénitentiaire, comprenant l'humanisation du régime carcéral, la
reconnaisance des droits du condamné et la définition de son statut légal
sera systématiquement poursuivie. On doit s'artacher ainsi a la
constitution d'un régime légal de I'exécution des sanctions comportaIlt
un controle organisé de certe exécution.

11 est essentiel en particulier d'assurer au prévenu (et au condamné)
les garanties normales de la procédure (droit de la défense, publicité des
débats, débat contradictoire et égalité des armes) et de veil1er él ce qu'il
ne s'agisse pas seulement de garantíes purement formelles. Aussi
conviendra+il de surveiller la pratíque journaliére des tribunaux et
velller a ce que les mesures de protection ne soient pas méconnues en
fait par une routine pénitentiaire purement répressive et dégradante pour
I'individu.

2) Dans un sens plus large, la dépénalisation cherche a éviter, non
seulement la peine (pratiquement la peine de prison), mais méme le
recours a l'appareil pénal tout entíer, c'est-a-dire au systéme de justice
pénale proprement dit; ce qui comporte certaines précautions et une
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démarche progressive.
Cette dépénalisation doit s'entendre déja et d'abord de I'utílisation, a

la place des moyens pénaux ordinaires, des moyens du droit civil, du
droit administratif, des organes d'éducation, de santé ou d'assistance
sociale. On peut aHer plus loin avec le courant dit de déviation ou de
déjudiciarisation qui tend cette fois a échapper au systeme judiciaire
traditionnel; on peut égalcment chercher a faire intervenir des
organismes sociaux et recourir ala participation des citoyens, en dehors
des formes anciennes de jury OL! d1assessorat.

On est d'accord aujourd'hui pour écarter le "traitement de
resocialisation" imposé et appliqué en milieu carcéral (ainsi que le
"mythe médical" du type 1950). Mais ce rejet ne doit pas emporter
nécessairement l'abandon de la notion (ou de la finalité) de
resocialisation. Cette position peu!:

d'une part conduire a proposer ou a mettre ala disposition du sujet
des moyens pratíques de socialisatíon (formatíon professionnelle,
organisatíon des loisirs, environnement culturel) et a prévoir iei
encore l'interventíon de eel1ains organismes (publics ou privés)
agissant tant sur rindividu considéré que sur son milieu;
d'autre part, et d'une maniere plus large, par un effacement progressif
de la distinction du civil, de l'administratif et de I'assistance,
conduire a dégager le caractere social de la politique crimineHe, a
at1irmer ses liens dirccts avec la politique générale et, en cherchant
a assurer la protectíon de la communauté par la protection meme de
ses membres, a lui donner pour but final une táche de
"socialisatíon" au sens le plus complet et le plus noble de ce terme.
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Minimum Programme
of the Internationai Society of Social Defence

and Humane Criminal Policy - ISSD

The ¡ntemational Society of Social Defence, as the organ of a
movement whose aim is to infiuence penal policy, propases to its
members the propagation and development of the ideas appearing
below. It considers that these ideas represent the minimum programme
acceptable to each of its members.

1. - FUNDAMENTAL PRINCIPLES OF THE MOVEMENT

l. The fight against criminality should be recognized as one of the
most important tasks incumbent upon society.

2. In this fight society should employ various means of action both
befare and after the commission of ofiences. Criminal Law should be
considered as one ofthe means available to society to reduce criminality.

3. The means of aclíon employed to this end must be regarded as
aimed not only at the protection of society against criminals but also at
safeguarding members of society from falling into criminality. By its
activity in these two fields, the Society should thus establish what may
truly be called a «social defencc)}.

The social defenee movement, seeking to protect the group by
proteeting the members of it, intends that the rights of the individual
shall be safeguarded in aH aspeets of the social organization.

1I. - FUNDAMENTAL PRINCIPLES OF CRIMINAL LAW

l. In th is perspective, it must be reeognized that the true aim of
criminal lawis none other than tl1e protection of society and its
members against criminality.

2. In pursuing this aim, it is important to ensure, first of aH, the
respeet for human values, in the eonviction that one cannot, in good
conscience, demand irreproachable conduct from offenders if the
measures adopted towards them do not conform to the principIes of our
civilization. Penal policy must be inspired by the humanist tradition, the
base of our culture.

3. lt is equally and foremost important that Criminal Law guarantees
human rights, observing for them aH the prescriptions resulting from a
rigorous application ofthe rules oflaw.

The principIes of liberty and legality, which are the result of the
historical development of modem society, must be considered
inviolable.
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III. - THEORY al" CRIMINAL LAW

l. Since the aim of Criminal Law i5 the protectlon of society and its
members against criminality, it follows that the interpretation of the
rules of Criminal Law, as well as their applicatlon, shouId be
considered as an esseutially practical task.

This task demands, like all similar complex tasks, a careful scientific
study of reality. Both in its fonnulation and its application, Criminal
Law should be based as far as possibile on fundamental scientific
principies.

2. It is important not to base the theory of Criminal Law on
metaphysical doctrines.

Criminal Law, and its application, must not be subjected to concepts
sueh as free will, fault and responsibility, insofar as they represent
metaphysical notions.

Nevertheless, on the other hand, it is important not to adopt a
doctrine which denies social values.

It is essential that criminal justice conforms to the social conscience
and that it makes a broad appeal to the feeling held by each human
being of moral responsibility.

3. The question of the respective measures to adopt towards the
criminal should be rcgarded as a practical one, the important point
being to choose one which is consistent with the corresponding aim of
the Criminal Law; the measure chosen should thus, in each case, help
promote the refonnation or integration of the sentenced persono

1f the name of punishment i5 retained for certain measures, such as
fines and certain custodial sentences for a fixed term, it must be
recognized that such punishment5 equally represent measures of social
defence.

IV. - PROGRAMME al" DEVELOPMENT al" CRIMINAL LAW

l. 1t is timely to seek to co-ordinate the various steps taken by
Criminal Law so as to achieve, as Ülr as possible, a single systeu1 of
social reaction against crime.

2. It is important that this system be sufficient!y differentiated to
allow the court in each particular case to choose the measure
appropriate iD the specific situation of the offender.

3. Judicial proceedings and prison trcatment of the offender should
be considered as a continuous process, each successive stage of which
should be undertakcn in compliance with the fundamental principies
and spirit of social defence.
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ADDENDUM

adopted December 15th, 1984, at Milano aeeording to a text proposed
by Mare ANCEL, Member oi' the Institute of Franee, Honarary
President at the Caurt of eassation, Président d'honneur of the
1nternational Soeiety of Social Defenee, Président d'honneur of the
Centrefram;:ais de droit comparé.

1. General Comments

The International Society of Social Defence, created in 1949, had
adopted and disseminated in 1954 a Minimum Programme «aecepted by
al! of its members», which formulated the basic principies of the
organization and the ideas guiding its activity. This proclamation,
supplemented by the resolutions of the first two iuternatioual
congresses (San Remo, 1947, Liége, 1949), whieh are of a nature to be
generally understood, reveals the fundamental views of the Society to
which it refers as originally formulated.

Nevertheless, it has seemed useful, afier thirty years and following
its tenth Cougress (Salonika 1981), where the continuil'j oflhe Soclety's
actlvities and the perennial character of its tenets were again affirmed,
to frame a new document which, consldering the development of data
and ideas, could be more fully responsive to the preoccupations and
present views of the Society. That is the purpose of the fo1lowing
proposals.

First of all, one must remember that the modern Social Defence is
primarily defined as a movement of criminal policy which, as such,
entails a progressive approach aiming at effective action. It wishes to
continue this action based on three fundamental requirements which
are: 1) a critical study of the present system that might at times go so far
as to question lts value; 2) a systematic recourse to a1l the human
sciences in view of a multi-disciplinary approach to criminality; 3) a
goal of protection which on the one hand means a reaction against the
purely punitive-retributive system of traditional repression aud on the
other hand tends to ensurc the respeet and the guarantee of the Rights of
Man and the dignity of the human persono

These three requirements which are inseparable from the modern
notion of Social Defenee should nevertheless be reached by the
preservation of the rule of law which necessaiily indudcs the rule of
legality, the idea of personal responsibility, the presenee of an
independent judge and of a legal procedure which guarantees the rights
of the citizens in a fair and equitable trial, without, however, having
these three principies lead to the unconditional preservation of the
traditional system of penal justice.
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2. Sorne New Aspeets ofCrirninal Poliey

[n order to place the criminal policy of Social Defence in its modern
perspective, it is necessary to rid oneself of a purely legal conception of
the problern and to affirm, as one increasingly recognizes it, that the
penal system is neither the only nor the best means of reacting to
criminality; in doing so one must even go beyond the penal technician
and his traditional categories: the crime, the criminal, the punishment.
Thus one can even go beyond an exclusively crimino!ogical approach
focused on the act and the actor, and also envisage conflict situations
which disclose deviance and eriminality and take into consideration the
complex play of actions and reactions whieh, at given moments, in
certain groups and with respect to eertain persons, lead to eonflict
situations.

In this soeiologieal and criminological complex it is a1so proper to
pay more attention to the vietim beyond his traditionally passive role
which left him outside the criminal process and granted him at most a
civil suit for damages, and equally beyond «victimology» whieh too
often tends to study the victim in the manner and from the view-points
governing the stndy of the delinquent. 1t is therefore proper to pay
serious attention to the social faet of victimization in arder to construct
a criminal policy whieh aims at the protection of the vietim.

In detaehing oneself from the eommon «protagonists» of the
traditional criminal process, this poliey of social reaetion should
concern itself with the deviants, the marginal people, the maladjusted
and socially handieapped and also, to a large extent, beside «dangerouS»
individuals, with individnals «in dangem, which should be helped or,
here too, normally be given proteetion in aeeord whith a sound
coneeption of social solidarity.

Criminal policy, in the striet or most eommon meaning of the term,
will assure that the task of developing a diversified strategy of battle
against delinqnency established distinction between the phenomena that
directly threaten the foundation and even the survival of the social
communily and the petty or common or average «delinquency» which
should be the subject of non-penal (but bery diversified) proceedings oí
social reaction. In any case a vast programme of decriminalization
would be lIndertaken,

However, this poliey of decriminalization will be subject to sorne
limitations. On the one hand, with respect to certain new types of
criminality, certain kinds of organized crimes or of certain crimes of
violence, a certain Ilumber of existing criminalizatíons will be
preserved, at least for the present. On the other hand, it will be
appropriate to cOllsider speciallypes of anti-social behaviour, pertaining
aboye all to the vast area of economic criminal law, or of abuses of
power, in order to anticipate and to organize means of reaction against
activities which until now have been tolerated, igllored or favourably
treated even though greatly detrimental to social harmony. But this
double actioll of «eriminalizatioJl) should be brought about with the
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praetices and in the spmt of modem Social Defence, avoiding an
indiseriminate reeourse to «panie legislatiOl})) and to a systematic
aggravation of repression,

3. Social Defence and tbe Movement of Depenalization

The Social Defence Movement is thus impelled to advocate a
rational paliey of depenalization, in the 1:'NO lueanings ofthis \:\Iord.

1) !n accord with the primary meaning of the ward, one must try to
avoid (or at least systematically rednce the extent of) punishment as
sueh and especially the punishment of imprisonment, the harmful
effeets of which are recognized to-day and which should remain only as
the ultima ratio of social reaction, Here one may recall that the
Intemational Society of Social Defence has always been opposed to the
death penalty,

Such elimination or reduction in lbe use of pnnishment (especially
punishment by imprisonment) presupposes the establishment of a
system of different sanctions which are autonomous and no longer
regarded as simple «substitutes for imprisonment» - financia!
punishments, sanctions that limit frcedom, measures depriving one of
rights, yet avoiding the abuses to whieh they might give rise,

One must also oppose the abuse of detention befare trial, which is
too widely permitted by law or unnecessarily applied and which afien
means a devious manner of using a repressive sanetion lacking the
safeguard of a convietion and in contempt of the presumption of
1Il110Cence.

Insofar as imprisonment will continue to exist, even though
temporarily applied, it is important to reconsider,'continue to improve
and make sure that an effective application is made of the «Minimum
Rules for the Treatment of Offenders» ofthe United Nations and ofthe
Council of Europe and to make eertain that they confarm to the
(universal and European) Declarations of the Rights of Man, In any
case the refonn ofpunishment, ineluding the humanisation ofthe prison
system, the recognition of the rights of the conviet and the definition of
his legal status will be systematically pursued. Thus oneshould work
for the creation of a legal system of the administration of sanctions
inc]uding a structure ofjudicial control of such adnünistration.

It is particularly important that the accused (and the eonvict) benefit
fram rhe normal procedural guarantees (the rights of the defence,
pllblieity of proceedings, equal rights for hearing the arguments,
eqllality of means and enquiry abont the personality) and to make sure
that It Is not simply a matter of purely formal gllarantees. One should
also watch the daily work of the courts and make snre that the
protective measures are not misunderstood in faet by a judicial or penal
rOlltine that is merely repressive and degrading far the individual.

2) In a larger sense, depenaJization tries to avoid not only the
pllnishment as sllch (praetically punishment by imprisonment), but even
a recourse to the entire penal apparatus, that is, properly speaking, to
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tbe system of criminal justice; tbis means taking some precautions and
to progress gradually.

¡nstead of ordinary penal means, depenalization must first of all
mean the utilization of tbe ways and means of civil law, administrative
law, agencies of education, health or social assistance, and not
involving any deprivation of freedom.

To-day tbere is agreement to set aside «treatment for resocia!ization»
wbich is imposed and applied in tbe prison (as well as the «medical
mytlm of the nineteen-fifties). But tbis rejection must not signif'y tbe
abandonment of tbe goal of resocialization. Tbis position can:

on the one hand lead to proposing or making available to the person
practical mcans of socialization (vocational training, organizing of
spare time activities, cultural environment) and to provide here too
for the assistance of certain agencies (public or private), acting on
tbe individual in question as well as on his environment;
on the otber band, and in a large manner, by a progressive
obliteration of the distinction between civil, administrative and
social welfare law, lead to a revelation of the social nature of
community hy means of the protection of its memhers, to give it as
its final goal the task of «socialization» in the fullest and most noble
meaning ofthis termo
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Programa Mínimo
de la Sociedad Internacional de Defensa Social
por una Política Criminal Humanista - SIDS

La Sociedad internacional de defensa social, como organización qne
se inscribe en un movimiento cuya finalidad es influir en la política
criminal, propone a sus miembros la propagación y el desarroJJo de las
ideas que a continuación se señalan. Las mismas constituyen para la
Sociedad el Programa Mínimo, aceptado por todos sus componentes.

1. - PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DEL MOVIMIENTO

l. Se considera la lucha contra la criminalidad como una de las
tareas más importantes que incumben a la sociedad.

2. Para lograr su objetivo, la sociedad debe recurrir a métodos de
actuación tanto predelictuales como postdelictuales. Se considera el
Derecho penal como uno de los medios de los que puede servirse la
sociedad para disminuir la criminalidad.

3. Por su actividad en ambos frentes, la sociedad está llamada a crear
lo que en puridad puede denominarse una "defensa social".

El movimiento de defensa social, tratando de asegurar la protección
de la comunidad a través de la de sus propios miembros, considera
prevalentes los derechos de la persona en todos los aspectos de la
organización sociaL

11. - PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DEL DERECHO PENAL

l. Desde esta perspectiva, la verdadera finalidad del Derecho penal
no es otra que la protección de la comll1'¡dad y de sus miembros contra
la criminalidad.

2. En el camino hacia la consecución de dicha meta debe asegurarse
el respeto a los valores humanos, conviniendo que, en buena lid, no
puede exigirse de los delincuentes una conducta irreprochable si no se
observan para con ellos métodos acordes con los principios
fundamentales de nuestra civilización. La política criminal debe
inspirarse en la tradición humanista, base de nuestra cultura juridica.

3. El Derecho penal debe respetar asimismo los derechos humanos,
observando todas las garantías resultantes de la estricta legalidad.
Se consideran inviolables los principios de lihertad y legalidad, fruto de
la evolución de la sociedad moderna.
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IlI. - TEORIAS DEL DERECHO PENAL

]. Un Derecho penal dirigido hacia la protección de la comunidad y
de sus miembros exige que la interpretación de sus normas, asi como su
aplicación, se consideren como una tarea de carácter esencialmente
práctico.

Como todas las de su género, dicha tarea exige un detallado análisis
científico de la realidad. Tanto en su formulación como en su
aplicación, el Derecho penal debe apoyarse en la medida de lo posible
sobre bases científicas.

2. No resulta conveniente fundamentar la teoria del Derecho penal
sobre doctrinas de carácter metafisico. Por ello, debe evitarse la
ínfluencia que sobre el Derecho penal y su aplicación puedan ejercer
nociones tales como el libre albedrío, la culpabilidad y la
responsabilidad, en cuanto tales conceptos son de orden metafisico.

Pero, por otro lado, no debe adoptarse una doctrina contraria a los
valores morales. La justicia penal debe acomodarse a la conciencia
social, exigiendo la responsabilidad moral respecto de cualquier acto
humano.

3. El problema que plantea la diversidad de medidas aplicables a
cada delincuente debe considerarse una cuestión de indole practica; lo
esencial es elegir una medida acorde con la finalidad del Derecho penal,
esto es, la medida elegida debe resultar, en todo caso, favorecedora de
la enmienda y recuperación del condenado.

Se mantiene el término "pena" para ciertas medidas, por ejemplo la
multa y la privación de libertad por tiempo determinado, reconocieudo
que dichas penas constituyen - al propio tiempo - medidas de defensa
social.

IV. - PROGRAMA DE EVOLUCIÓN DEL DERECHO PENAL

1. Debe buscarse la coordinación de los diversos instrumentos con
que cuenta el Derecho penal para alcanzar, en la medida de lo posible,
un sistema unico de reacción social frente al delito.

2. Dicho sistema debe contar con ia suficiente flexibilidad para
permitir a los tribunales escoger en cada caso concreto la medida más
adecuada a la situación enjuiciada.
3. El proceso penal y el tratamiento penitenciario, donde el delincuente
es el objeto, deben considerarse fases sucesivas de un procedimiento
continuo acomodado a los principios yal espiritu de la defensa social.

ADDENDA

1. Observaciones generales

La Sociedad internacional de defensa social, constituida en 1949,
adoptó y difundió en 1954 un Programa minimo, aceptado por todos sus

218



miembros, en el que se enunciaban los principios fundamentales del
movimiento y las directrices de su actuar. Este manifesto,
complementado con las resoluciones adoptadas en sus dos primeros
Congresos internacionales (San Remo, 1947; Lieja, 1949), que se
ocuparon de temas generales, contiene los postulados básicos de la
Sociedad, postulados a los que se hace referencia en su texto originario.

Al finalizar el X Congreso, celebrado en 1981, en Tesalónica, en el
que se reafinnó la continuidad de su actuar y la vigencia de su doctrina,
pareció, sin embargo, conveniente, por haber transcurrido treinta años
desde su aprobación, adoptar un nuevo documento que, teniendo en
cuenta la evolución de los acontecimientos y de las ideas, pudiera
responder de manera más perfecta a las preocupaciones y a los
planteamientos actuales de la Sociedad. Tal es, precisamente, el
objetivo de las proposiciones que siguen.

Se debe, ante todo, tener presente que la Defensa Social moderna se
define en primer término como un movimiento de politica criminal al
que es inherente un impulso progresivo tendente a ser puesto en
práctica. Esta actividad pretende llevarla a cabo sobre la base de tres
exigencias fundamentales: 1) examen crítico del sistema existente (que
puede llegar, a veces, hasta su repudio); 2) recurso sistemático a todas
las ciencias humanas para lograr un conocimiento multidisciplinario del
fenómeno criminal; 3) una finalidad protectora que, por un lado,
signifique una reacción contra el sistema punitivo-retributivo de la
represión clásica, y, por otro, pretenda asegurar el respeto y la garantía
de los Derechos del hombre y de la dignidad de la persona.

Estos tres postulados, inseparables del concepto moderno de defensa
social, deben, sin embargo, cumplirse en el marco del Estado de
Derecho, lo que implica necesariamente el mantenimiento del principio
de legalidad, el concepto de responsabilidad individual, la intervención
de un juez independiente y un procedimiento legal en el que se aseguren
todas las garantías procesales de los derechos de los ciudadanos. Sin
que ello signifique, empero, el mantenimiento incondicional del
tradicional sistema de justicia penal.

2. Nuevos Aspectos de la PoHtka Criminal

Para situar la política criminal de defensa social en su perspectíva
moderna, es necesario desvincularse de una concepción puramente
jurídica del problema y afirmar, como se reconoce cada vez más, que el
sistema penal no es ni el único ni el mejor medio de lucha contra la
delincuencia. Se puede, incluso, superar por ello la técnica penal y sus
categorias tradicionales: delito, delincuente y pena. Conviene asimismo
supeiar la investigación criminólogica basada en el hecho y su autor,
para analizar también las situaciones conflictivas en las que surgen los
comportamientos desviados y la criminalidad y tomar en consideración
el complejo fenómeno de acciones y de reacciones que, en ciertos
momentos, en algunos medios y respecto a determinadas personas,
conducen a estas situaciones de conflicto.

219



En este complejo sociológico y criminológico hay qne conceder
también a la victima un tratamiento nuevo, lejos del tradicional rol
pasivo qne la dejaba fuera del proceso de reacción, otorgándole a lo
sumo una acción civil indemnizadora, y lejos también de la
Jl victimología1!, que tiende, demasiado a menudo, a estudiar a la víctima
de la forma y desde las pcrspectivas con que se estudia al propio
delincuente. Conviene, pues, ceñirse al hecho social de la victimización,
para elaborar una política criminal tendente a la protección de la
víctima.

Apartándose de los "protagonistas" habituales del proceso penal
tradicional, esta política de reacción social deberá ocuparse de los
desviados, de los marginados, de los inadaptados y de los minusválidos
sociales y, también en mayor medida, alIado del individuo "peligroso",
del individuo "en peligro", a quien se deberá proporcionar asistencia o,
más aún, protección en el marco de una sana concepción de la
solidaridad sociaL

La política criminal, en el sentido estricto o más común del término,
tendrá como finalidad elaborar una estrategia diferenciada de lucha
contra la delincuencia que establecerá una distinción entre los
fenómenos que amenazan directamente los fundamentos e incluso la
supervivencia de la comunidad social, y la pequeña o media
"delincueucia", que deberá ser objeto de procedimientos no penales
(pero muy diferenciados) de reacción sociaL Se procederá en todo caso
a un amplio programa de descriminalización.

Esta política de descriminalización estará sometida, no obstante, a
algunas limitaciones. Por un lado, frente a ciertas manifestaciones
criminales nuevas, detenninadas formas de criminalidad organizada o
de criminalidad violenta se mantendrán, al menos de momento, un
cierto número de figuras delictivas existentes. Por otro, convendrá tener
en cuenta particulares modalidades de comportamientos antisociales,
provenientes sobre todo del amplio campo del Derecho penal
económico o del abuso de poder para prever y organizar el modo de
reaccionar contra actuaciones que, hasta ahora, son toleradas, ignoradas
o tratadas con benignidad, aunque perjudican gravemente la economía y
la convivencia sociaL Pero este doble movimiento de 1!criminalizaciólll!
deberá efectuarse conforme a los procedimientos y al espíritn de la
defensa social moderna, evitando recurrir de ma..llera indiscriminada a
una "legislación de pánico!! y a una agravación sistemática de la
represión,

3. I"a Defensa Social y el Movimiento Despenalizador

El movimiento de defensa social está llamado, pues, a preconizar
una política razonable de despenalización, en las dos acepciones del
término:

1) En sentido literal de la palabra, se ha de evitar sistemáticamente la
pena (castigo) en cuanto tal (o al menos restringir el ámbito de su
aplicación), y, en particular, la pena privativa de libertad, cuyos efectos
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nocivos son generalmente reconocidos, la cual debe coustituir tau sólo
la ultima ratio de la reacción social. Se recuerda asimismo que la
Sociedad se ha opuesto siempre a la pena de muerte. Esta exclusión o
restricción de la pena (en especial de la de prisión) supone la
elaboración de un sistema de sanciones diferentes, autónomas, que no
constituyan sitnples "substitutivos de la prisión ll

: penas pecuniarias,
sanciones restrictivas de libertad, medidas privativas de derechos,
evitando en todo caso los abusos a los que su imposición puede dar
lugar.

Conviene reaccionar asimismo contra el abnso de la prisión
provisional, admitida demasiado ampliamente por la ley o prodigada sin
necesidad; y que constituye a menudo un procedimiento encubierto de
aplicación de una sanción represiva sin las garantías de una sentencia de
condena y con desprecio del principio de presnnción de inocencia.

Mientras la prisión siga aplicándose - aunque sea provisionalmente ­
conviene afirmar, desarrollar aún más y asegurar que se apliquen las
"Reglas mínimas para el tratamiento de los detenidos", de las Naciones
Unidas y del Consejo de Europa, y procurar que se acomoden a las
Declaraciones (universal y europea) de los Derechos del Hombre. En
todo caso proseguirá de forma sistemática la reforma penitenciaria
sobre la base de la humanización del régimen carcelario, del
reconocimiento de los derechos del condenado y la difusión de su
estatuto legal. Se debe procurar asimismo la creación de nn régimen
legal de ejecución de penas que comporte su control judicial o
penitenciario.

Es esencial asegurar al procesado (y al condenado) el
reconocimiento de las garantías procesales normales (derecho de
defensa, publicidad de los debates, debate contradictorio, igualdad de
medios, investigación sobre su personalidad) y evitar que se trate tan
sólo de garantías puramente formales. También es necesario vigilar la
praxis de los tribunales y evitar que las medidas de protección sean
ignoradas de hecho por una rutina penitenciaria puramente represiva y
degradante para el individuo.

2) En un sentido más amplio, la despenalización pretende evitar no
sólo la pena (en la práctica la pena de prisión), sino inciuso la
utilización del entero aparato penal, es decir, del sistema judicial penal
propiamente dicho, lo que exige ciertas precauciones y un aVRnce
gradual.

Esta despenalización debe entenderse ante todo como UUi:!

utilización, en lugar de las medidas penales tradicionales, de medidas
civiles, administrativas, educativas, sanitarias o de asistencia social
excluidas las consistentes en privación de libertad.

Se puede ir más lejos mediante la corriente denominada diversión o
desjurisdicionalización, que pretende evitar el sistema judicial
tradicional; es posible igualmente acudir a la intervención de
organismos sociales o recurrir a la participación de los ciudadanos, sin
que esto signifique que se haga a través de las viejas fórmulas de jurado
o escabinato.
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En la actualidad existe acuerdo para rechazar el "tratamiento de
resocialización" impuesto y aplicado en el marco carcelario (asi como el
"mito médico", tal y como se entendia en 1950). Supresión que no
puede llegar hasta el abandono de ciertas finalidades resocializadoras.
Esta tesis:

por un lado, puede llevar a sugerir o a poner a disposición del sujeto
medios prácticos de socializacióu (fonnacióu profesional,
organización del tiempo libre, ambiente cultural) y a prever, incluso,
la intervención de ciertos organismos (públicos o privados) para que
actúen sobre el individuo y sobre su entorno;
por otro lado, y de manera más amplia, puede conducir mediante una
disolución progresiva de la distinción entre lo civil, lo administrativo
y lo asistencial, a subrayar el carácter social de la política criminal, a
estrechar sus lazos con la política general, y en la búsqueda de
asegurar la protección de la comunidad por la protección misma de
sus miembros, a otorgarla como fin último una tarea de
"socialización" en el sentido más pleno y noble del término.
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Les Congres internationaux de la SIDS
ISSD International Congresses

Les Congres internationaux de défense sociale se sont déroulés cornme suit:
The lnternational Congresses on Social Defence have takenplace asfollows:

Ier Congres, San Remo 1947 "Pour la transformation des actuels systemes
pénaux et pénitentiaires en systemes d'éducation et de traitement en rapport avec
la personnalité individuelle des délinquants".
He Congres, Liege 1949 "La personnalité humaine du point de vue des droits de
la société daos ses rapports avec les droits de I'hornme".
IIle Congres, Anvers 1954 "L'individualisation de la sentence et de l'exécution
(observation et resocialisation)".
¡Ve Congres, Milan ] 956 "La prévention des infractions eonire la vie humaíne
et l' intégrité de la personne humaine".
Ve Congres, Stockholm 1958 "L'intervention administrative ou judiciaire en
matiere d'enfance et d'adolescence socialernent inadaptées".
Vle Congres, Belgrade 1961 "Dans quelle mesure se justifient des différences
dans le statut Jégal et le traiternent des mineurs, des jeunes adultes et des
délinquants?" .
VIIe Congres, Lecce 1966 "Les interdictions professionnelles".

- VIIle Congres, Paris 1971 rILes techniques de l'individualisationjudíciaireH
•

IXc Congres, Caracas 1976 HMarginalité sociale etjustice".
- Xe Congres, Thessalonique 1981 "La ville et la criminalite.

Xle Congres, Buenos Aires 1986 "L'internationalisation des sociétés
contemporaines dans le dornaine de la crirninalité et les réponses du mouvement
de défense sociale".
XIIe Congres, Paris 1991 "Défense sociale, protection de j'environnement et
droits fondamentaux".

- XIlJe Congres, Lecce 1996 "Défense sociale, corruption, protection de
]' administration publique et indépendance de la ]ustice".

- XIVe Congres, Portugal 2002 "Défense sociale et droit pénal pour la protection
des générations futures".
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AND HUMANE CRIMINAL POLICY
(Organization in consultative status with the

Eeonomic and Social Couneil ofthe United Nations)

APPLICATION FORM
(to be returned, duly filled out, to the General Seeretariat of the Society ­
clo Centro Nazionale di Prevenzione e Difesa Sociale ~ Palazzo Comunale
de!le Scienze Sociali - 3, Piazza Caste!lo - 20121 Milano - Italy)

1 undersigned,

Name and Surname (in block lerters)

Profession and Titles (in block lerters)

Address (in block lerters)

applies for membership to the International Society of Social Defenee and
Humane Criminal Policy.

date Signatnre

Applieations will be submitted to the Board of the Society. The Secretary­
General will notify to you in due time your admission. Thereafter you will
be requested to pay your annua! fee (€ 23,00 or 20 US$) which entitles you
to receive the "Cahiers de Défense Sociale».



Finito di stampare nel mese di maggio 2002
dalla WELT KOPlE S.a.S.

per canto del
Centro nazionale di prevenzione e difesa sociale / CNPDS

Piazza Castello, 3 - 20121 Milano


